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ros 37 y 38, del Grupo de Coalición Canaria. El señor 
Gangoiti Llaguno da por defendida la enmienda nú- 
mero 1, del Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos. 
El señor Ibarz i Casadevall defiende las enmiendas nú- 
meros 2 ,4 ,  10 y 15, del Grupo Catalán en el Senado de 
Convergencia i Unió. La señora Agüero Ruano de- 
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Se procede a votar. 

Se rechaza la enmienda número 1, del Grupo de Senadores 
Nacionalistas Vascos, por 10 votos a favor, 106 en contra 
y 108 abstenciones. 
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El señor Fernández Aguilar defiende la moción. El señor Mo- 
reno Franco consume un turno en contra. En turno de 
portavoces, hacen uso de la palabra los señores Sanz Ce- 
brián, por el Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos; 
Codina i Castillo, por el Grupo Catalán en e.1 Senado de 
Convergencia i Unió; Fernández Aguilar, por el Grupo 
Popular, y Moreno Franco, por.el Grupo Socialista. 

Se rechaza la moción del Grupo Popular por 96 votos a favor 
y 120 en contra. 

Se levanta la sesión a las catorce horas y cuarenta minutos. 

Se reanuda la sesión a las diez y cinco minutos. 

DICTÁMENES DE COMISIONES SOBRE PROYEC- 
TOS Y PROPOSICIONES DE LEY REMITIDOS POR 
EL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS. 

- DE LA COMISIÓN DE INDUSTRIA, COMERCIO 
Y TURISMO EN RELACIÓN CON EL PROYECTO 
DE LEY REGULADORA DE LOS VIAJES COMBI- 
NADOS. (S. 621/000077.) (C. D. 121/000085.) 

El señor PRESIDENTE: Buenos días, señorías. Pasa- 
mos al cuarto punto del orden del día: Dictamen de la Co- 
misión de Industria, Comercio y Turismo en relación con 
el proyecto de ley reguladora de los viajes combinados. 
Este proyecto ha sido publicado en las series correspon- 
dientes, con fecha de 12 de junio de 1995. 

Tiene la palabra el Senador Chao para hacer la presen- 
tación del mismo. 
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El señor CHAO GÓMEZ: Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 

Me cabe el honor de presentar el proyecto de ley re- 
guladora de los viajes combinados que tuvo su entrada 
en la Cámara el 9 de mayo de 1995. El plazo para la pre- 
sentación de enmiendas concluyó el pasado día 22 de 
mayo. Dentro de este plazo se han presentado 41 en- 
miendas al articulado cuya distribución ha sido la si- 
guiente: una del Grupo Parlamentario de Senadores Na- 
cionalistas Vascos, 14 del Grupo Catalán en el Seriado 
de Convergencia i Unió, 18 del Grupo Parlamentario Po- 
pular y ocho del Grupo Parlamentario de Coalición Ca- 
naria. 

La Comisión, en su reunión de 30 de mayo, acordó la 
creación de una Ponencia para que informara de este pro- 
yecto, la cual fue integrada por la señora Agüero Ruano, el 
señor Cercós Pérez, la señora Guirado Pérez, el señor Juan 
Cardona y el señor Sala i Canadell. 

Esta Ponencia emitió su informe oportunamente, pro- 
poniendo hasta 24 modificaciones de estilo en el texto re- 
mitido por el Congreso de los Diputados. Según se dice en 
dicho informe no se aceptaba ninguna de las enmiendas 
presentadas, pero se acordaba continuar con el estudio de 
las mismas para su posterior incorporación, a lo largo de la 
ulterior tramitación del proyecto. 

La Comisión se reunió para dictaminar el día 7 de ju- 
nio. A lo largo del debate se introdujeron diez modifica- 
ciones, fruto de enmiendas transaccionales, que obtuvie- 
ron el apoyo de todos los grupos parlamentarios presen- 
tes en la Comisión. Durante la sesión se anunció por los 
portavoces de los distintos grupos parlamentarios la reti- 
rada de 25 de las 41 enmiendas que habían sido presenta- 
das. 

El texto que propuso la Ponencia, que acogía esas 10 
enmiendas transaccionales y las 24 modificaciones de es- 
tilo, fue aprobado por la Comisión por 18 votos a favor, 10 
abstenciones y ningún voto en contra. Con la aprobación 
de dicho dictamen, que es el que ahora se somete a la con- 
sideración del Pleno de la Cámara y que he tenido el honor 
de presentar a sus señorías, la Comisión de Industria, Co- 
mercio y Turismo ha cumplido el encargo que le confió la 
Mesa de la Cámara, al declararla competente para la trami- 
tación del proyecto de ley. 

Muchas gracias, señorías. 
Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Chao. 
A este proyecto no se ha presentado veto, por lo que ca- 

bría abrir en este momento el debate de totalidad. Pregunto 
a los miembros de la Cámara si alguien va a hacer uso del 
turno a favor o en contra o si los grupos parlamentarios de- 
sean fijar posición sobre el contenido general del proyecto. 
(Pausa.) Muchas gracias. 

Pasamos a debatir las enmiendas mantenidas como vo- 
tos particulares por los distintos enmendantes. 

En primer lugar, para la defensa de las enmiendas nú- 
meros 35 a 38, tiene la palabra el Senador Barbuzano Gon- 
zález, en nombre gel Grupo Parlamentario de Coalición 
Canaria del Senado. 

El señor BARBUZANO GONZÁLEZ: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Voy a intervenir brevemente para anunciar que, si no 
me equivoco, aún tenemos vivas las enmiendas números 
35,37 y 38. . 

La enmienda número 35 va a ser transaccionada, por 
tanto, se puede dar por retirada en cuanto se apruebe la 
transaccional. 

Retiramos en este acto las enmiendas números 37 y 38. 
El proyecto de ley ha quedado bastante mejorado en 

Ponencia y Comisión. Estamos satisfechos con el dicta- 
men emitido. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Si he entendido bien, las en- 
miendas números 37 y 38 son las que quedan retiradas, Se- 
nador Barbuzano. 

El señor BARBUZANO GONZÁLEZ: Sí, señor Presi- 
dente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Por tanto, la enmienda número 35 está vinculada a un 

El Gkupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas 

Tiene la palabra el Senador Gangoiti Llaguno. 

texto transaccional. 

Vascos mantiene la enmienda número 1. 

El señor GANGOITI LLAGUNO: Nuestro Grupo, 
como dice el señor Presidente, mantiene esta enmienda y 
la doy por defendida en sus justos términos. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Tiene la palabra el Senador Ibarz i Casadevall para de- 

fender las enmiendas números 2, 4, 10 y 15, del Grupo 
Parlamentario Catalán en el Senado de Convergencia i 
Unió. 

El señor IBARZ 1 CASADEVALL: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

,Señor Ministro, nuestro Grupo Parlamentario, tras el 
trámite de Ponencia y de Comisión, mantiene vivas cuatro 
enmiendas: las números 2,4, 10 y 15. 

Las enmiendas números 2 y 15, ambas relacionadas, 
pretenden introducir en el texto del proyecto una disposi- 
ción final con objeto de preservar las competencias de las 
Comunidades Autónomas en cuanto a la ordenación del 
sector turístico. 

Debo significar a sus señorías que una propuesta simi- 
lar a ésta fue incorporada ya al texto de la Ley 15/1995, de 
30 de mayo, sobre límites del dominio sobre inmuebles 
para eliminar barreras arquitectónicas a las personas con 
discapacidad. En aquel supuesto introdujimos en aquella 
Ley la disposición final única, según la cual dicha Ley se 
dicta al amparo del artículo 149.1.8 de la Constitución y 
será de aplicación en defecto de las nomias dictadas por las 
Comunidades Autónomas, en ejercicio de sus competen- 
cias en materia de derecho civil, foral o especial. 
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En el caso que nos ocupa se nos ha dicho que no es ad- 
misible la introducción de nuestra propuesta, atendido el 
hecho de que la Directiva que hoy tratamos de trasponer 
o de incorporar a nuestro derecho interior afecta a la le- 
gislación civil y mercantil. Ello sería cierto si, como pre- 
tendía el proyecto inicial, se hubiera modificado el sis- 
tema de responsabilidad contractual, que es tradicional 
en nuestro derecho. En efecto, en el texto original, en su 
artículo 11, se proponía que la responsabilidad de los or- 
ganizadores y de los detallistas fuera solidaria, indepen- 
dientemente del grado de participación de unos u otros en 
el contrato de viaje combinado. Tras los trámites de Po- 
nencia y de Comisión, esta quiebra del sistema de res- 
ponsabilidad contractual de nuestro derecho ha sido su- 
perada por una fórmula transaccional, que suprime la so- 
lidaridad y hace recaer la responsabilidad del cumpli- 
miento contractual a aquel que, en cada caso, la haya asu- 
mido. Por tanto, entendemos que no tienen la menor base, 
los reparos que se hacen a la incorporación de nuestra 
propuesta. 

Con nuestra enmienda número 4 se pretende mejoran la 
sistemática del proyecto. La Directiva, cuya incorporación 
a nuestro derecho interior estamos tratando, define el viaje 
combinado en su artículo 2. El texto del proyecto -por ra- 
zones que este Senador ignora- distribuye las de’finicio- 
nes de dicho artículo entre los artículos 1 y 2 de la Le,y, de 
lo cual se deduce una falta de sistemática del precepto que, 
a nuestro entender, induce a error. Por ello, con esta en- 
mienda número 4 -por lo demás coincidente con la en- 
mienda número 35 del Grupo Parlamentario /de Coalición 
Canaria del Senado- proponemos mejorai;, la definición 
de viaje combinado. 

Por Último, nuestra enmienda número 10 pretende in- 
troducir un nuevo apartado al artículo 5, con objeto de pre- 
cisar el supuesto de imposibilidad de l a  cesión de la re- 
serva. La Directiva que trasponemos in,troduce una nove- 
dad en el mundo de la contratación turística en el sentido 
de permitir que, en caso de imposibi’hdad sobrevenida de 
la persona que haya contratado el viaje, tenga la capacidad 
de ceder sus derechos a un tercero. Pues bien, la costum- 
bre, los hábitos que son normales en el mundo turístico nos 
demuestran claramente que no siempre es posible la cesión 
y no sólo porque el contrato estiblezca unas determinadas 
condiciones, sino porque algunos de los servicios que pue- 
dan estar incluidos en el contrato requieren del cumpli- 
miento de las condiciones específjicas, a veces imposibles 
de ceder a terceros. 

Es por ello por lo que nosotros proponemos que en el 
supuesto de que las car?~ctensticas del medio de transporte 
que se vaya a utilizar CJ las condiciones de contratación de 
otros servicios o simplemente la especificidad de algunas 
tarifas hayan hecho imposible la cesión, en el supuesto de 
que así se haya hecho constar en el contrato, el organizador 
o el detallista puedan oponerse a la cesión con todas las 
consecuencias que en este supuesto están previstas en la 
ley. 

Entendemos que las cuatro enmiendas que mantenemos 
vivas tienen suficiente fundamentación como para merecer 
la consideración de la’ Cámara y espero, señorías, que en el 

momento de la votación así se refleje, con un voto favora- 
ble a las mismas. 

Nada m.$s y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Ibarz. 
El Grupo Parlamentario Popular mantiene sus enmien- 

Tiene la palabra la Senadora Agüero Ruano. 
das números 16, 17,20 a 22,25,26 y 29. 

La señora AGÜERO RUANO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Mí Grupo Parlamentario retira las enmiendas números 
16,21,22,25, 26 y 29. Deja vivas, en principio, las núme- 
ros 20 y 17, ya que se ha firmado una transaccional aunque 
110 estoy segura de si en este momento la han firmado to- 
dos los grupos parlamentarios. 

Por tanto, voy a defender la enmienda número 20. La 
mantenemos porque es una mejora técnica. El proyecto de 
ley es una traducción literal de la directiva y hay que adap- 
tarla mejor a nuestra práctica jurídica. En la cesión de la re- 
serva el problema no es reunir condiciones por el consu- 
midor, sino que exista un impedimento técnico. Esta posi- 
bilidad, en un principio, pudiera quedar cubierta con el 
punto 3, pero creemos que no es así, porque aquí se refiere 
a gastos por la cesión y nosotros hablamos de cuando ésta 
no se puede hacer y tratar de impedirlo. O sea, no perjudica 
al consumidor, señor Cercós, que al fin y al cabo es lo que 
habíamos comentado en Comisión y en Ponencia. 

Por consiguiente, señor Presidente, insisto en que mi 
Grupo Parlamentario retira las demás enmiendas, a la es- 
pera de saber si la número 17 ha sido f m a d a  por todos los 
grupos. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Senadora. 
¿Va a haber turno .en contra? (Pausa.) 
Tiene la palabra el Senador Cercós. 

El señor CERCÓS PÉREZ: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, en primer lugar, quiero dar las gracias, since- 
ras y cordiales, a los representantes en la Ponencia de los 
otros grupos parlamentarios por la contribución que han 
hecho al enriquecimiento del proyecto de ley que estamos 
en este momento a punto de someter a la aprobación de la 
Cámara. Efectivamente, es una ley que creemos que puede 
cumplir una gran función en la regularización de los viajes 
combinados y ahí habrá expresión de lo que han sido en- 
miendas de mi Grupo Parlamentario y del esfuerzo y de la 
actitud que ha habido de comprensión al recoger enmien- 
das de otros grupos representados en la Cámara. 

Señor Presidente, quedan vivas tres enmiendas. Hay 
una enmienda transaccional, que tengo el gusto de entregar 
a la Mesa, firmada por todos los grupos parlamentarios, 
que hace referencia al artículo 2.1 y donde se refleja la in- 
quietud manifestada por la definición de viaje combinado, 
que ha sido compartida por mi Grupo, recogiendo el espí- 
ritu y la transcripción literal de la directiva 90/314 de la 
Unión Europea. En la definición de viaje combinado se 
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dice: la combinación previa de, por lo menos, dos de los si- 
guientes elementos vendidos u ofrecidos a un precio global 
esto ha llevado a la presentación de una serie de enmien- 
das. Y podría caber la duda de que fueran esos elementos 
los que se vendían con un precio global, cuando realmente 
en el texto de la Directiva de la Unión Europea es la com- 
binación previa la que se vende u ofrece por un precio glo- 
bal para que sea un viaje combinado. 

Entendemos, pues, que con esta modificación de la en- 
mienda transaccional damos satisfacción a las inquietudes 
presentadas en las enmiendas y que cualquier confusión 
está excluida totalmente, puesto que podrán facturarse ele- 
mentos separados, pero «ex prost», para que haya un pre- 
cio global atribuido al viaje combinado y no la preocupa- 
ción de sus señorías de que no hubiera facturaciones indi- 
vidualizadas y después se pretendiera presentar eso como 
un viaje combinado. Eso está absolutamente excluido con 
la transaccional que incluimos, puesto que viaje combi- 
nado y venta global del mismo es una forma que está de 
acuerdo con la directiva, garantizado con la enmienda 
transaccional. 

La enmienda número 20, del Grupo Parlamentario Po- 
pular, hace referencia a la cesión. Señorías, nosotros con la 
cesión de la reserva queremos ser cuidadosos y en la trans- 
cripción que se ha hecho en el proyecto de ley que debati- 
mos somos exquisitamente escrupulosos con el texto de la 
directiva porque cuando se debatió la directiva en la Unión 
Europea hubo -después lo ha manifestado la propia Co- 
misión Europea ante trasposiciones a otros países- pro- 
testas o denuncias, llevándolo a los tribunales correspon- 
dientes. Por eso nosotros hemos querido que esa transcrip- 
ción, como se dijo en el debate de Comisión, fuera exqui- 
sitamente escrupulosa en la trasposición de la directiva al 
texto normativo español. 

En el artículo 5 de la ley, como pueden ver sus señorías, 
lo que se recoge de una forma directa y expresa es lo que 
se establece en el artículo 4.3, pero dividido en varios apar- 
tados y se establece protegiendo, sobre todo, a la parte más 
débil, que es el consumidor o usuario de la situación de ce- 
sión o reserva. Quien tiene que plantearse, fundamental- 
mente, hacer la cesión -si no, rompemos un mecanismo 
que hasta este momento pretendemos mantener equili- 
brado y neutral- es el usuario, que no puede aceptar, 
cuando tenga un problema grave familiar o un impedi- 
mento serio de fuerza mayor, hacer la cesión del billete, de 
la reserva que tiene en sus manos y no puede encontrarse 
con la sorpresa de que le digan: usted ha firmado en un do- 
cumento contractual que no puede hacer la cesión. 

Señorías, eso puede ser normal, porque la inmensa ma- 
yoría de los ciudadanos, apoyados en el texto de la ley que 
vamos a aprobar, no leen las cláusulas contractuales, por lo 
que no observarán ni comprobarán que no pueden hacer la 
cesión porque lo han firmado en el contrato correspon- 
diente y estarán presos de manos y pies, expresión literal, 
señorías, para poder hacer la cesión aunque tengan una si- 
tuación y un impedimento grave que les obligue a hacerla. 
En cambio, vendrá por otro lado el abuso de la parte fuerte 
organizadora -bien por el organizador bien por el deta- 
llista organizador-, vendrá la situación abusiva de que 

cuando no le convenga sostener ciertas características del 
viaje que ha organizado desde un punto de vista econó- 
mico o no le convenga modificarlo mediante la fórmula de 
la cesión de la reserva o del billete, es decir, cuando la 
parte fuerte diga: yo no le autorizo a la cesión, lo que se 
está haciendo es proteger los intereses económicos de esa 
parte organizadora, que es realmente la parte fuerte en la 
relación contractual. (Rumores.) 

Y esto, señorías, no solamente rompe el texto de la 
Unión Europea, que ha mantenido una protección a ul- 
tranza del consumidor, sino que, además, al introducir una 
modificación a favor de los organizadores, a favor de la 
parte económicamente fuerte de la relación contractual en 
el viaje combinado que sesga dicho texto, éste puede ser 
un tema que dé soporte a una disconformidad por parte de 
la Comisión Europea. (Rumores.) 

Señorías, éstas son las razones por las que creemos que 
estas enmiendas deberían retirarlas ustedes. Creemos que 
éste es un punto que rompe el equilibrio de aquello que ya 
ha firmado la propia Unión Europea. 

Por último, en cuanto a la enmienda referida a los te- 
mas competenciales defendida por el Senador Ibarz, qui- 
siera decirle que su señoría ha hecho una referencia a que 
la enmienda transaccional que se propone se corresponde 
con el texto recogido en la Ley 15/1995, de 30 de mayo, 
referida a los límites del dominio sobre inmuebles para 
eliminar barreras arquitectónicas a las personas con di+ 
capacidad. Pues bien, tomando como referencia que en 
esta Ley se incluyó una disposición final única, el Sena- 
dor Ibarz propone que en este proyecto de ley que hoy es- 
tamos debatiendo también incluyamos lo mismo. Pero, 
señorías, la diferencia fundamental estriba en que esa 
Ley no era trasposición de una Directiva, mientras que sí 
lo es la que hoy tenemos entre manos. Este proyecto de 
ley es la trasposición de una Directiva, y si esa Directiva 
ya está vigente y es texto legal en cualquier punto de la 
geografía española, parece lógico, señorías, que lo que 
habría que hacer en este caso fuera lo siguiente: si la nor- 
mativa de una Comunidad Autónoma coincide con la Di- 
rectiva europea y la respeta, también respetará el texto de 
esta ley puesto que es una transcripción, una trasposición 
prácticamente literal de la Directiva europea. Pero si la 
normativa de una Comunidad Autónoma no respeta la 
Directiva europea, como esa Directiva es ley en todos los 
puntos del territorio español, esa Comunidad Autónoma 
tendrá que adaptar su normativa a la Directiva europea. 
(Rumores.) 

Por tanto, nosotros entendemos que no se puede aceptar 
esa enmienda que convertiría en derecho supletorio todo el 
texto de la ley, puesto que si éste respeta realmente la Di- 
rectiva europea y es una transcripción fiel - c o m o  dijo el 
propio Portavoz de Convergencia i Unió en el debate en 
Comisión-, si es una trasposición fiel, será y tiene que ser 
ley también en todos los puntos del territorio español. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Cercós. 
En turno de portavoces tiene la palabra el Senador 

IbarZ. 
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El señor IBA= 1 CASADWALL: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Si afirmo que el turismo constituye una de las principa- 
les actividades económicas di: nuestro país, creo que no 
habré dicho nada nuevo sino algo perfectamente conocido 
de todos ustedes. Ello ha sido posible gracias a una feliz 
idea, la del paquete turístico. 

En efecto, la comercialización de todos los servicios 
necesarios para la realización de un viaje o de unas vaca- 
ciones por un precio global dio lugar al nacimiento del tu- 
rismo como fenómeno de masas. Los creadores del sis- 
tema fueron a su vez los desciibridores de los destinos tu- 
rísticos que por su clima y su exotismo habían de encandi- 
lar a millones de ciudadanos europeos. Ello permitió que 
entre el final de la década de los 50 y los primeros años 60 
nuestro país se convirtiera en receptor de un auténtico alud 
de visitantes, lo que conocemos como el «boom» turístico. 

Casi cuarenta años años después, y a pesar de las trans- 
formaciones políticas, económicas y sociales que se han 
producido, el Estado español continúa siendo uno de los 
principales receptores de turismo y, aunque tímidamente, 
empieza a contar como país emisor. 

Ello es así en parte porque conservamos el atractivo que 
nos acreditó como destino cercano, exótico y barato y, en 
gran medida, porque millares de empresas, en su mayoría 
de carácter familiar, han sido capaces de satisfacer las ne- 
cesidades de las decenas de millones de turistas que nos vi- 
sitan cada año. De ahí que el sector turístico siga siendo 
uno de los promotores económicos que conservan su capa- 
cidad de crear empleo y de prestar’una notable contribu- 
ción al producto interior bruto. 

Pero los resultados positivos del balance no debieran 
hacemos olvidar que, como contrapartida del auge econó- 
mico que ha propiciado, el turismo ha producido impactos 
de orden paisajístico, cultural, medioambiental y social de 
difícil aceptación por una buena parte de nuestros ciudada- 
nos y que han dado lugar a muchas transformaciones no 
deseadas, una parte de las cuales, con toda probabilidad, ya 
son irreversibles. 

Por ello, cuando hoy aprobemos la ley que incorpora 
nuestro derecho interno a la Directiva europea que regula 
los viajes, las vacaciones y los circuitos combinados, una 
parte importante de nuestro srxtor turístico pensará, y con 
razón, que esta nueva disposición en poco o en nada con- 
tribuirá a la solución de sus problemas. Incluso algunos 
podrán pensar legítimamente que la política legislativa de 
la Unión Europea está claramente decantada en favor de la 
defensa de los intereses de los países emisores y olvida con 
demasiada frecuencia las necesidades de los países recep- 
tores de turistas. 

Bien está que la Directiva ,se proponga la realización de 
un mercado común de los servicios turísticos que haga po- 
sible que los operadores establecidos en el Estado miem- 
bro ofrezcan sus servicios en otros Estados miembros y 
que los consumidores de la Comunidad gocen de condicio- 
nes comparables sea cual fuere el Estado miembro en que 
adquirieron su viaje combinado, pero ello no debería ha- 
cemos olvidar que el mercado interior no sólo requiere que 
los operadores del norte puedan ofrecer sus servicios en 

los Estados del sur y que todos los consumidores, ya sean 
del norte o del sur, gocen de condiciones de protección 
comparables, sino que en el diseño de la futura y anun- 
ciada política turística común se tenga en cuenta que los 
servicios que promueven los operadores y que adquieren 
los consumidores suelen estar ubicados en otra parte. 

Y esto, que parece la constatación de una evidencia, es 
importante destacarlo porque este mercado común tiende a 
no considerar la diversidad cultural ni las diferencias so- 
cioeconómicas existentes entre unos y otros, ni la escasez 
de infraestructuras y la limitación de recursos para crear- 
las, ni la necesidad de preservar los recursos turísticos para 
el futuro ni la de mitigar el impacto ambiental de las masas 
de turistas sobre pequeños territorios en cortos períodos de 
tiempo así como un larguísimo etcétera que resultm’a pro- 
lijo enumerar ahora. 

Se trata en suma, señorías, de que en el futuro seamos 
capaces de articular un contrapeso a la presión ejercida por 
los países emisores y de que desde el consenso pongamos 
al Estado español en posición de liderar a los países recep- 
tivos del área mediterránea en la defensa de las necesarias 
contrapartidas al hecho de ser el área para el ocio y el es- 
parcimiento de Europa. 

En unos momentos aprobaremos la ley reguladora de 
los viajes combinados, y el Grupo Parlamentario al que re- 
presento, con la conciencia clara de cuál es su origen y del 
papel que está llamado a jugar en el mercado común de los 
servicios turísticos la apoyará, no sin antes anunciar, aten- 
didas las conversaciones mantenidas con el Grupo que da 
soporte al Gobierno, la retirada de nuestras enmiendas nú- 
meros 2 y 4 y 10, no obstante lo cual mantendremos la nú- 
mero 15 para su votación. 

A fin de cuentas, Convergencia i Unió confía en el sec- 
tor turístico y en su capacidad para afrontar los retos. Esta- 
mos seguros de que un día muy cercano nuestros destinos 
turísticos serán promovidos y comercializados desde aquí. 
Ello sin duda será la mejor garantía para el consumidor, 
mucho más allá de la Directiva que hoy vamos a trasponer. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Por el Grupo Parlamentario Popular tiene la palabra el 

Senador Juan Cardona. 

El señor JUAN CARDONA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

En primer lugar, quiero manifestar mi total acuerdo y 
adhesión a la exposición del Senador Ibarz en el sentido de 
que en Europa es necesario plantear una nueva política tu- 
rística en la que se contemple no sólo el punto de vista de 
los países emisores de turismo, sino también el de los paí- 
ses receptivos, como es el caso de España. 

Por lo demás, anuncio el voto favorable del Grupo Po- 
pular a este proyecto de ley que, desde su entrada en esta 
Cámara hasta hoy, ha sufrido muchas modificaciones y al- 
guna de ellas muy importante. Me refiero, especialmente, 
a la relativa al artículo 11, que se refiere a la responsabili- 
dad de organizadores y detallistas. En el proyecto origina- 
rio se establecía la responsabilidad solidaria de los organi- 
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zadores y detallistas en el correcto cumplimiento de las 
obligaciones derivadas del contrato. A nuestro juicio -y 
también al de los Grupos de Convergencia i Unió y Coali- 
ción Canaria, pues también presentaron enmiendas sobre 
esta cuestión-, esta regulación significaba un cambio ra- 
dical -y, desde luego, negativo- de la normativa que 
rige la figura del comisionista mercantil cuando contrata 
en nombre del comitente; cambio que afectaba de forma 
decisiva a las agencias de viaje detallistas cuando actúan 
en circunstancias de mediadores puros. 

Por ello, y en virtud de una enmienda transaccional, se 
ha optado por una fórmula mucho más justa y equitativa, 
consistente en establecer la responsabilidad mancomunada 
del organizador y el detallista como principio general y, 
excepcionalmente, la responsabilidad solidaria para el 
caso de que concurran conjuntamente en el contrato dife- 
rentes organizadores o detallistas. 

Esta importante modificación, y otras que, para no ex- 
tenderme, no voy a enumerar, mejoran sensiblemente el 
texto originario del proyecto de ley, si bien hemos de ad- 
vertir que el importante retraso con que el Gobierno lo ha 
presentado a las Cortes Generales para su aprobación ha 
provocado que algunas Comunidades Autónomas, en el 
ejercicio de sus competencias, hayan dictado ya sus res- 
pectivas normas de trasposición de la Directiva 90/314 de 
la Comunidad Económica Europea, con lo que pueden sur- 
gir algunos conflictos legislativos cuya única causa será el 
retraso gubernamental, lo que desde luego es de lamentar 
en un proyecto de ley como éste, que a lo largo de su tra- 
mitación ha logrado suscitar el consenso de todos los gru- 
pos parlamentarios en la mayoría de sus puntos. Si se hu- 
biera presentado en su momento, posiblemente hubiéra- 
mos evitado algunas discusiones y algún futuro conflicto 
competencia1 con las Comunidades Autónomas. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Juan Car- 
dona. (El señor Cercós Pérez pide la palabra.) Señoría, no 
le corresponde intervenir.. . 

El señor CERCÓS PÉREZ: Señor Presidente, sólo 
quiero dar las gracias a los representantes de los grupos 
que han intervenido, ya que vemos que esta ley se com- 
parte y que se va a aprobar con el voto positivo y el res- 
paldo de los compañeros y colegas de esta Cámara. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Cercós. 
A continuación, vamos a proceder a la votación de las 

En primer lugar, votamos la enmienda número 1, del 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

enmiendas y el dictamen de la Comisión. (Pausa.) 

Grupo de Senadores Nacionalistas Vascos. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 224; a favor; 10; en contra, 106; abstenciones, 
108. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 

Votamos la enmienda número 15, del Grupo Parlamen- 

Se inicia la votación. (Pauia.) 
tario de Convergencia i Unió. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 224; a favor, 20; en contra, 107; absten- 
ciones, 97. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Sometemos a votación la enmienda número 20, del 

Grupo Parlamentario Popular. (El señor Barbuzano Gon- 
zález pide la palabra.) 

Tiene la palabra, Senador Barbuzano. 

El señor BARBUZANO GONZÁLEZ: Gracias, señor 

Según mis notas, del Grupo Parlamentario Popular que- 
Presidente. 

dan las enmiendas números 17,20 y 22. 

El señor PRESIDENTE: Si mis notas no son erróneas, la 
número 17 está relacionada con una enmienda, de la que 
después daré lectura, que ha llegado a la Mesa, y el Grupo 
Popular sólo mantuvo viva la en-mienda número 20 en la in- 
tervención del Senador Juan Cardona, salvo que yo me equi- 
voque. 

El señor BARBUZANO GONZÁLEZ: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. (La sefiora Agüero Ruano pide la 
palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra, Senadora 
Agüero. 

La señora AGÜERO RUANO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

El Grupo Parlamentario Popular mantiene la enmienda 
número 20,, que era muy parecida a la enmienda número 
38, de Coalición Canaria, y a la número 10, de CIU, que 
han sido retiradas. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. Es así. 
Sometemos a votación la enmienda número 20, del 

Se inicia la votación. (Pausa.) 
Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 225; a favor; 101; en contra, 107; abstenciones, 17. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Suscrita por los Grupos Parlamentarios Socialista, Po- 

pular, Convergencia i Unió, Nacionalistas Vascos y Coali- 
ción Canaria, ha llegado a la Mesa una enmienda de modi- 
ficación o transaccional al artículo 2.1. Por la comparación 
entre el texto que ha llegado a la Mesa y el texto del dicta- 
men, tengo la impresión de que hay un error. El texto que 
llega a la Mesa dice lo siguiente. 

Viaje combinado. La combinación previa de, por lo 
menos, dos de los siguientes elementos vendidos u ofreci- 

1. 
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dos en venta, con arreglo a un prlxio global, dicha presta- 
ción.. . Resto igual. Faltm’a «cuando». Y en la enmienda 
que se propone, dice: Viaje combinado. La combinación 
previa de, por lo menos, dos de los siguientes elementos, 
vendida u ofrecida en venta con arreglo a un precio global, 
dicha prestación.. . 

No se entiende. Es «cuando». ¿O no? (El señor Cercós 
Pérez pide la palabra.) Tiene la palabra su señoría. 

El señor CERCÓS PÉREZ: Gracias, señor Presidente. 
En el texto que ya se aprobó en Comisión, dice: 

. . . cuando dicha prestación sobrepase.. . Es decir, que hay 
que entender que «cuando» debe: figurar en el texto de la 
enmienda transaccional. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Se somete a votación la enmienda transaccional. 
Se inicia-la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el xiguiente resultado: Votos 
emitidos, 225; a favol; 225. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada por 225 votos 

Muchas gracias, y felicitaciones. 
Sometemos a votación el texto del dictamen con las 

modificaciones ya introducidas, es decir, los artículos 1 a 
13, las disposiciones adicionales primera y segunda, la dis- 
posición transitoria, la disposicj ón derogatoria final, así 
como la exposición de motivos. 

a favor de los 225 votos emitidos. 

Se inicia la votación. (Pausa.} 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 225; a favor, 224; en contra, uno. 

El señor PRESIDENTE: Por 224 votos a favor, uno en 
contra y ninguna abstención, queda aprobado el dictamen. 
(Pausa.) La Senadora Checa me indica que ha sido un 
error electrónico, y así constará. 

Tal y como dispone el artículo 90 de la Constitución, se 
dará traslado de las enmiendas aprobadas por el Senado al 
Congreso de los Diputados para que éste se pronuncie so- 
bre ellas, en forma previa a la sanción del texto definitivo 
por Su Majestad el Rey. 

Gracias. 

- DICTAMEN DE LA C O M I S I ~ N  DE AGRICUL- 
TURA, GANADERÍA Y PESCA, EN R E L A C I ~ N  
CON LA PROPOSICIÓN DE LEY POR LA QUE 

NAS DE IBIZA (&ES SALINAS»), LAS ISLAS 

TERA. (S. 624/000011.) (C. D. 122/000052.) 

SE DECLARA RESERVA NATURAL LAS SALI- 

DES FREUS Y LAS SALINAS DE FORMEN- 

El señor PRESIDENTE: Dictamen de la Comisión de 
Agricultura, Ganadería y Pesca, en relación con la propo- 
sición de ley por la que se declara reserva natural las Sali- 

nas de Ibiza (<&es Salinas»), las Islas des Freus y Ias SaIi- 
nas de Formentera, que se publicó en los boletines corres- 
pondientes con fecha 13 de junio de 1995. 

Informo a la Cámara de que a esta proposición se ha 
presentado exclusivamente una enmienda de veto suscrita 
por el Grupo Parlamentario Popular. Antes de dar la pala- 
bra al Presidente de la Comisión de Agricultura, Ganade- 
ría y Pesca para que en su caso presente el dictamen, ad- 
vierto que, no obstante, en ponencia o en Comisión, el 
texto ha sido modificado. (El señor Galán Cano pide la 
palabra.) 

Tiene la palabra el Senador Galán. 

El señor GALÁN CANO: Gracias, señor Presidente. 
La Comisión designó al Senador Diego Alonso Co- 

Gracias. 
lacios. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Tiene la palabra el Senador Alonso Colacios. 

El señor ALONSO COLACIOS: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, el 9 de mayo de 1995 tuvo entrada en el Se- 
nado el texto aprobado por la Comisión de Agricultura, 
Ganadería y Pesca del Congreso de los Diputados, con 
competencia legislativa plena en relación con la proposi- 
ción de ley por la que se declara reserva natural las Salinas 
de Ibiza ( d e s  Salinas»), las Islas des Freus y las Salinas de 
Formentera. 

Con esa misma fecha, la Presidencia de la Cámara re- 
mitió la proposición de ley a la Comisión de Agricultura, 
Ganadería y Pesca del Senado, al tiempo que se abría plazo 
para la presentación de enmiendas que terminó el pasado 
día 22 de mayo de 1995. Durante ese plazo no tuvo lugar 
la presentación de ninguna enmienda; únicamente fue pre- 
sentada una propuesta de veto suscrita por el Grupo Parla- 
mentario Popular. 

El 1 de junio de 1995 se reunió la Ponencia encargada 
de emitir el informe sobre la citada proposición, que estaba 
integrada por los Senadores don Manuel Ferrer i Profitós, 
del Grupo Parlamentario Catalán en el Senado de Con- 
vergencia i Unió, don Jaume Font Barceló, del Grupo Par- 
lamentario Popular, don Antonio Garcías Coll, del Grupo 
Parlamentario Socialista, don José Juan Cardona, del 
Grupo Parlamentario Popular, y don Diego Alonso Cola- 
cios, del Grupo Parlamentario Socialista. 

En síntesis, señorías, en la presente proposición de 
ley se recoge que el Archipiélago balear alberga un con- 
junto de zonas húmedas de gran importancia, en la que 
destaca el área d e s  Salinas», de Ibiza y de Formentera, 
área de descanso para la fauna ornítica en sus viajes mi- 
gratorios. Pero no solamente las aves tienen un alto valor 
ecológico, sino también especies propias de la isla, como 
la lagartija pitiusa. En general, se puede afirmar, seño- 
rías, que el área es una zona de las zonas más ricas e in- 
teresantes del Archipiélago balear en cuanto a fauna ver- 
tebrada e invertebrada se refiere, tanto terrestre como 
marina. 
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Asimismo, destacan, desde el punto de vista florístico, 
sus sabinares, masa vegetal en la que se encuentra una de 
las mejores representaciones de España. Sin embargo, se- 
ñorías, las actividades humanas, las calificaciones urbanís- 
ticas del suelo y las perspectivas de un desarrollo turístico 
no acorde con la demanda medioambiental y de conserva- 
ción de los recursos naturales han puesto de manifiesto que 
las figuras de protección establecidas hasta el momento no 
aseguran la conservación de la riqueza y de su biodiversi- 
dad. En consecuencia, en fecha 8 de junio de 1995 se reu- 
nió finalmente la Comisión de Agricultura, Ganadería y 
Pesca del Senado, modificando el texto remitido por la Po- 
nencia en los términos que constan en la publicación que 
sus señorías tienen como dictamen de la Comisión, que es 
el que ahora se somete a consideración para su debate a to- 
dos ustedes. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Alonso Co- 
lacios. 

Daremos la palabra a continuación al Senador Juan 
Cardona para que, en representación del Grupo Parlamen- 
tario Popular, defienda su enmienda de veto a esta propo- 
sición. 

Tiene su señoría la palabra. 

El señor JUAN CARDONA: Gracias, señor Presidente. 
Hablar de las Salinas de Ibiza y Formentera no es, para 

los ibicencos y formenterenses, hablar de una cuestión 
sencilla. Para nosotros, para la gente de Ibiza y de For- 
mentera, hablar de nuestras Salinas es hablar de un tema 
muy importante, y ello por una serie de razones históricas 
y políticas. 

En el año 1267, los conseñores de la Isla otorgaron a los 
ibicencos el completo aprovechamiento de la sal, y este 
aprovechamiento significó el principal, y casi único, in- 
greso que tenía nuestra institución particular de autogo- 
biemo, la Universidad de Ibiza. De la importancia que te- 
nía la sal para la economía de los ibicencos y de su Uni- 
versidad nos puede dar idea el hecho de que varios cargos 
de la Universidad se destinaban única y exclusivamente al 
cuidado, guarda, mantenimiento, explotación, reparto, et- 
cétera, de la sal y de las salinas. Y así se mantuvieron las 
salinas en manos de los ibicencos hasta que, 500 años des- 
pués, el Rey Felipe V nos las kebató por derecho de con- 
quista, porque los ibicencos y formenterenses habíamos 
cometido el delito de defender nuestra identidad y nuestras 
instituciones particulares de autogobierno, que, con sus 
muchos siglos de existencia, crearon una personalidad con 
tradición, cultura y derecho propios. 

Con esta apropiación, por derecho de conquista, repito, 
de las Salinas de Ibiza y Formentera, los ibicencos y for- 
menterenses no sólo perdimos unos derechos económicos; 
perdimos mucho más, perdimos un símbolo, el de nuestra 
identidad. Y a pesar de que con la desamortización de los 
bienes del Estado, en el siglo pasado, las Salinas pasaron a 
propiedad privada, propiedad que nunca en Ibiza ha sido 
discutida, para nosotros, para los ibicencos y para la gente 
de Formentera, las Salinas son algo nuestro, son algo más 

que un territorio con un valor paisajístico y ecológico in- 
calculable: son uno de los símbolos que identifican a nues- 
tro pueblo. Por ello, no podemos aceptar que nadie, abso- 
lutamente nadie, ni siquiera las Cortes Generales, decidan 
sobre las Salinas, cuando no tienen competencia para ello, 
y esta proposición de ley que las Cortes Generales aproba- 
rán, si tienen mayoría para ello, sin tener competencia, de- 
cide sobre algo que corresponde decidir al Parlament de 
ses Illes Balears, que es el futuro de las Salinas de Ibiza y 
de Formentera. 

Ésta es, y no otra, la razón, el motivo que ha movido al 
Grupo Parlamentario Popular a presentar este veto a la 
proposición de ley que ahora debatimos: la invasión en las 
competencias autonómicas de la Comunidad Autónoma de 
ses Illes Balears. El proyecto de declaración de reserva na- 
tural de las Salinas se basa en la Ley 4 de 1989, de 27 de 
marzo, de Conservación de los Espacios Naturales y de la 
Flora y Fauna Silvestres, concretamente en sus artículos 
14 y 21.3. Este Último artículo, en su número 1, establece 
que «La declaración y gestión de los Parques, Reservas 
Naturales, Monumentos Naturales y Paisajes protegidos 
corresponderá a las Comunidades Autónomas en cuyo ám- 
bito territorial se encuentran ubicadas ... » 

Parece indudable, pues, que este número 1 establece 
una norma general respetuosa con la distribución compe- 
tencial sobre la matrriz, y sin embargo, el número 3 del 
mismo artículo contempla un supuesto excepcional y sólo 
aplicable estrictamente al dominio público marítimo-te- 
rrestre, y dice que «La declaración y gestión de los espa- 
cios naturales protegidos a que se refiere el capítulo ante- 
rior corresponderá al Estado cuando tengan por objeto la 
protección de bienes de los señalados en el artículo 3." de 
la Ley de Costas». Y precisamente esta cuestión, la posibi- 
lidad de que el Estado declare reservas naturales en los te- 
rritorios de dominio público mm'timo terrestre, ha sido ob- 
jeto de recurso de inconstitucionalidad por parte de las Co- 
munidades Autónomas de Euskadi, Andalucía, Canarias, 
Galicia y Cataluña, y en este último caso tanto por la Ge- 
neralitat como por su Parlament. Y ello porque es doctrina 
reiterada por el Tribunal Constitucional que la titularidad 
estatal sobre el dominio público no constituye título atri- 
butivo de competencias, ya que la propiedad pública de un 
bien es separable del ejercicio de aquellas competencias 
públicas que lo tienen como soporte natural o físico; es de- 
cir, que ni las normas que distribuyen competencias entre 
las Comunidades Autónomas y el Estado sobre bienes pre- 
juzgan necesariamente que la titularidad de las mismas co- 
rresponda a éste o a aquéllas, ni la titularidad estatal del 
dominio público, constitucionalmente establecida, prede- 
termina las competencias que sobre él tienen atribuidas el 
Estado y las Comunidades Autónomas. Y esto viene reco- 
gido en la última sentencia -y la cito por todas- del Tri- 
bunal Constitucional, la número 36, de 1994, de 10 de fe- 
brero. 

Así pues, es claro que tal artículo, el 21.3 de la Ley 
4/1989, puede y debe considerarse inconstitucional, y por 
tanto no,puede sostenerse la posibilidad de atribuir al Es- 
tado la declaración y gestión de una reserva natural en 
función, únicamente, de tratarse de bienes de dominio 
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público marítimo-terrestre, con vulneración del artículo 
148.1. 9.“ de la Constitución española, y, para la Comuni- 
dad Autónoma de las Islas Iialeares, del artículo once, 
cinco del Estatuto de Autonomía. Pero es que, además, la 
propia proposición que vetamos es contradictoria en esta 
cuestión. Por un lado, pretende ampararse en el número 3 
del artículo 21 de la Ley 4/1989, es decir, abarcar sólo la 
zona marítimo-terrestre, pues, de lo contrario, el Estado 
no podría declararla reserva natural, y, por otro lado, los 
artículos 2 y 3 de esta proposición de ley, al definir el ám- 
bito territorial, establecen una zona de protección fuera 
del ámbito de la zona marítirno-terrestre que afecta a te- 
rrenos privados. Es decir, se intenta mantener la ficción 
de que sólo se afectan terrenos públicos, la zona marí- 
timo-terrestre, cuando la realidad es que se afectan terre- 
nos que están fuera del ámbito que ampara el artículo 
21.3, que, insistimos, es inconstitucional por invadir las 
competencias autonómicas. En tanto en cuanto el régi- 
men de protección se extiende a terrenos que no son del 
dominio público marítimo-terrestre, se excede, repito, 
del ámbito previsto en el artículo 21.3 de la Ley 4/1989, 
que posibilita -aunque no me canso de repetir que es in- 
constitucional- para el Esi.ado la competencia de es- 
tricta ejecución, consistente en declarar y gestionar una 
reserva natural. 

Desde otro punto de vista, también invaden las compe- 
tencias de la Comunidad Auttjnoma de ses Illes Balears al 
referirse el proyecto a la declaración de reserva natural de 
&es Salinas», al régimen jurídico de protección. A saber, 
en primer lugar, el artículo 4.2 del proyecto de ley que ve- 
tamos dispone que: «Todos los terrenos incluidos dentro 
de la reserva natural, a excepción de los núcleos urbanos 
quedan clasificados, a todos los efectos, como suelo no ur- 
banizable objeto de protección especial.» Es evidente que 
esta norma tiene un clarísimo contenido urbanístico y, por 
lo tanto, vulnera la competencia exclusiva de la Comuni- 
dad Autónoma de ses Illes Balears en materia de ordena- 
ción del territorio y urbanismo, pues el artículo diez, tres, 
del Estatuto de Autonom’a de las Islas Baleares confiere 
competencia exclusiva a la Comunidad Autónoma en ma- 
teria de ordenación del territorio, incluido el litoral, urba- 
nismo y vivienda. Ésta es la redacción literal del Estatuto. 
Y es conocida de sus señorías la doctrina del Tribunal 
Constitucional que establece que clasificar el suelo como 
de eliminación y asignación de usos constituye el conte- 
nido nuclear de la competencia de urbanismo que tiene por 
objeto la actividad consistente en la delimitación de los di- 
versos usos a que pueda destinarse el suelo o espacio físico 
territorial. 

En segundo lugar, el número 3 del mencionado artkulo 
I 4 del proyecto que tratamos, establece por excepción la po- 
sibilidad de ejercer la actividad de pesca artesanal profe- 
sional y la navegación en el interior de las aguas de la re- 
serva natural. Se da la circunstancia de que la totalidad de 
las aguas de la reserva natural que se pretende, es decir, las 
existentes entre la Isla de Ibiza y la de Formentera - d e s d e  
las salinas hasta el Puerto de La Sabina, en la Isla de For- 
mentera- son aguas interiores de la Comunidad Autó- 
noma de ses Illes Balears, por así disponerlo el Decreto 

G 

2.510, de 5 de agosto de 1977, que delimita las líneas a 
partir de las cuales se han de medir las aguas jurisdiccio- 
nales españolas. Al ser aguas interiores, también se vul- 
nera la competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma 
de ses Illes Balears en materia de pesca y actividades re- 
creativas en aguas interiores y recogida y cría de marisco, 
establecidos en el artículo diez, diecisiete del Estatuto de 
Autonom’a. 

Finalmente, señorías, quiero recordar a esta Cámara 
que el Parlament de ses Illes Balears, en ejercicio legítimo 
de las competencias que el Estatuto de Autonom’a atribuye 
a nuestra Comunidad ha aprobado diferentes leyes sobre 
ordenación y protección de espacios naturales en Baleares, 
como son la Ley 1/1984, de 14 de marzo, de Ordenación y 
Protección de las Áreas Naturales de Interés Especial; la 
Ley 5/85, de Declaración de d e s  Salinas» de Ibiza y For- 
mentera e islotes intermedios como Área Natural de Inte- 
rés Especial (no sé si sus señorías notan algún parecido en- 
tre el título de la Ley que acabo de citar y la que hoy se pro- 
pone); y, finalmente, a la Ley 1/91, de 30 de enero, de Es- 
pacios Naturales y Régimen Urbanístico de Especial Pro- 
tección de las Islas Baleares, que fue modificada posterior- 
mente por otras. Estas normas han sido aprobadas, repito, 
por el Parlament de ses Illes Balears y nadie, ni el Go- 
bierno ni ningún grupo de 50 Senadores o 50 diputados ha 
hecho cuestión de ellas ante el Tribunal Constitucional. 
Son normas indiscutidas como indiscutibles son las com- 
petencias de la Comunidad Autónoma de ses Illes Balears 
para dictarlas. 

Yo no voy a discutir aquí si las leyes autonómicas son 
buenas o malas. No voy a decir o discutir si son suficientes 
o insuficientes, porque éste no es el lugar adecuado, sino 
que mantengo que estas leyes están vigentes y vinculan a 
todos puesto que han sido dictadas por los representantes 
del pueblo de Baleares, y que la proposición que hoy de- 
batimos entra en conflicto directo con estas leyes y con el 
propio Órgano que las dictó, el Parlament de ses illes Bale- 
a r ~ .  Si alguien piensa que estas leyes no son buenas; si al- 
guien piensa que estas leyes son insuficientes o no son ade- 
cuadas, que presente la iniciativa correspondiente en el lu- 
gar adecuado, el Parlamento balear. 

Señorías, todos hablamos del Estado de las Autono- 
m’as. Nuestra Constitución reconoce la existencia de na- 
cionalidades como Baleares y de regiones que entre todas 
conforman el Estado de España. Y hoy, en una cuestión 
como ésta, en el momento de votar el veto que defiendo 
podremos comprobar quién considera estas declaraciones 
constitucionales como principios esenciales de nuestro Es- 
tado y quién las considera como simples declaraciones a 
usar en el momento conveniente para después olvidarlas. 
Yo espero, señorías, que no lo olviden ustedes. 

Muchas gracias. (Aplausos en los escaños del Grupo 
Parlamentario Populal:) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Juan Car- 

Su señoría tendría la palabra en el turno de portavoces. 
Para turno en contra, tiene la palabra el Senador Garcías 

dona. (El señor Martínez Sevilla pide la palabra.) 

Coll. 
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El señor GARCÍAS COLL: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, tomo la palabra en nombre del Grupo Parla- 
mentario Socialista para oponerme al veto presentado por 
el Grupo Parlamentario Popular. 

Después de escuchar atentamente la intervención del 
Senador Juan Cardona, en principio estamos de acuerdo en 
una cosa: estamos de acuerdo en que las Salinas de Ibiza y 
Formentera son y eran un territorio de las islas, de sus ha- 
bitantes, y eran un territorio público. Por lo tanto, nosotros, 
con la aprobación de esta proposición pretendemos que si- 
gan siendo un territorio público. Creo que en eso estare- 
mos de acuerdo. Todo lo demás, lo vamos a debatir y a dis- 
cutir. También quiero señalar a su señoría que nuestra de- 
fensa de la proposición lo es desde la defensa de los prin- 
cipios constitucionales, desde la defensa de la Constitu- 
ción y desde la defensa del Estatuto de Autonom’a. Lo que 
estamos defendiendo aquí no es si las competencias son de 
una u otra Administración, lo que estamos defendiendo es 
si un espacio podrá ser urbanizado o si ese espacio podrá 
estar protegido. Y en eso creo que nos diferenciamos total- 
mente. 

Yo creo que es legítimo que sus señorías de los escaños 
de la derecha defiendan que ese espacio que nosotros con- 
sideramos público pueda ser urbanizado. Nosotros consi- 
deramos que no puede ser urbanizado, no debe ser urbani- 
zado y debe estar protegido. Ésas son las diferencias que 
marcan la derecha y la izquierda constantemente. Por lo 
tanto, ese espacio que queremos proteger, ese espacio que 
vamos a proteger, es un espacio reconocido en todo el 
mundo, de una riqueza importante tanto por su fauna ver- 
tebrada como por su fauna invertebrada; un espacio que ha 
sido reconocido como tal para su defensa y protección por 
el convenio de Ransar, como ZEPA, Zona Especial de Pro- 
tección de Aves, en base a la Directiva 691409 de la CEE, 
y también, como bien ha dicho el Senador Juan Cardona, 
ha sido protegido por el Parlamento balear como área de 
especial interés. Sin embargo, a pesar de todas estas pro- 
tecciones, ese espacio que hoy estamos debatiendo aquí si- 
gue sufriendo diferentes embates humanos de diferentes 
actividades humanas, diferentes calificaciones urbanísti- 
cas del suelo que hacen impcsible su defensa como territo- 
rio protegido para el medio ambiente y para la conserva- 
ción de sus recursos naturales. Y esto ha puesto de mani- 
fiesto que las figuras de protección que existen hasta este 
momento no pueden garantizar su total protección. Por lo 
tanto, tenemos hoy la figura que creemos totalmente legí- 
tima, que creemos totalmente apoyada por la Constitución 
y apoyada por la Ley 411989, la figura de reserva natural 
que se trae a este Parlamento. Nosotros creemos que esta 
figura, sin menoscabo de lo que pueda decir en un mo- 
mento determinado el propio Tribunal Constitucional, en 
estos momentos es una figura legitimada por la Ley 
411989. Por tanto, este Parlamento tiene competencias 
para determinar como reserva natural este espacio y prote- 
gerlo, pero creo que hay que ir al fondo de la cuestión. 

Como decía antes, la diferencia en este caso es una di- 
ferencia clarísima entre lo que pueda defender la derecha y 
lo que pueda defender la izquierda, pero hay más. Como 

sus señorías conocen, y creo que conoce toda la ciudada- 
nía, este espacio ha sufrido diferentes avatares desde 1977 
y no solamente por la voluntad de un grupo político o por 
la voluntad de los ciudadanos, sino porque ha sufrido pre- 
sión para ser urbanizado porque también es propiedad de 
la familia del Presidente de la Comunidad Autónoma. Eso 
hay que decirlo, hay que traerlo a esta Cámara. Las veces 
en las que este espacio ha sido y ha intentado ser protegido 
ha sufrido las diferentes modificaciones desde la propia 
Comunidad Autónoma por ser unos terrenos de la familia 
del Presidente Cañellas. Creo que podríamos estar de 
acuerdo en que la susodicha familia defendiese sus intere- 
ses privados, ahora bien, no nos parece legítimo que desde 
las instituciones públicas y desde el poder público que una 
familia pueda poseer se defiendan estos intereses que en 
estos casos serían legítimos. 

Por tanto, uno de los grandes impedimentos para que 
este espacio no sea totalmente protegido es ése y no otro, 
no son los temas competenciales; si algún día el Tribunal 
Constitucional dictamina que este Parlamento no tiene 
competencias sobre el tema, en aquel momento será 
cuando podremos decir que esta ley no se ajusta a la lega- 
lidad. Hasta que el Tribunal Constitucional haya dictami- 
nado, nosotros, parlamentarios, no podemos dar razones 
jurídicas y argumentar que, como ha dicho el Senador, la 
ley que vamos a aprobar es inconstitucional; la ley que va- 
mos a aprobar es constitucional. 

Tampoco puedo aceptar, desde una posición de discu- 
sión o de debate político, que el Senador Juan Cardona 
plantee que las Cortes Generales no puedan decidir sobre 
las Salinas. Usted ha dicho: no podemos aceptar que las 
Cortes Generales decidan sobre las Salinas. Eso sí que es 
inconstitucional, eso sí que sale del marco constitucional, 
del marco autonómico que nos hemos planteado y tenemos 
que respetar tanto las competencias de la Comunidad Au- 
tónoma como las competencias en este caso del Estado. 
Por tanto, no podemos decir alegremente que los ciudada- 
nos de Ibiza y Formentera no pueden aceptar que las Cor- 
tes Generales decidan sobre las Salinas, porque si llegáse- 
mos a ese argumento plantearíamos que hay muchos ciu- 
dadanos de las Salinas de Ibiza y Formentera que están to- 
talmente de acuerdo en que eso se plantee aquí porque es 
totalmente legítimo. 

Para finalizar, creo que la argumentación que ha hecho 
el portavoz del Grupo Parlamentario Popular es una argu- 
mentación básicamente jurídica, a la que nos oponemos to- 
talmente. Esta argumentación jurídica está basada en una 
disquisición - e n  la que no creemos- de la inconstitucio- 
nalidad de una ley que aún no ha sido declarada inconsti- 
tucional y de la invasión de competencias por parte de es- 
tas Cortes Generales. En primer lugar, nosotros creemos 
que no invadimos competencias, que cumplimos una ley 
aprobada por el Parlamento y, por tanto, nos ajustamos a la 
legalidad vigente. Y, en segundo lugar, creemos que el es- 
pacio que pretendemos proteger con esa ley es un espacio 
que merece la reflexión de todos los Senadores con el fin 
de que se preserve para nuestra generación y las genera- 
ciones venideras. 

Muchas gracias, señor Presidente. 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. 
Turno de portavoces. 
En primer lugar, tiene la palabra el Senador Martínez 

Sevilla, por el Grupo Parlamentario Mixto. 

El señor MARTÍNEZ SEVILLA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Quería intervenir antes en el turno en contra de la pro- 
puesta de veto del Partido Popular, ya que fue precisa- 
mente el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Inicia- 
tiva per Catalunya el que presentó en el Congreso de los 
Diputados esta proposición de ley y, por tanto, entendía 
que podría ser adecuado que precisamente el mismo Grupo 
Parlamentario en el Senado defendiera su posición contra- 
ria a esta propuesta de veto, pzro no estamos discutiendo 
más que de una cuestión de simple cortesía parlamentaria. 

Por tanto, vamos a centrarnos en la propuesta de veto 
que ha presentado el Partido P'opular, que no deja de sor- 
prender porque en la anterior propuesta de veto que escu- 
ché con respecto a un espacio natural, la propuesta de veto 
del Partido Popular referida al Parque Nacional de los Pi- 
cos de Europa, creía que estaba asistiendo únicamente a un 
caso singular. Cuando ahora rne encuentro de nuevo con 
esta propuesta de veto del Pmido Popular respecto a otro 
espacio natural, compruebo que más que un hecho singular 
estamos asistiendo a todo un síntoma de lo que va a ser la 
actitud, de lo que va a ser la actividad parlamentaria, de lo 
que va a ser el posicionamienlo político del Grupo Parla- 
mentario Popular en temas medioambientales. Estamos 
asistiendo a todo un síntoma porque son ya numerosas las 
ocasiones en que el Partido Popular, escudándose en el 
presunto asunto de las competencias, niega la protección 
de determinadas áreas, niega la protección de determina- 
dos espacios y ello precisamente no dando alternativas de 
protección desde los parlamentos autonómicos donde, por 
cierto, gobierna, no dando alternativas de protección dis- 
tintas desde otros Órganos de la Administración del Estado. 
Por tanto, no se entiende su postura. 

El Senador Juan Cardona h,a hecho una defensa de «Ses 
Salinas» de Ibiza, de Formentera y de las Islas des Freus, 
recordando que inicialmente fue propiedad pública, y así 
es cierto, recordando que posteriormente ha sido propie- 
dad de una salinera y que, finalmente - e s t o  es lo que le ha 
faltado recordar-, es propiedad privada y es propiedad 
privada en parte de la familia política del señor Cañellas, 
en concreto, de su esposa. Probablemente, ésa sea una de 
las razones por las que también aquí el Grupo Parlamenta- 
rio Popular se ha mostrado también activo en contra de la 
protección. 

La lucha por la defensa de«Ses Salinas» en Ibiza es 
larga. Desde 1977 se ha tratado sistemáticamente de bajar 
el techo de protección de d e s  Salinas»; en concreto, antes 
de 1982, cuando el Partido Socialista todavía estaba en la 
oposición, presentó una proposición de ley para la declara- 
ción como espacio natural protegido. Posteriormente, hay 
un texto en 1992 de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya, que es el que estamos discutiendo en la actualidad, 
para la protección de <&es Salinas». En todo este proceso, 
desde 1977 hasta 1995, en estos 18 años largos de lucha 

, 

por la conservación del paraje natural de &es Salinas» de 
Ibiza y de Formentera, han participado numerosos colecti- 
vos ecologistas, han participado numerosos movimientos 
sociales y han participado también diversas fuerzas políti- 
cas a lo largo de toda una lucha mantenida y sostenida por 
buena parte de la sociedad balear, por buena parte de la so- 
ciedad ibicenca, contra intereses de desarrollo turístico 
desmesurado y contra intereses de especulación, intereses 
que han hecho en muchas ocasiones aflorar tensiones e, in- 
cluso, desproteger espacios naturales en las Islas Baleares. 

Por eso entiendo que el Senador Juan Cardona se ha tra- 
gado un sapo esta mañana, y entiendo que el sapo que se ha 
tragado el Senador Juan Cardona es el de, a pesar de estar 
presuntamente a favor de la defensa de espacios naturales 
protegidos, tener que hacer aquí el triste papel de poner un 
veto a una ley que defiende, que protege y que preserva la 
naturaleza en las Islas Baleares. Espero que el sapo que se 
haya tragado el Senador Cardona no sea el «ferreret», no 
sea el sapillo balear endémico que le haría más daño aún 
todavía. Por tanto, creo que no pueden con seriedad, seño- 
res del Grupo Parlamentario Popular, presentarse estas 
proposiciones de veto. Además, no puede decirse que es 
inconstitucional que las Cortes Generales decidan sobre 
ellas y que es inaceptable que las Cortes Generales deci- 
dan sobre ella. Las Cortes Generales pueden decidir sobre 
cualquier cosa sobre la que tengan competencia, y tienen 
competencia según la Ley 4/1989, artículos 14 y 21, para 
la declaración de espacios naturales. 

Y le voy a decir a usted alguna cosa más, Senador Juan 
Cardona. Usted ha mencionado que había sido declarado 
el paraje área natural por el Gobierno Balear y, asimismo, 
aprobado por el Parlamento balear, y que esto se parece 
mucho a la proposición de ley que hay sobre reserva natu- 
ral. Pues le voy a decir que no se parece en nada; no se pa- 
rece absolutamente en nada. La proposición de ley que dis- 
cutimos da un «status» efectivo de protección a las Salinas 
de Ibiza y Formentera, mientras que su declaración de área 
natural lo Único que da es una triste brizna de maquillaje 
ambiental. Y las diferencias son claras. En primer lugar, la 
proposición de ley sobre declaración de reserva natural 
prevé un patronato con la participación de agentes sociales 
en el mismo, en particular de grupos ecologistas y de mo- 
vimientos ciudadanos que han participado activamente en 
su defensa. En segundo lugar, prevé la programación y pla- 
nificación del espacio natural. En tercer lugar, un régimen 
económico bastante aceptable y, en cuarto lugar, un régi- 
men sancionador y disciplinario bastante duro, con las san- 
ciones a que hubiera lugar en caso de infracción de la nor- 
mativa ambiental. Por lo tanto, la actual declaración de re- 
serva natural -una actual declaración protectora- es una 
actual declaración en absoluto permisiva con las agresio- 
nes ambientales y es la declaración que da el «status» que 
necesita un ecosistema tan rico, tan diverso y tan variado 
como es uno de los mayores humedales que ahora mismo 
existen en el Mediterráneo, además incrementado por el 
hecho de la insularidad respecto a la magnífica biodiversi- 
dad que en él se conserva, que es d e s  Salinas» de Ibiza. 

También ha dicho usted, Senador Juan Cardona, que fi- 
nalmente no podría aplicarse el número 3 del artículo 21 de 
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la Ley 4/1989, ya que califica de aguas interiores aquellas 
que discurren entre Formentera e Ibiza. No son aguas inte- 
riores, Senador Juan Cardona, no son aguas de este tipo. 
Estas aguas están bajo la jurisdicción de las Cortes Gene- 
rales y, por lo tanto, estas Cortes Generales tienen absoluta 
competencia y absoluta vigencia para legislar sobre este 
espacio natural. 

Finalmente, y por acabar este turno de fijación de posi- 
ción de mi Grupo Parlamentario, he de decir que si este 
síntoma, que empezó con Picos de Europa y que ahora 
constato que continúa con d e s  Salinas», este síntoma, re- 
pito, que pretendiendo ampararse presuntamente en las 
competencias autonómicas, cuando ustedes han tenido ese 
gobierno autonómico y mayoría absoluta en ese Parla- 
mento autonómico no han dictado medidas efectivas de 
protección, medidas auténticas de protección de &es Sali- 
nas» de Ibiza, entiendo, digo, que si esta tónica es la que 
van ustedes a seguir manteniendo, señores del Grupo Po- 
pular, respecto a la defensa de los espacios naturales, real- 
mente su operación de maquillaje ambiental se va a quedar 
en muy poco, porque ustedes tienen desmaquilladores, 
como el señor Cañellas, que se la va a echar abajo cada día. 
Y si el otro día un conocido dirigente suyo, antiguo porta- 
voz de su Grupo Parlamentario en esta Cámara, señor 
Ruiz-Gallardón, decía que Izquierda Unida estaba en la 
extrema izquierda, yo hoy querría recordarles que Iz- 
quierda Unida no está en la extrema izquierda, está en la 
izquierda simplemente. Probablemente será que ustedes se 
están desplazando más de la cuenta hacia la derecha con 
propuestas de veto como ésta, por lo que ven tanta distan- 
cia entre nuestras propuestas y las suyas. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario de 
Convergencia i Unió, tiene la palabra el Senador Ferrer i 
Profitós. 

El señor FERRER 1 PROFITÓS: Señor Presidente, se- 
ñorías, subo a la tribuna para expresar la posición del 
Grupo Parlamentario de Convergencia i Unió sobre la pro- 
posición de ley por la que se pretende declarar reserva na- 
tural las Salinas de Ibiza: &es Salinas», las «Islas de 
Freus» y las Salinas de Formentera. 

Es verdad que el Archipiélago balear alberga un con- 
junto de zonas húmedas de gran importancia --entre las 
que destaca el área de las salinas anteriormente menciona- 
das-, y que estamos tramitando en este momento para, 
como decía, declararlas reserva natural. Esta zona -ya se 
ha dicho aquí- es una de las de mayor importancia como 
área de descenso para la fauna ornítica en sus viajes mi- 
gratorios. Están formadas por depósitos de materiales cua- 
ternarios. Ambas salinas están separadas por el mar, en el 
que se asienta un rosario de islas e islotes calcareníticos de 
escasa altura y algunas zonas arenosas. También la vegeta- 
ción de las Salinas presenta unas fuertes influencias del 
mar. Estos condicionantes y la heterogeneidad del biotopo 
hacen de su flora la de mayor interés botánico de las islas 
Pitiusas. Estas condiciones privilegiadas, por este hecho 
un poco antecente del valor de este parque, su situación, 

composición, clima y demás, se puede afirmar que el área 
es una de las zonas más ricas e interesantes del Archipié- 
lago balear en cuanto a fauna vertebrada e invertebrada te- 
rrestre. Es natural que tanta belleza las haga apetecibles a 
todos, y sobre todo las hace apetecibles, quizá excesiva- 
mente, al hombre, y se teme por algunos -y quizá con ra- 
zón- que no se garantiza la conservación de su riqueza y 
su diversidad biológica, por lo que se considera que se 
tiene que actuar con urgencia para preservar el espacio na- 
tural. 

Hasta aquí, a nuestro Grupo todo esto le parece co- 
rrecto. Nuestro desacuerdo se empieza a generar en esta 
proposición en cómo se pretende resolver esta situación de 
posible agresión del medio. En la proposición se pretende 
resolver con las facultades que da la Ley 4/1989, de 27 de 
marzo, de Conservación de los Espacios Naturales y de la 
Flora y Fauna Silvestres, para declararlo reserva natural, 
cumpliendo todos los requisitos que se tienen que cumplir 
a partir de un año como fecha de declaración de la reserva. 
Nosotros entendemos que ésta es una iniciativa que, una 
vez más, invade competencias que tanto la Constitución 
como los Estatutos reservan a las Comunidades Autóno- 
mas. A nuestro Grupo de Convergencia i Unió le parecen 
bien los objetivos que se pretenden proteger pero, repito, 
no estamos de acuerdo en cómo se pretende conseguir, ya 
que consideramos que esta declaración tanto la Constitu- 
ción como los Estatutos de Autonomías la reservan a los 
parlamentos autonómicos. 

Además, aquí se han dicho para m’cosas que desde este 
aspecto tienen cierta peligrosidad. Nadie puede decir que 
no está de acuerdo con lo que se pretende proteger, pero lo 
que es peligroso decir desde esta tribuna es que se tiene 
que prescindir de quien tiene las competencias o qué ad- 
ministración o qué parlamento tiene las competencias. A 
nosotros esto nos parece que es muy peligroso, porque en 
democracia se dice muchas veces -no para esto sino para 
otras cosas-, que no siempre el fin justifica los medios 
porque, si no, en algunos casos se darían agresiones tre- 
mendas. Creo que también es peligroso decir que para de- 
fender cualquier situación o para defender las competen- 
cias de un parlamento autónomo hay que escudarse en las 
competencias de los Estatutos. Creo que esto también es 
peligroso. Lo que nuestro Grupo entiende que se tiene que 
aclarar es si el Parlamento balear tiene o no competencias 
para ordenar este espacio natural que en ese momento es- 
tamos tramitando en el Senado. Si no tiene competencia, 
que lo diga quien lo tenga que decir, pero si tiene compe- 
tencias, se tienen que respetar. Porque, si no, el sistema au- 
tonómico de este país va a desaparecer y los conflictos 
cada día serán mayores si los que tenemos la obligación de 
tener el rigor de respetar las competencias de cada uno no 
lo hacemos. 

Otra cosa que no quiero que sea malinterpretada es que 
las leyes incluso protegen a los que son presidentes de Co- 
munidades Autónomas o que tengan cualquier otro cargo. 
Estos días con todas las turbulencias que vive la clase po- 
lítica de este país estamos pidiendo constantemente la pre- 
sunción de inocencia para todo el mundo. Creo que tene- 
mos que hacer un esfuerzo para entender que las leyes pro- 
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tegen y exigen, pero a todos. No es un ejercicio correcto en 
una discusión de una Cámara de las Cortes Generales citar 
en la tribuna ciertos nombres que: hoy son unos y mañana 
perjudicarán a otros; no deja de tener cierto mal gusto y su- 
pone un peligro para las garantía; que las leyes pretendan 
dar a todos los ciudadanos de este país. 

Por estas razones, que con todo respeto he tratado de 
exponer, pero fundamentalmente por razones de compe- 
tencia de quién tiene que proteger las Salinas y cómo se 
tienen que proteger, que nuestro Grupo entiende que es fa- 
cultad y competencia del Parlamento autonómico balear, 
nosotros vamos a apoyar el veto a esta proposición de ley. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Tiene la palabra el Senador Juan Cardona. 

/ 

El señor JUAN CARDONA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

En primer lugar quiero agradecer al portavoz del Grupo 
Parlamentario Catalán en el Senado de Convergencia i 
Unió, señor Ferrer, las manifestaciones que ha hecho, 
puesto que coincide con nosotros en la razón única del 
veto, que es la invasión en las competencias de la Comuni- 
dad Autónoma de las Islas Baleares. 

Creo que puedo contestar al Grupo Parlamentario So- 
cialista y al Senador Sevilla conjiintamente, puesto que sus 
argumentos han sido prácticamente los mismos. En primer 
lugar, no han rebatido ni una sola de las justificaciones o 
de los argumentos que yo he presentado sobre la invasión 
de competencias o inconstitucioiialidad. Yo me he moles- 
tado en buscar sentencias del Tribunal Constitucional, he 
buscado en nuestro ordenamiento jurídico, y creo que lo he 
justificado lo suficientemente bien como para que tanto el 
Senador Sevilla como el Senador Garcías no hayan podido 
rebatirlos. 

Tanto uno como otro Senador han incidido en la perso- 
nalidad del Presidente Cañellas. Considero, como ha dicho 

'el señor Ferrer, que es una descortesía parlamentaria atacar 
a una persona cuando no está en esta Cámara y no puede 
defenderse, y lo han hecho equiparando esta familia y a la 
derecha en conjunto como enfrentada con la protección del 
medio ambiente, que es patrimonio, parece ser, de la iz- 
quierda. En primer lugar, el medio ambiente no es patri- 
monio ni de la izquierda ni de la derecha, es patrimonio de 
todos. 

Respecto a la mala polític#i que podamos tener en 
Baleares sobre la protección del medio ambiente, y, en 
concreto de las Salinas, les voy a contestar con sus propios 
argumentos. Voy a leerles dos notas sobre la exposición de 
motivos del proyecto de ley que presentó Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya, que cuando habla de d e s  Sali- 
nas» de Ibiza dice que es preciso también resaltar amplios 
pinares y sabinares, presentes especialmente en la parte 
ibicenca -es decir, propiedad de la familia del Presidente 
Cañellas-, del sistema natural de Ses Salinas. Se trata de 
pinar y sabina1 litoral bien conservado y prácticamente au- 
sente de desarrollo urbanístico. Lo que usted dice no se 
ajusta exactamente con lo que escribe. 

Además, el Diputado de su Grupo en el Congreso, se- 
ñor Alcaraz, decía: También existen razones culturales a la 
hora de defender las Salinas de Ibiza y Fonnentera. Esta- 
mos, señorías, ante un especial monumento cultural y na- 
tural, cierto. Me refiero a la alianza que existe entre las 
personas y el medio ambiente, desde el trabajo que se rea- 
liza en la industria de la sal, desde el proyecto económico 
que supone la extracción de la sal desde hace muchísimo 
tiempo. Este proyecto económico y de desarrollo no ha en- 
trado en contradicción con el equilibrio medioambiental, 
con el equilibrio ecológico de la zona; por tanto, no han en- 
trado en contradicción intereses económicos ecologistas, y 
esto ha sido por una sensibilidad cultural que ha primado 
por encima del crecimiento, por encima de la destrucción 
del espacio medioambiental. Es algo muy infrecuente este 
fenómeno de integración entre actividades humanas tradi- 
cionales y el medio ambiente, pero las Salinas es un mo- 
numento desde el punto de vista del desarrollo sostenible y 
concreto. 

Yo suscribo lo que dice el señor Alcaraz, y además 
quiero también añadir que en la proposición de ley que 
presentaron en el año 1992 Ó 1993 -no recuerdo exacta- 
mente la fecha- decían en la exposición de motivos que 
se referían a zonas que deben ser muy protegidas. Decían 
textualmente: «Constituyen un conjunto geomorfológico, 
paisajístico y ecológico perfectamente definido, y uno de 
los más espléndidos (subrayo, uno de los más espléndidos) 
y mejor conservados» (repito por si no me han entendido 
bien: y mejor conservados). 

Y tienen toda la razón, pero eso no es fruto de la casua- 
lidad, Senador Sevilla, Senador Garcías, eso es fruto de la 
política del Partido Popular en medio ambiente. Y quisiera 
decirle que nuestra Comunidad Autónoma de las Islas Ba- 
leares es la segunda Comunidad Autónoma en proporción 
o en territorio en porcentajes de terreno protegido de Es- 
paña. En primer lugar está Canarias con más de un cua- 
renta por ciento, y le sigue la Comunidad Autónoma de las 
Islas Baleares, con un 41, más o menos. No es casualidad, 
créanme, que sean los territorios insulares precisamente 
los que tienen mayor protección. Andalucía, Comunidad 
de donde usted procede, Senador Sevilla, y donde gobierna 
el Partido Socialista, tiene un 17 por ciento. Cuando esa 
comunidad o las otras comunidades gobernadas por la iz- 
quierda tengan el mismo porcentaje, no más, el mismo 
porcentaje de espacios protegidos que Baleares, podrán 
venir a criticar la política de los gobiernos del Partido Po- 

Finalmente, quiero aclarar una cuestión. Usted lo ha 
planteado como si yo me enfrentara a las Cortes Generales 
y prohibiera que intervinieran en Baleares y en concreto en 
las Salinas. Yo he dicho, y lo mantengo, que nadie, absolu- 
tamente nadie, ni siquiera las Cortes Generales cuando no 
tienen competencias para ello, y eso a usted se le ha olvi- 
dado, pueden intervenir en «Ses Salinas», y lo mantengo, 
porque considero que las competencias son de la Comuni- 
dad Autónoma de las Islas Baleares, y de nadie más. 

Finalmente, un ruego. Léase usted cuando hable de 
aguas interiores el Decreto 2.510 del año 1977, de 5 de 
agosto, en el que se delimitan las líneas de base que cierran 

pular. 
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el polígono insular de las islas de Ibiza y Formentera, y 
verá que hay una línea que va desde las islas Bledas hasta 
Formentera, cierra por La Hola a Formentera y va a buscar 
Santa Eulalia. Todo ese territorio de mar son aguas interio- 
res de las Islas Baleares. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. (El señor Garcías 

Tiene la palabra el señor Garcías Coll. 

El señor GARCÍAS COLL: Gracias, señor Presidente. 
Ante todo quiero tomar las palabras del Senador del 

Grupo Parlamentario Catalán en el Senado de Convergen- 
cia i Unió, y decir que las leyes protegen a todos, incluso a 
los presidentes de las Comunidades Autónomas. Digo eso 
porque ha introducido en el debate el tema de la propiedad. 
Quiero recordar a todos los Senadores de esta Cámara que 
ese tema se introdujo en el Congreso por la parlamentaria 
del Grupo Parlamentario Popular. La parlamentaria del 
Grupo Parlamentario Popular -en el «Diario de Sesio- 
nes» del Congreso se verá- fue la que introdujo como 
tema de debate en aquel momento la propiedad de la fami- 
lia Cañellas. Por tanto, si alguien ha creído que en mi in- 
tervención faltaba a un Presidente de la Comunidad, que 
no le quepa la menor duda de que yo considero que las le- 
yes protegen por igual a todos y solamente era un argu- 
mentfi, además ya utilizado en el Congreso, que yo traía a 
esta Cámara. 

El segundo tema es que yo creo que ninguno de los que 
estamos aquí, de los que hemos luchado por las competen- 
cias autonómicas y los que respetamos los Estatutos de au- 
tonomía, pretendemos con una ley de protección de un 
ecosistema vulnerar ninguna de las competencias de la Co- 
munidad Autónoma. Puedo asegurar desde esta tribuna 
que si no existiera la Ley 4/1989, que recuerdo que no ha 
sido declarada inconstitucional, nosotros no nos atrevería- 
mos a plantear ésta. Está clarísimamente determinado que 
en la ley hay dos excepciones, dos excepciones que han 
sido recurridas por diferentes Comunidades Autónomas, y 
también quiero recordar que estas dos excepciones, ese ar- 
ticulado tampoco ha sido recurrido por la Comunidad Au- 
tónoma de las Islas Baleares; ha sido recurrido por Cata- 
luña, por Andalucía y por otras Comunidades Autónomas, 
pero no fue recurrida por la Comunidad Autónoma de las 
Islas Baleares. Por tanto, también puedo considerar que la 
Comunidad Autónoma de las Islas Baleares cuando fue 
aprobada la ley consideraba que la ley estaba de acuerdo y 
que no vulneraba ninguna competencia de la Comunidad 
Autónoma. Ésa es la realidad que existe en este momento 
y no la ficción de los supuestos inconstitucionales que po- 
damos hacer en cada momento desde esta tribuna. La in- 
constitucionalidad que plantea el Senador Juan Cardona es 
una inconstitucionalidad supuesta, no es una inconstitucio- 
nalidad real. 

Yo tampoco quiero entrar en el debate de si nuestra Co- 
munidad de las Islas Baleares es la Comunidad más prote- 
gida o menos protegida por quien la gobierna o quien no la 
gobierna. Recuerdo lo que ha costado al Parlamento de las 

Coll pide la palabra.) 

Islas Baleares preservar cada espacio en las Islas. Incluso 
recuerdo que proteger algún espacio ha costado 3.500 mi- 
llones de pesetas, porque la fórmula que propuso la dere- 
cha en aquella Comunidad, la única que podría darse, era 
comprar los terrenos, no declarar zona protegida. Por 
tanto, yo creo que sí existen diferencias entre la manera de 
proteger de la derecha y la manera de proteger de la iz- 
quierda. Como decía aquel político inglés que en un mo- 
mento determinado lo planteó en un congreso: Señores de 
la derecha, es hora de que nos preocupemos del medio am- 
biente, porque el medio ambiente en estos momentos está 
contaminado - d e c í a  este parlamentario inglés-, y puede 
que con la contaminación del aire podamos estar todos 
contaminados. Y desde esta óptica la derecha inglesa en 
aquellos momentos empezó a preocuparse del medio am- 
biente. 

Pero aún así siguen existiendo muchas diferencias en 
temas de la propiedad: propiedad pública, propiedad pri- 
vada. Por tanto, no es patrimonio de la izquierda, no lo 
será, pero sí existen diferencias con la defensa que hace la 
derecha del medio ambiente y, sobre todo, sobre la protec- 
ción de las zonas y áreas que deben protegerse. 

Por Último diré que creo que hoy en esta Cámara nos 
tendríamos que alegrar porque hemos conseguido que un 
espacio que fue patrimonio público, que fue patrimonio de 
la Comunidad de las Islas de Ibiza y Formentera pueda 
volver a ser patrimonio de esa Comunidad. Por tanto, ten- 
dríamos que felicitarnos de que pueda protegerse este es- 
pacio y que pueda ser otra vez patrimonio público de toda 
la Comunidad de las Islas Baleares y concretamente de las 
islas de Ibiza y Formentera. 

Muchas gracias, señor Presidente. (Aplausos en los es- 
caños del Grupo Socialista.) 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señoría. (El 

¿Senador Martínez Sevilla, en función de qué artículo 
Senador Martínez Sevilla pide la palabra.) 

me pide la palabra? 

El Senador MARThEZ SEVILLA: Por el artículo 87 y 
por alusiones. 

El señor PRESIDENTE: Yo creo que su señoría no ha 
sido aludido. 

El señor MARTÍNEZ SEVILLA: Señor Presidente, he 
sido aludido en reiteradas ocasiones por el Senador Juan 
Cardona del Grupo Popular. 

El señor PRESIDENTE: Senador Martínez, conclui- 
mos el debate. 

Señorías me comunican los responsables de los servi- 
cios de megafonía y comunicación que por razones inex- 
plicables, como en alguna ocasión ya tuve oportunidad de 
manifestarlo, quienes usan los llamados teléfonos celula- 
res se dejan oír a través de los micrófonos sin que pueda 
evitarse este tipo de emociones. Creo que sería conve- 
niente que al menos en este recinto no se usaran tales apa- 
ratos porque creo que la única emoción a la que debemos 
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aspirar en esta sala es a conocer el resultado de las vota- 
ciones. Simplemente quiero advt:rtir que este fenómeno fí- 
sico o electrónico se está produciendo sin que seamos ca- 
paces de impedirlo; esto es el fluido universal que decía el 
cartesio. Muchas gracias. 

Vamos a someter a votación la enmienda de veto, sus- 
crita por el Grupo Parlamentario Popular, y que ha sido ru- 
bricada con el número 1. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 230; a favor, 118; en contra, 112. 

El señor PRESIDENTE: No habiendo alcanzado la ma- 
yoría absoluta requerida, queda rechazada. 

Pasamos a someter a votación el texto del dictamen, ar- 
tículos 1 a 11, disposiciones adicionales primera a tercera, 
disposiciones finales primera y segunda, anexo y exposi- 
ción de motivos. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 230; a favol; 111, en contra, 118; abstenciones, 
una. 

El señor PRESIDENTE: Por lo tanto, el texto ha sido 
rechazado. Este resultado se comunicará al Congreso de 
los Diputados para que éste se pronuncie sobre la decisión 
del Senado en forma previa a la sanción del texto defini- 
tivo, en su caso, por su Majestad el Rey. (Aplausos en los 
escaños del Grupo Parlamentario Populal:) 

CONOCIMIENTO POR EL PLENO DE TRATADOS Y 
CONVENIOS INTERNACIONALES REMITIDOS POR 
EL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS. 

- CONVENIO MARCO PARA LA PROTECCIÓN DE 
LAS MINORÍAS NACIONALES DEL CONSEJO 
DE EUROPA, FIRMADO E,N ESTRASBURGO EL 1 
DE FEBRERO DE 1995. ( S .  610/000149.) (C. D. 
110/000150.) 

El señor PRESIDENTE: Punto quinto del orden del día: 
Conocimiento por el Pleno de Tratados y Convenios inter- 
nacionales remitidos por el Congreso de los Diputados. En 
primer lugar, Convenio Marco para la protección de las 
minorías nacionales del Consejo de Europa, firmado en 
Estrasburgo el 1 de febrero de 1995. (Rumores.) 

Ruego silencio. No se presentaron propuestas a este 
Convenio. (Rumores.) Senador ’Van-Halen, si ocupa su es- 
caño, se encontrará menos feliz, pero podremos escuchar 
al orador. Para turno a favor, tiene la palabra el Senador 
Cucó. 

El señor CUCÓ GINER: Muchas gracias, señor Presi- 
dente. 

Señorías, el Convenio Marco para la protección de las 
minorías nacionales del Consejo de Europa, firmado en 

Estrasburgo el 1 de febrero del presente año, y sobre ei que 
esta Cámara deberá pronunciarse en breves momentos, es 
un documento singular y de una excepcional significación 
política. Parte de dos constataciones esenciales. La pri- 
mera, que los trastornos de la Historia europea han demos- 
trado que la protección de las minorías nacionales es esen- 
cial para la estabilidad, la seguridad democrática y la paz 
del Continente. La segunda, que la protección de las mino- 
rías nacionales y de los derechos y libertades de las perso- 
nas pertenecientes a esas minorías es parte integrante de la 
protección internacional de los derechos humanos y, en 
cuanto a tal, se encuentra dentro del campo de la coopera- 
ción internacional. 

No hay tiempo aquí, señor Presidente, para esbozar ni 
siquiera los aspectos esenciales de una trayectoria histó- 
rica, la de las minorías nacionales, que se inicia, probable- 
mente, en el siglo XVI con el nacimiento del Estado mo- 
derno y que refleja con gran expresividad el aforismo la- 
tino del momento «cuius Regio, eius religio», que podría 
ser traducido por: «a tal Rey, tal religión» y que tiene, a mi 
juicio, un corolario paralelo «cuius Regio, eius lingua»: a 
tal Rey, tal lengua. Estos principios reflejan la dialéctica 
establecida entre el poder y las minorías, dialéctica que ha 
permanecido prácticamente inalterable hasta nuestro siglo. 
En todo caso, señor Presidente, la caída del Muro de Ber- 
lín en 1989 reveló muy pronto hasta qué punto habían per- 
manecido, al mismo tiempo, vivos y oscurecidos los pro- 
blemas nacionalitarios en áreas muy extensas de la Europa 
Central y Oriental. Tales problemas, sin duda, no eran aje- 
nos al hundimiento definitivo del mundo comunista, como 
certeramente ha expresado una eminente sovietóloga, la 
académica francesa Hélkne Carrere d’Encausse, que decía: 
el sentimiento nacional ha hecho caer al comunismo en la 
historia de las utopías muertas. 

Mientras en Europa Occidental se han ido abriendo 
paso, no sin graves tensiones, nuevas fórmulas políticas re- 
equilibradoras, el viejo ejemplo de Suiza, el equilibrio bi- 
comunitario de Bélgica, la reestructuración autonómica es- 
pañola, la Europa Central y Oriental se ha visto sacudida 
por convulsiones de las que estamos muy lejos de haber sa- 
lido. No existen, ciertamente, recetas ni mágicas ni univer- 
sales, a mi juicio, para salir de una crisis como la actual si 
no es con el establecimiento de democracias consolidadas, 
con la afirmación de lazos federativos y con la protección 
y el respeto de las minorías nacionales, que no pueden ser 
consideradas una quinta columna de un Estado vecino y 
amenazante, sino como grupos humanos con derecho a vi- 
vir en libertad y con arreglo a Derecho. Así lo expresaban 
rotundamente en la cumbre de la Conferencia sobre Segu- 
ridad y Cooperación en Europa, en Pm’s, en noviembre de 
1990, los 34 Estados firmantes, España entre ellos, al de- 
clarar, y cito textualmente: «Afirmamos que la identidad 
étnica, cultural, lingüística y religiosa de las minorías na- 
cionales será protegida y que las personas pertenecientes a 
las minorías nacionales tienen el derecho de expresar, pre- 
servar y desarrollar libremente esa identidad, sin discrimi- 
nación alguna y en plena igualdad ante la Ley.» 

Buena parte de la precedente declaración de intencio- 
nes de la Cumbre de Pm’s se ha canalizado a través de la 
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CSCE, hoy OSCE, que ha instituido un comisionado per- 
manente para las minorías nacionales y a través del Con- 
sejo de Europa. Ciertamente, esta Última institución, la 
más antigua institución internacional europea, se había 
ocupado, aunque de manera intermitente, de la cuestión de 
las minorías nacionales y de las lenguas minoritarias. Creo 
que es de justicia recordar aquí y ahora el trabajo que en 
esa dirección realizó el Senador Alexandre Cirisi Pellicer, 
entrañable amigo y compañero prematuramente desapare- 
cido. Sin embargo, también es cierto que el impulso deci- 
sivo ha provenido de la Cumbre de Viena, de octubre de 
1993, en la que 32 Jefes de Estado o de Gobierno de países 
integrados en el Consejo de Europa declaraban solemne- 
mente ser conscientes de que la protección de las minorías 
nacionales es esencial para la estabilidad y la seguridad de- 
mocrática de nuestro Continente. Sin duda, la implosión de 
la URSS, el ciego enfrentamiento bélico en la antigua Yu- 
goslavia, la proliferación inusitada de conflictos interétni- 
cos en territorios muy vastos y la amenaza generalizada de 
su contagio y extensión eran razones más que suficientes 
para urgir mecanismos preventivos, como ha intentado ser 
la propia CSCE, o para tratar de elaborar instrumentos ju- 
rídicos y políticos protectores, como el Convenio Marco 
que hoy nos ocupa. En él se reglan las condiciones m’ni- 
mas, porque éste es un Convenio de m’nimos, para la crea- 
ción, como se dice expresamente, de un clima de toleran- 
cia y diálogo para permitir que la diversidad cultural sea 
una fuente y un factor no de división, sino de enriqueci- 
miento de cada sociedad. 

Al Senador que les habla no se le ocultan las dificulta- 
des de todo tipo con las que habrá que enfrentarse para ha- 
cer operativos unos principios, por otra parte tan esencia- 
les. Debo insistir, señor Presidente, que nos hallamos ante 
un texto de m’nimos que, por muchas razones, no va a po- 
der reglar por sí mismo de manera completa una cuestión 
tan compleja y con tantas implicaciones políticas como la 
cuestión de las minorías nacionales. En primer lugar, por- 
que -hay que advertirlo muy claramente- no existe to- 
davía una definición unívoca y universalmente aceptada 
del propio concepto de minoría nacional. Sin abandonar, 
incluso, el ámbito europeo, en algunos países de Europa 
Occidental, ciertos Estados continúan considerando válida 
solamente la noción de minoría religiosa, tal y como apa- 
rece en el texto del Tratado de Lausana, de 1923. De esta 
concepción deriva, por ejemplo, el no reconocimiento de 
la cuestión kurda por parte de Turquía. 

En segundo lugar, aunque el Convenio constituye una 
obligación para los Estados signatarios, lo que, obvia- 
mente, es ya en sí mismo un muy importante avance, no 
puede ser invocado por los ciudadanos ante los Tribunales 
ni, en último extremo, ante el Tribunal Europeo de los De- 
rechos Humanos. En otras palabras, nos hallamos ante un 
texto de garantías débiles. 

En conclusión, señor Presidente, no nos encontramos 
ante un final de etapa, sino ante el inicio de un camino, un 
itinerario ciertamente arduo y difícil, del cual este Conve- 
nio Marco representa, sin duda alguna, un hito histórico. 

Termino, señorías. El Grupo Parlamentario Socialista, 
al que tengo el honor de representar aquí y ahora, entiende 

-para utilizar las propias palabras del Convenio- que 
una sociedad pluralista, genuinamente democrática, no 
sólo debe respetar la identidad étnica, cultural, lingüística, 
y religiosa de cada persona perteneciente a una minoría na- 
cional, sino también crear las condiciones apropiadas que 
permitan expresar y preservar y desarrollar esa identidad. 
El texto sobre el que deberemos pronunciamos puede con- 
tibuir, sin duda, a todos estos fines. 

Por todo ello, solicito, en nombre de mi Grupo Parla- 
mentario, el voto favorable de sus señorías. 

Muchas gracias, señor Presidente. (Aplausos en los es- 
caños del Grupo Parlamentario Socialista.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Cucó. 
¿Turno en contra? (Pausa.) 
En turno de portavoces, tiene la palabra el Senador Bo- 

linaga. 

El señor BOLINAGA BENGOA: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, voy a comenzar anunciando el voto favorable 
del Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas Vas- 
cos a este documento, que se ha dado en llamar Convenio 
Marco para la protección de las minorías nacionales del 
Consejo de Europa. 

Debo decir, no obstante, que, en contra de lo que hubié- 
ramos deseado, no podemos explayarnos en cantos de ala- 
banza al mismo, dado que su contenido es flojo e inaca- 
bado. Como bien ha señalado el Senador Cucó, es débil; es 
un texto de m’nimos. A nuestro entender, ni siquiera cubre 
los m’nimos m’nimamente deseables. Más aún, señorías, 
su texto documental constituye para nosotros la gran oca- 
sión perdida para otorgar a las minorías, que muchas veces 
conforman un pueblo, el tratamiento que, por derecho y en 
justicia, les corresponde dentro de un contexto democrá- 
tico. Cabe decir -utilizando un término taurino- que 
éste es el Convenio de la larga cambiada que no ha querido 
comprometerse y, por tanto, no es capaz de comprometer 
en nada que sea fundamentalmente serio con respecto a las 
minorías. 

Hoy aquí se hace obligado rememorar el documento 
7.228, del señor Binding, del Grupo Parlamentario Socia- 
lista, y su consiguiente Recomendación l .255, que fueron 
debatidos y aprobados por la Asamblea Parlamentaria del 
Consejo de Europa en Estrasburgo, con fecha 31 de enero 
pasado. Dicha Recomendación, dirigida al Comité de Mi: 
nistros, si bien es cierto que abogaba, como remedio «in 
extremis», por la firma y ratificación del Convenio, no es 
menos cierto que expresaba serias reservas en todo cuando 
se refiere a su fondo y a su carácter jurídico. Al mismo 
tiempo, lamentaba profundamente que en la Cumbre de 
Viena, de 9 de octubre de 1993, los Jefes de los Estados 
Miembros del Consejo de Europa no hubieran seguido sus 
Recomendaciones 1.133, de 1990, y 1.177, de 1992, y, en 
particular, la Recomendación 1.201, de 1993, para que el 
Comité de Ministros, inspirándose en el texto de la pro- 
puesta de Protocolo que formaba parte integrante de la 
propia Recomendación, adoptara un Protocolo adicional a 
la Convención Europea de los Derechos del Hombre sobre 
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los derechos de las minorías nacionales. Nuestro Grupo 
hace suyos todos los contenidos de los documentos expre- 
sados y mantiene idéntico posicionamiento al debatirse la 
misma materia y ser sometida a votación, tanto hoy como 
en cada ocasión anterior descrita. 

Quede pues constancia de que la Asamblea del Consejo 
de Europa demandaba -hoy sigue demandando al Comité 
de Ministros- la adopción de un Protocolo adicional a la 
Convención Europea de los Derechos del Hombre sobre 
los de las minorías y que con este Convenio se ha visto de- 
fraudada en sus trabajos y en sus criterios, que nosotros 
compartimos en su integridad. E;to nos lleva a afirmar que 
este Convenio -según nuestro criterio- no es fiel a la fi- 
nalidad específica prevista y deseada desde los trabajos y 
los criterios de la citada Asamblea Parlamentaria del Con- 
sejo de Europa en pro de los derechos de las minorías. 

Verdad es que este Convenio, si partimos de cero, su- 
pone un cierto avance sobre la nada, pero también es ver- 
dad que este documento no ha tenido en cuenta la génesis 
verdadera del asunto y no ha sabido o no ha querido reco- 
ger lo sustancial de tantas declaraciones, cartas, directivas, 
recomendaciones y de los mismos pactos internacionales 
existentes. 

Por tanto, si partimos desde la apreciación objetiva de 
los elementos lógicos y racionales que, de algún modo, 
han impulsado y sostenido el Convenio, se detecta que éste 
ha quedado a medio camino entre el quiero y no me atrevo, 
no vaya a ser que se molesten las mayorías o despierten las 
minorías y, consecuentemente, queda, asimismo, muy le- 
jos de lo que es la plenitud democrática. Se limita a poner 
el acento en unas disposiciones que definen ciertos objeti- 
vos que, en principio, además, pueden no ser aplicados di- 
rectamente y permiten a los Estados el margen de aprecia- 
ción que les convenga a tenor de su situación particular. 
Por si fuera poco, incluye cláusulas de restricción y anula- 
ción del Convenio al libre albedrío de los Estados. El ar- 
tículo 13 -permítaseme la expresión- es una chapuza en 
su apartado final; el artículo 30, en su apartado 3, nos llena 
de rubor, y el artículo 31 avergüenza a la democracia 
misma. Porque, señorías, jcómo es posible una sola cláu- 
sula de restricción, cuando se trata de hacer valer unos de- 
rechos humanos nada menos que en un convenio marco 
como éste, que pretende ser un documento oficial solemne 
y de primer rango? Los derechos humanos no son aplica- 
bles en más o en menos; se aplican, y punto. 

Este Convenio, a nuestro criterio, adolece de una gran 
pobreza democrática y trata de desvirtuar el problema de 
fondo, que no es otro que el reconocimiento y respeto de 
los derechos de las minorías nacionales, que ni tan si- 
quiera, sorprendentemente, son definidas en el Convenio. 
No las define ni les da tratamiento aIguno en cuanto tales 
minorías, por lo que la misma titulación del Convenio es 
engañosa y no se ajusta a la realidad de su enunciado. Mu- 
cho título para tan escaso contenido, por no decir nulo. 

En su fondo, y en verdad de verdad, éste no es un Con- 
venio para proteger a las minorías nacionales, es un algo 
del que se dotan los Estados para poner en práctica los 
principios que en él se enuncian por medio de las llamadas 
legislaciones nacionales y de 1 as apropiadas políticas gu- 

bernamentales y tan sólo en referencia exclusiva a la per- 
sona perteneciente a una minoría nacional y no a la mino- 
ría nacional misma como colectividad que es. Y esto no es 
serio. 

Para hablar de la protección de las minorías nacionales, 
sobre todo cuando constituyen un pueblo, el primer paso 
exigible es definir y reconocer las minorías en su existen- 
cia comunitaria y afirmar específicamente sus derechos en 
tanto que colectividad, que los tiene. El segundo paso es 
comprender que los derechos colectivos no sólo son, según 
los casos, de tipo cultural o social, sino que también pue- 
den serlo de un orden más diverso, incluido el político y el 
económico, y que todos ellos, en su conjunto, hay que 
atenderlos y canalizarlos por la vía del común entendi- 
miento. 

Para hablar y profundizar sobre los derechos de las mi- 
norías, previamente -lo hemos dicho ya- es necesario 
hacer el esfuerzo para definirlas, y definir sus derechos con 
exactitud, conscientes de que los derechos colectivos no 
son sustituibles, tal como parece pretender este Convenio, 
por el solo ejercicio de los derechos individuales que, efec- 
tivamente, hay que darlos por supuestos siempre y en todo 
caso, por lo mismo que son consustanciales al derecho fun- 
damental de todo ser humano. En esta materia nadie debe 
otorgarse un supuesto derecho para reglar nada, pues los 
derechos del hombre son lo que son y se respetan o no se 
respetan. 

Avanzando con auténtica sinceridad en el tema, hay que 
reconocer que el problema de fondo no está en las minorías 
nacionales en cuanto tales, sino en el temor, en el posicio- 
namiento cerrado y en el no reconocimiento de las mismas 
por parte de los Estados o de las mayorías, en cuyo interior 
se encuentran, por grado o por fuerza, las minorías en 
cuestión. Minorías que no pocas veces vistas en sí mismas 
son auténticas mayorías, según el contexto o el factor de- 
mográfico o geográfico en que se sitúe. 

El problema está, señorías, en que dichos Estados no se 
autorreconocen como sociedades multiculturales o mul- 
tiétnicas, e incluso plurinacionales, y se posicionan en con- 
tra de la aceptación natural de unos hechos diferenciales 
cuando, en principio, no tienen por qué ser conflictivos. 
Los problemas surgen cuando los Estados, anclados en el 
decimonónico Estado-nación, no admiten la posibilidad de 
canalizar las aspiraciones legítimas que sus minorías for- 
mulan para el reconocimiento y defensa de su identidad 
propia, inclusive de carácter nacional, en el caso de ciertas 
minorías concentradas, de espíritu reivindicativo que de- 
sean expresar sus propios valores y definir libremente y sin 
trabas su propio destino en comunidad con otros pueblos o 
naciones, inclusive en el interior de algunas. 

De una vez por todas hay que proclamar que el derecho 
de los pueblos coherentes e instalados a la autodetermina- 
ción y al libre ejercicio de sus derechos legítimos es, sin 
duda, una forma elevada de justicia, ya que es afirmación 
y reconocimiento de un sentimiento de identidad y de una 
voluntad de vivir juntos en estructuras político-sociales li- 
bremente elegidas, sin que este derecho pueda ser invo- 
cado para negar a nadie el ejercicio y disfrute de sus dere- 
chos. En definitiva, auspiciar vías democráticas y de en- 
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tendimiento para desarrollar entre todas las naciones unas 
relaciones de amistad, asentadas sobre el respeto del prin- 
cipio de la igualdad de los derechos de los pueblos y de su 
derecho a disponer de sí mismos, con auténtica visión de 
universalidad o de universal convivencia. 

De actuar todos así, no nos encontraríamos hoy con tan 
dolorosas y sangrientas situaciones como las de, por ejem- 
plo, Kosovo, Vojvodina, Chechenia, Kurdistán, Ruanda, 
Burundi y ese largo etcétera de desastres como el que ac- 
tualmente estamos viviendo muy de cerca en Bosnia, por 
no citar, como digo, más que unos pocos casos entre los 
muchos existentes. 

Y concluyo, señorías. De no aceptar estas premisas ele- 
mentales, de no reflexionar en profundidad y de no dialo- 
gar a corazón abierto sobre el particular, el problema de las 
minorías seguirá sangrando y seguirá estallando aquí y allá 
permanentemente, para oprobio de las mayorías. En reali- 
dad -termino-, lo que las minorías afirmadas precisan 
no es tanto de protección, que también, sino de que sus de- 
rechos legítimos sean reconocidos y respetados sin que 
ciertas verdades sean ocultadas por supuestas precaucio- 
nes diplomáticas. 

Reitero el anuncio de nuestro voto favorable, pese a 
todo, a este Convenio Marco para la protección de los in- 
dividuos pertenecientes a las minorías nacionales del Con- 
sejo de Europa. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, Senador Bo- 

Tiene la palabra el Senador Ferrer. 
linaga. 

El señor FERRER 1 ROCA: Señor Presidente, señorías, 
hace unos pocos días se cumplió el décimo aniversario de 
nuestra incorporación a la Comunidad Europea y este he- 
cho fue acogido, como era previsible, con general satisfac- 
ción por la opinión pública. Pero también hay que recono- 
cer que surgieron voces preguntándose: ¿qué hemos obte- 
nido con aquella incorporación de hace diez años? Pues 
bien, este Convenio es una respuesta, una de las muchas 
respuestas que pueden darse a aquella pregunta de qué he- 
mos obtenido participando en la construcción europea. Los 
beneficios son inmensos porque representa, en primer lu- 
gar, la realización de una vocación europea. En segundo 
lugar, y aún quizá más importante, significa poder contri- 
buir como protagonistas a la construcción de este edificio 
europeo fundamentado en las libertades democráticas. 

Este Convenio, insisto, es un ejemplo de lo que es esta 
construcción en sus aspectos positivos y en sus limitacio- 
nes, pero en sus aspectos positivos de amplio proceso de 
construcción democrática de Europa. Este Convenio es 
significativo, señorías, porque hay que recordar que en Eu- 
ropa y durante una larguísima etapa se produjo -y no es- 
toy diciendo con esto que no se produzca en este mo- 
mento- una curiosa aplicación de las libertades democrá- 
ticas o de la simple íi'ieriad. Se invocaba la libertad y hay 
que reconocer que en Europa se oprim'a a los pueblos, in- 
cluso, a veces, en nombre de la libertad, porque la libertad 
era considerada como un enunciado abstracto. 

Este Convenio es un pequeño paso, en el sentido de 
cristalizar la libertad en la acción política cotidiana, en la 
construcción europea concretamente. El derecho a la pro- 
tección política de un pueblo no deriva de su extensión te- 
rritorial, es simplemente consecuencia de su propia exis- 
tencia. Y esto queda en evidencia en este Convenio que 
votaremos dentro de un rato. 

Este Convenio nos afecta a todos, porque todos forma- 
mos parte de una minoría nacional u otra. Por consi- 
guiente, éste es un Convenio en el que se protegen mejor 
los derechos de todos los pueblos europeos. Como es natu- 
ral, este Convenio necesitará de profundizaciones; estamos 
hablando de un proceso. 

Hoy la Comunidad Europea reconoce ya que nuestra 
fuerza deriva de la existencia y del reconocimiento de to- 
dos los pueblos que integran la realidad de nuestro Conti- 
nente. Ya es imposible intelectual o políticamente afirmar 
o desconocer la existencia de muchísimos pueblos como se 
venía haciendo durante siglos. Este Convenio es una lla- 
mada de atención sobre la realidad europea en cuanto a las 
minorías nacionales. E insisto, la expresión minoría nacio- 
nal podría y debería aplicarse con una gran generosidad, 
porque -insisto nuevamente- todos formamos parte de 
una minoría nacional u otra. 

Señorías, creo que debemos felicitarnos porque este 
Convenio llega a esta Cámara procedente de una institu- 
ción europea, y creo que también debemos felicitarnos 
porque el Estado español hoy puede adherirse a él libre- 
mente. Hay que recordar que en la historia del Estado es- , 
pañol es la primera vez que esto ocurre, y asimismo hay 
que recordar que en la historia de la Europa moderna ésta 
es una de las primeras veces en que se plantea la protec- 
ción de estos derechos. Por consiguiente, más que a termi- 
nar un proceso, este Convenio viene a insinuar simple- 
mente que estamos iniciándolo. 

El Grupo de Convergencia i Unió votará favorable- 
mente este Convenio, para el que deseamos una aplicación 
eficaz y unas posteriores profundizaciones a fin de ir avan- 
zando en este proceso de que Europa se construya sobre las 
libertades democráticas y sobre el reconocimiento de las 
libertades nacionales de todos sus pueblos sin exclusiones 
y con la valoración de que todos somos absolutamente im- 
prescindibles. 

Muchas gracias, señor Presidente, señorías. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, Senador Fe- 

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra el 
rrer. 

Senador Ramírez. 

El señor RAMÍREZ PERY Gracias, señor Presidente. 
Señorías, una cuestión muy importante en la vida de 

Europa es la existencia de numerosas minorías que, por la 
propia historia y avatares de la guerra, están diseminadas 
por todo el Continente. 

El Convenio Europeo de los Derechos Humanos no 
previó estas situaciones que han, devenido hoy, y que en 
ocasiones han sido dramáticas, por lo que se ha hecho ne- 
cesario este Convenio. Así se reconoció en la reciente 
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Cumbre de Viena, que se ocup0 del tema y que llegó a 
unos acuerdos básicos sobre la materia, y hoy pasa a la 
consideración de este Pleno. En kl se califica «ex novo» a 
estas minorías como comunidades y no sólo como agrupa- 
ción de individuos con derecho d tratamiento específico. 
Así, se pudo aprobar en el ámbito europeo el día 10 de no- 
viembre de 1994 el Convenio de protección de las mino- 
rías nacionales que se abrió a la firma el día 1 .O de enero de 
1995. En él se formulan una serie de principios y objetivos 
de obligado cumplimiento por los Estados firmantes, pero 
no se refiere en su ámbito a las personas que constituyen 
estas minorías, por lo que el Convenio limita la actuación 
individual en defensa de sus intereses legales. 

En cuanto al derecho material del Convenio, se ha ex- 
plicado «in extenso» en el Congreso y por mis antecesores 
en el uso de la palabra. Sin embargo, a mí me gustaría su- 
brayar lo que creo más importante. En primer lugar, el fun- 
damento de ese texto es el reconocimiento de los derechos 
y libertades de la persona reconocidos en el Convenio para 
la protección de los derechos humanos y libertades funda- 
mentales. 

En segundo lugar, el reconocimiento de esa realidad hu- 
mana que es la minoría nacional, que por otra parte no ha 
sido elevada en ningún momento a la categoría de persona 
jurídica, tiene mucha importancic* sobre todo en la Europa 
del Centro y del Este por la situación dejada al desmem- 
brarse los grandes imperios, el íiustrohúngaro, el impero 
soviético o el propio imperio ototnano, cuyo encaje y reco- 
nocimiento está dando lugar a tan dolorosas guerras como 
aquí también se ha mencionado. 

En tercer lugar, es interesante el sutil encaje de los de- 
rechos individuales con el de las, minorías y con el de los 
Estados nacionales. 

En cuarto lugar, en este Convenio se especifica que el 
principio básico que lo mueve es el de la buena fe que re- 
gula su aplicación. 

En quinto lugar, es importante que todas las partes inte- 
resadas admitan y reconozcan que de este Convenio no se 
derivan solamente derechos sino también obligaciones, 
contrapuestas como siempre a los derechos, de las que des- 
tacamos como más interesantes o fundamentales, por no 
alargarnos, las siguientes: En primer lugar, frente al dere- 
cho al uso de la lengua de la minoría, muy respetable, se 
establece también el respeto y uso de la lengua oficial del 
Estado. En segundo lugar, frente a normas locales minori- 
tarias, también muy respetables, se establece el obligado 
cumplimiento de la legislación oficial del Estado que al- 
berga a esa minoría. En tercer lugar, frente a la valoración 
del territorio ocupado por una niinoría, de su lengua y de 
sus costumbres, muy respetables, se establece el necesario 
imperio de la Ley nacional y el respeto a la integridad y so- 
beranía nacional de los Estados. Solamente reconociendo 
esa dualidad derecho-obligación, y sólo utilizando la 
buena fe en su aplicación por todas las partes tendrá sen- 
tido este Convenio. 

No entramos en el análisis cle algunas cuestiones que 
aquí se han apuntado, como sería el reconocimiento defi- 
nitivo de la personalidad jurídica de las minorías ni tam- 
poco en que esas minorías fueran reconocidas aparte de los 

~ 

Estados que las albergan. La realidad,_como manifestaba 
Hegel, demuestra que lo real es lo más verdadero que 
existe. Y yo me pregunto, y no hablo de nadie en particu- 
lar: si las minorías no manifiestan la lealtad debida a los 
Estados que las albergan, ¿qué garantía tenemos de que 
cuando estemos en el interior de Europa - q u e  ésa es la 
historia que estamos constmyendo- esos Estados y esas 
minorías tengan la lealtad necesaria para reconocer el día 
de mañana la magnitud de Europa? Decía Ortega y Gasset 
que en la Historia no se puede proceder por saltos. En la 
Historia hay que proceder lentamente, pero con lealtad. 

Por eso, a pesar de sus evidentes defectos, este Conve- 
nio constituye un gran adelanto sobre la situación anterior, 
y por eso mismo el Grupo Popular va a votarlo a favor. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Se- 
nador. 

Tras las intervenciones de los distintos portavoces, con- 
sidero que puede ser aprobado por asentimiento de la Cá- 
mara este Convenio Marco para la protección de las mino- 
rías nacionales del Consejo de Europa, f m a d o  en Estras- 
burgo el 1 de febrero de 1995. (Pausa.) 

Así se declara. (Aplausos.) 
Muchas gracias. 

- ACUERDO PARA LA P R O M O C I ~ N  Y PRO- 
TECCIÓN RECÍPROCA DE INVERSIONES EN- 

DE TURQUÍA, HECHO EN ANKARA EL 15 DE 
TRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚBLICA 

FEBRERO DE 1995. (S. 610/000150.) (C. D. 
1 10/00015 1 .) 

El señor PRESIDENTE: Acuerdo para la promoción y 
protección recíproca de inversiones entre el Reino de Es- 
paña y la República de Turquía, hecho en Ankara el 15 de 
febrero de 1995. 

Tampoco se han presentado propuestas. 
Entiendo que no se va a solicitar hacer uso de los turnos 

Entiendo, por tanto, que se puede declarar aprobado por 

Así se declara. 

correspondientes. (Pausa.) 

asentimiento. (Pausa.) 

- RETIRADA POR PARTE DE ESPAÑA DE LA RE- 
SERVA NÚMERO 2 FORMULADA POR ESPAÑA 
AL CONVENIO EUROPEO RELATIVO AL RECO- 
NOCIMIENTO Y LA EJECUCI~N DE DECISIO- 

ASÍ COMO AL RESTABLECIMIENTO DE DICHA 
NES EN MATERIA DE CUSTODIA DE MENORES, 

CUSTODIA, HECHO EN LUXEMBURGO EL 20 
DE MAYO DE 1980. (S. 610/000151.) (C. D. 
1 1 O/OOO 152.) 

El señor PRESIDENTE: Retirada por parte de España 
de la reserva número 2 formulada por España al Convenio 
Europeo relativo al reconocimiento y la ejecución de deci- 
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siones en materia de custodia de menores, así como al res- 
tablecimiento de dicha custodia, hecho en Luxemburgo el 
20 de mayo de 1980. 

El Senador Martínez Bjorkman va a consumir un turno 
a favor de este documento por el que España retira la re- 
serva. Quiero señalar que no se han presentado propuestas 
en relación con el mismo. 

Tiene la palabra su señoría. 

El señor MARTÍNEZ BJORKMAN: Muchas gracias, 
señor Presidente. 

Señorías, voy a intervenir, en nombre del Grupo Socia- 
lista, para defender el acuerdo por el que se autoriza la re- 
tirada de la reserva número 2 formulada por España al 
Convenio Europeo relativo al reconocimiento y la ejecu- 
ción de decisiones en materia de custodia de menores, así 
como el restablecimiento de dicha custodia, de 20 de mayo 
de 1980, en función de las siguientes consideraciones. 

España ratificó el 9 de mayo de 1984 el Convenio Euro- 
peo relativo al reconocimiento y la ejecución de decisiones 
en materia de custodia de menores, así como al restableci- 
miento de dicha custodia, hecho en Luxemburgo el 20 de 
mayo de 1980. Se trata del Convenio número 105 del Con- 
sejo de Europa. 

La retirada que se propone se refiere a la reserva nú- 
mero 2, en sus apartados a), b) y c). No hay que olvidar que 
el Consejo de Europa está intentando promover en la me- 
dida de lo posible la supresión de las reservas formuladas 
por todos los Estados europeos, ni que España en estos 
momentos está a punto de ostentar la Presidencia europea 
en lo que se refiere a estas cuestiones. Pero hemos de refe- 
rimos concretamente a los apartados relativos a esta reti- 
rada. La evolución de los distintos sistemas jurídicos en 
Europa y el proceso de armonización y homologación que 
se está realizando tanto en la Conferencia de La Haya, 
como en el Consejo de Europa y en el propio seno de la 
Unión Europea, hacen que cada vez tenga menos sentido y 
sean menos aceptables las reservas a los convenios euro- 
peos. Y esto, dicho con carácter general para todo lo que a 
continuación voy a expresar. 

Concretamente, la reserva número 2 establecía la facul- 
tad de denegar el reconocimiento y la ejecución de las re- 
soluciones relativas a la custodia de menores, en tres apar- 
tados. El apartado a) contemplaba que los efectos de las re- 
soluciones fueran contrarios a los principios de la familia 
española. Pero, por lo que se está exponiendo y se ha de in- 
dicar, esto ya carece de sentido en el ámbito actual de Eu- 
ropa. Estas cuestiones relativas al Derecho de familia es- 
pañol son realmente compartidas con la totalidad de los 
países miembros. Por tanto, no tiene ya una especial signi- 
ficación el que se mantenga. 

De otra parte, el apartado b) se refería a la nacionalidad 
española del menor o a su residencia habitual como las ra- 
zones que avalarían la denegación del reconocimiento y la 
ejecución de la resolución. Pero he aquí que también en 
esto las consideraciones jurídico-políticas han variado, 
porque la tendencia actual no lleva a que este criterio de la 
nacionalidad se mantenga; por eso, también es necesario 
considerar que no es oportuno su mantenimiento. 

Por Último, cabía la posibilidad de denegar el reconoci- 
miento y la ejecución de una resolución si fuera incompa- 
tible en España o en un tercer Estado, pero siempre en in- 
terés del menor. En este caso, la interpretación del interés 
del menor es un tanto ambiguo y no tiene el rigor y los 1í- 
mites de una definición jurídica estricta. De otra parte, nos 
encontraríamos con que, por las razones expuestas sobre la 
consideración de lo que es el ámbito europeo, tampoco es 
necesario. Por tanto, de ahí la sugerencia de la totalidad de 
los Estados europeos de retirar cuanto se señala en esta 
materia. 

En lo que se refiere al apartado final de la resewa nú- 
mero 2, trataba una serie de cuestiones de carácter pura- 
mente procesal que no tienen sentido en este momento. Es 
decir, que las razones que llevan a mantener un concepto 
más amplio en un auténtico y real interés del menor impli- 
can separar todas estas reservas de lo que fue el acuerdo 
generalizado, firmado por España, y que en estos momen- 
tos va a ser simplificado en el sentido de que las condicio- 
nes, las consideraciones, los fundamentos de la familia es- 
pañola son también los que conforman el ámbito europeo. 
Por tanto, el concepto de nacionalidad se simplifica hacia 
este sentido más general y comprensivo. 

Por último, un concepto jurídico tan ambiguo como el 
del interés del menor no tenía sentido suficiente, mientras 
que sí lo tiene el contenido del acuerdo. Por todas estas ra- 
zones, se solicita de esta Cámara que se autorice al 
Gobierno para que proceda a la supresión de estas reser- 
vas, por cuanto ya no tienen el sentido que pudieron tener - 
en 1984. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Martínez 

Abrimos turno de portavoces. ¿Grupo de Senadores 

Por el Gnipo de Convergencia i Unió, tiene la palabra el 

Bjorkman. 

Nacionalistas Vascos? (Pausa.) 

Senador Codina. 

- 

El señor CODINA 1 CASTILLO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Voy a intervenir muy brevemente, aunque sólo sea para 
que conste en el «Diario de Sesiones» el posicionamiento 
del Grupo de Convergencia i Unió en un tema que nos pa- 
rece importante, tal como ha destacado el Senador que me 
ha precedido en el uso de la palabra. 

En realidad, estamos tratando de acomodar el trata- 
miento que hasta ahora se daba a todo lo que puede hacer 
referencia al interés del menor en una legislación que po- 
día ser comprensible en el momento en que se produjo la 
reserva, pero que actualmente no tiene ningún sentido 
mantener. Nos parece bueno, prudente y necesario que esta 
Cámara apruebe hoy la retirada de la reserva número 2 for- 
mulada por España. Creo que con el paso que damos en- 
mendamos lo que en su momento se pudo hacer que, desde 
nuestro punto de vista, no podía deberse más que a una si- 
tuación política distinta de la actual, una situación en la 
que España no estaba integrada con todos sus derechos en 
la Comunidad Europea. Afortunadamente, hoy la situación 
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es diferente y, por tanto, no sólo expresamos nuestra vo- 
luntad de aprobar este acuerdo, sino que invitamos a la Cá- 
mara a que se una a las propueshas hechas por el Senador 
Socialista. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Codina. 
Tiene la palabra la Senadora 'iindel. 

La señora VINDEL LÓPEZ;: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

También de forma muy breve, quiero anunciar nuestro 
voto favorable a la retirada de la reserva que nos presenta el 
Gobierno. Como muy bien ha dicho el Senador Martínez 
Bjorkamn, este Convenio, referente a la custodia de meno- 
res, fue ratificado por España hace ahora once años, y la re- 
serva que hoy se pretende retirar- la número 2 -nos queda 
una todavía-, ha venido significando hasta ahora la facul- 
tad para nuestro país de denegar el reconocimiento y la eje- 
cución de resoluciones relativas a la custodia de menores. 

El Grupo Popular cree que en unos momentos en que el 
Consejo de Europa está intentando promover la supresión 
de las reservas formuladas por los Estados europeos, en 
unos momentos en que se está realizando una importante 
labor de armonización y homologación, tanto en la Confe- 
rencia de La Haya y en el Consejo de Europa, como en el 
seno de la propia Unión Europea, y tras la evolución que, 
once años después, están atravesando los distintos sistemas 
jurídicos europeos, es totalmente aconsejable y oportuna la 
retirada de esta reserva, porque supone, en definitiva, am- 
pliar las obligaciones de España de ejecutar las resolucio- 
nes de otros Estados parte sobre custodia de menores. 

Tanto el señor Presidente conio sus señorías saben de la 
sensibilidad y del grado de compromiso del Grupo Popular 
en relación con los menores, con la infancia. Por ello, y 
porque entendemos que la retirada de esta reserva significa 
eliminar todo aquello que suponga trabas para el normal 
desarrollo de los menores, señor Presidente, votaremos 
afirmativamente. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senadora Vindel. 
Entiendo que este texto de retirada de reserva al Conve- 

nio Europeo relativo al conocimiento y la ejecución de de- 
cisiones en materia de custodia de menores también puede 
ser aprobado por asentimiento. (Pausa.) 

Así se declara y, por tanto, con él autorizamos a que el 
Gobierno pueda prestar su consentimiento. 

- PROTOCOLO SOBRE EL ESTATUTO DE LOS 
CUARTELES GENERALES MILITARES INTER- 
NACIONALES ESTABL,ECIDOS EN CUMPLI- 
MIENTO DEL TRATADO DEL ATLÁNTICO 
NORTE, HECHO EN PAdS EL 28 DE AGOSTO DE 
1952. (S. 610/000152.) (C. D. 110/000153.) 

El señor PRESIDENTE: Protocolo sobre el Estatuto de 
los Cuarteles Generales Militares Internacionales estable- 

cidos en cumplimiento del Tratado del Atlántico Norte, he- 
cho en Pm's el 28 de agosto de 1952. Tampoco ha habido 
propuestas. Entiendo que puede ser aprobado por asenti- 
miento. {Pausa.) 

Así se declara y, por tanto, autorizamos en este caso a 
que el Gobierno pueda prestar su consentimiento. 

MOCIONES CONSECUENCIA DE INTERPELACI~N: 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO MIXTO, POR LA 
QUE SE INSTA AL GOBIERNO A REABRIR IN- 
MEDIATAS NEGOCIACIONES CON EL GO- 
BIERNO DE NAVARRA DE CARA A ARTICULAR 
LAS F~RMULAS NECESARIAS PARA QUE LA 
ELECCI~N DEL PRESIDENTE DE LA COMUNI- 

DES Y CONDICIONES SOCIOPOL~TICAS, CON 

DAD TENGA LUGAR MEDIANTE PROCEDI- 
MIENTOS QUE SE AJUSTEN A LAS NECESIDA- 

RESPETO, EN TODO CASO, A LA POTESTAD QUE 
TIENE NAVARRA PARA PRODUCIR SU PROPIO 
ORDENAMIENTO JURÍDICO. (671/000027.) 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al punto sexto del or- 
den del día: Mociones consecuencia de interpelación. 

En primer lugar, moción del Grupo Parlamentario 
Mixto, por la que se insta al Gobierno a reabrir inmediatas 
negociaciones con el Gobierno de Navarra de cara a arti- 
cular las fórmulas necesarias para que la elección del Pre- 
sidente de la Comunidad tenga lugar mediante procedi- 
mientos que se ajusten a las necesidades y condiciones so- 
ciopolíticas, con respeto, en todo caso, a la potestad que 
tiene Navarra para producir su propio ordenamiento jurí- 
dico. 

El Grupo Parlamentario Socialista presentó una en- 
mienda a esta moción, de manera que nos ajustaremos a lo 
que ya está establecido. Olvidaba decir que también hay 
una propuesta de modificación posterior a la enmienda so- 
cialista. 

Tenemos un problema, puesto que no hay nadie en dis- 
posición de defenderla. (Pausa.-El señor Sanz Cebrián 
pide la palabra.) Tiene la palabra el Senador Sanz Ce- 
brián. 

El señor SANZ CEBRIÁN: Gracias, señor Presidente. 
La Senadora que tiene que defender la moción, Inma- 

culada Boneta Piedra, ha estado aquí presente hasta hace 
un momento. Yo creo que se ha visto sorprendida por la ra- 
pidez con la, que se ha tramitado el punto relativo a los Tra- 
tados y Convenios internacionales. Hay una propuesta de 
modificación conjunta. Si la bondad de la Presidencia 
tiene a bien estimarlo así, se puede defender por algunos 
de los portavoces aquí presentes. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Vamos a intentar mantener el derecho a defender la mo- 

ción, pero nadie puede defenderla más que su titular. Ese 
derecho no puede ser sustituido o reemplazado por ningún 
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otro grupo parlamentario. (El Senador Sanz Cebrián pide 
la palabra.) 

Tiene la palabra el Senador Sanz Cebrián. 

El señor SANZ CEBFUÁN: Gracias, señor Presidente. 
Me permito solicitar nuevamente de la Presidencia que, 

por cortesía parlamentaria hacia la proponente, se pos- 
ponga esta moción al último punto del orden del día, dado 
que nos consta que ha sido un error involuntario y humano 
en el que podemos incurrir cualquiera de los aquí presen- 
tes. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
¿Hay otros grupos parlamentarios que deseen pedir la 

palabra? (El señor Cewera Soto pide la palabra.) 
Me interesaría conocer su opinión, señoría. 

El señor CERVERA SOTO: Gracias, señor Presidente. 
Tal y como establece el Reglamento, creemos que esta 

moción debe decaer puesto que no hay ningún componente 
del Grupo Mixto para defenderla. Hablando de cortesía 
parlamentaria, estimo que la principal de las cortesías par- 
lamentarias es que los que presentan la moción estén en el 
momento de tener que defender sus propuestas. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Cervera. (E2 
señor Ferrer i Roca pide la palabra.-Rumores.-la se- 
ñora Boneta Piedra entra en el hemiciclo.) 

Tiene la palabra la Senadora Boneta. 

La señora BONETA PIEDRA: Señor Presidente, en 
primer lugar, pido disculpas a la Presidencia de la Cámara 
porque, efectivamente, he tenido oportunidad de oír al Se- 
nador Sanz que indicaba que había estado aquí hasta hace 
un momento, y me ha sorprendido la rapidez con que se 
han votado los anteriores puntos del orden del día. Muchas 
gracias, señor Presidente. 

Voy a hacer una breve exposición de lo que es la mo- 
ción consecuencia de la interpelación planteada por mi 
compañero Estebe Petizán en el Pleno anterior. 

El Senador Petrizán indicaba, y yo lo asumo, la falta de 
coherencia que ha demostrado el precepto de la Ley de 
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra en relación 
con la elección de su Presidente. Y digo falta de coheren- 
cia puesto que se ha demostrado en casi todas -por no de- 
cir todas- las elecciones a la Presidencia del Gobierno de 
Navarra o de la Diputación Foral de Navarra -tanto 
monta, monta tanto- que el llamado procedimiento auto- 
mático ha sido poco operativo y que ha alargado para el 
pueblo navarro la inestabilidad de una falta de gobierno 
prolongada, una vez celebradas las elecciones. 

En esta situación que, además, supone un déficit demo- 
crático, puesto que puede darse la circunstancia, como ya 
se ha dado, de que el llamado procedimiento automático 
origine que el Presidente de la Diputación sea solamente 
apoyado por un número muy pequeño de los parlamenta- 
rios elegidos en Navarra - e n  su caso y en alguna votación 

han sido únicamente quince de cincuenta parlamenta- 
rios-, entendemos que esta moción es absolutamente ne- 
cesaria para las condiciones sociopolíticas de Navarra te- 
niendo en cuenta la fragmentación de los grupos políticos 
que tienen presencia en las instituciones navarras. (El se- 
ñor Vicepresidente, Ortí Bordás, ocupa la Presidencia.) 

En consecuencia, hemos presentado una moción en la 
que se plantea que el Senado inste al Gobierno a reabrir las 
conversaciones para, de mutuo acuerdo, hacer las modifi- 
caciones necesarias en este punto, es decir, en la elección 
del Presidente del Gobierno navarro, para que la situación 
a la que he hecho referencia no se produzca. 

Lo único que planteamos como condición natural y pre- 
via es que se tenga en cuenta el carácter pactado, el carác- 
ter acordado, la necesidad de acuerdo entre ambos gobier- 
nos para que esta modificación se produzca, que es algo 
esencial al sistema navarro y que, además, se corresponde 
con las competencias históricas de la Comunidad de Nava- 
rra. 

A esta moción se ha presentado una propuesta de modi- 
ficación en la cual se precisa más la redacción que nosotros 
habíamos presentado. La citada modificación dice textual- 
mente que el Senado insta al Gobierno a reabrir, previa ini- 
ciativa del Gobierno de Navarra, las negociaciones necesa- 
rias para formular de mutuo acuerdo una propuesta de re- 
forma de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejora- 
miento del Régimen Foral de Navarra, que posibilite un 
sistema de elección del Presidente del Gobierno de Nava- 
rra ajustado a las necesidades y condiciones sociopolíticas 
de la Comunidad, respetando en todo caso el procedi- 
miento establecido a estos efectos por el artículo 71 de la 
citada Ley Orgánica, así como lo preceptuado en su ar- 
tículo 49.1 a). 

Nosotros hemos estimado que esta redacción es proce- 
dente, que esta redacción cumple con todos los plantea- 
mientos que habíamos hecho y, sobre todo, creemos que el 
apoyo a esta moción y a este planteamiento va a mejorar la 
institucionalización de Navarra y, por lo tanto, considera- 
mos que es absolutamente necesaria su aprobación. 

Deseo plantear que el hecho de que desde el propio Se- 
nado se tenga que instar al Gobierno a que cumpla con esta 
necesidad de negociación con el Gobierno de Navarra 
puede ser algo que haga pensar que no funciona demasiado 
este espíritu de pacto al que hemos hecho referencia. No 
obstante, esperamos y creemos que con este plantea- 
miento, que será aceptado, podremos mejorar estas rela- 
ciones y el acuerdo entre la Comunidad de Navarra y el 
Gobierno del Estado será una realidad. 

- 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortí Bordás): Gracias, 
Senadora Bonet. 

Como la propia señora Bonet ha manifestado en tri- 
buna, existe una propuesta de modificación a la moción y, 
reglamentariamente, cabe un  turno de defensa de la 
misma. ¿Alguno de los firmantes desea hacer uso del dere- 
cho que le asiste? (Pausa.) 

El Senador Ardaiz tiene la palabra por tiempo de cinco 
minutos. 
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El señor ARDAIZ EGÜÉS: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, quiero anunciar a la Cámara, y por tanto tam- 

bién a la Mesa de la misma a los efectos de ordenar el de- 
bate, la retirada de la enmienda que el Grupo Parlamenta- 
rio Socialista había presentado a la moción originaria. La 
razón es, efectivamente, como :;e ha anunciado por la por- 
tavoz del Grupo Parlamentario Mixto, que el Grupo Parla- 
mentario Socialista ha firmado la propuesta de modifica- 
ción de la moción para ajustarla a lo que previene la Ley de 
Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Na- 
varra. 

Como saben sus señorías, el intento de modificar el ar- 
tículo 29 de la citada Ley, que: está referido al modo de 
elección del Presidente del Gobierno de la Comunidad 
Foral, no ha dado, a lo largo di: tres legislaturas, los me- 
jores resultados en aras de obtener las mayorías parla- 
mentarias suficientes y, por tanto, con el acuerdo de la 
mayoría de las fuerzas políticas de Navarra, la Diputa- 
ción Foral inició con el Gobiei-no de la nación las nego- 
ciaciones necesarias para modificar el artículo 29 del 
Amej oramiento. 

No fue posible, tras esas negociaciones, traer a la Cá- 
mara, antes de la convocatoria cie las elecciones autonómi- 
cas porque no hubo consenso en sede gubernativa, el 
acuerdo que se pretendía, por lo que en esta ocasión se ha 
de elegir al Presidente de la Comunidad Foral por el sis- 
tema actualmente vigente. 

Sin embargo, saben sus señorías que es posible que en 
esta ocasión en la que estamos ahora, antes de formar los 
próximos gobiernos de las Comunidades Autónomas que 
se eligieron en las últimas elecciones, no haya de acudirse 
al procedimiento automático de elección ni tampoco sea 
necesario alargar en el tiempo dicha elección. Digo sola- 
mente que es posible, y si así fuera, ello evidencia que 
cuando existe voluntad mayoritaria de las fuerzas políticas 
de llegar a un acuerdo, los mecanismos jurídicos alternati- 
vos que esas mismas formaciones políticas rechazaban 
pueden llegar, efectivamente, a sustituirse. 

Esa voluntad puede hacer que queden relegados esos 
mecanismos automáticos a un segundo plano. Por lo tanto, 
señorías, y ciñéndome estrictamente a la cuestión que se 
debate en la moción, el Grupo Parlamentario Socialista 
tiene al menos un par de razones para, habiendo pensado 
no apoyar en principio la moción originaria presentada, 
haber contribuido, sin embargo, a la formación del acuerdo 
sobre la propuesta de modificación y, por tanto, apoyarla 
en esta ocasión. 

La p-rimera de esas razones es que queda fijado en la 
moción, en el apartado en el que se insta al Gobierno, que 
la reapertura de negociaciones para la modificación del ar- 
tículo 29 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejora- 
miento del Régimen Foral de Navarra sea de común 
acuerdo entre el Gobierno de la nación y el Gobierno de 
Navarra y, además, sea a iniciativa de este último. 

La segunda razón es que tatnbién queda reflejado que 
se realice dicha reforma respetando el artículo 71 del Ame- 
joramiento y a los efectos que :ie previenen en el artículo 
49 del mismo. 

Muchas gracias, señorías. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortí Bordás): Gracias, 

Procede, si lo desea la Senadora Bonet, un turno de con- 

Entonces, pasamos al turno de portavoces. La señora 

Senador Ardaiz. 

testación. (Pausa.) Renuncia al mismo. 

Bonet tiene la palabra. 

La señora BONETA PIEDRA: Gracias, señor Presi- 
dente. 

En primer lugar, quiero manifestar que mi apellido es 
Boneta, señor Presidente. En segundo lugar, únicamente 
voy a ratificar e indicar que la posición de Eusko Aíkarta- 
suna, de esta Senadora y del Senador Petrizán, que ha pre- 
sentado la moción, es coincidente con lo manifestado en 
estos momentos por el Senador señor Ardaiz y que, real- 
mente, consideramos que la propuesta de modificación 
mejora y precisa los términos de la moción inicialmente 
presentada. 

Por esa razón, nosotros, como ya he anunciado, vamos 
a apoyar esa propuesta de modificación. 

Nada más. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortí Bordás): Gracias, 

Por el Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalistas 
señoría. 

Vascos, tiene la palabra su portavoz, el señor Sanz. 

El señor SANZ CEBRIÁN: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, la moción que como consecuencia de interpe- 

lación debatimos en este acto supone, de hecho, el fracaso 
de las relaciones bilaterales entre Navarra y el Estado para 
resolver una cuestión que afecta en exclusiva a dicha Co- 
munidad Foral, como es el procedimiento parlamentario 
de.designación del Presidente del Gobierno navarro. 

Igualmente, esta moción, por su contenido, trata acerca 
de la capacidad de autoorganización de la Comunidad Fo- 
ral Navarra, es decir, está en juego la autonomía política 
inherente a toda Comunidad Autónoma en una materia de 
su exclusiva competencia que bien puede regularse en su 
norma básica, o Ley de Amejoramiento, o bien por la Ley 
del propio Parlamento Foral Navarro. 

Sin embargo, señorías, tal y como tuvimos ocasión .de 
comprobar en la pasada sesión plenaria, ante una posible 
iniciativa legislativa de la Comunidad Foral Navarra, 
pende, como una espada de Damocles, la amenaza del Go- 
bierno central de interponer un recurso de inconstituciona- 
lidad. Tal es el estado de la cuestión, y la solución pro- 
puesta en la moción, consistente en presentarla ante un 
foro parlamentario como es el Senado, que pretende ser 
Cámara de representación territorial, es decir, ante una 
asamblea parlamentaria de relación multilateral, perturba, 
desde nuestra perspectiva, el tradicional sistema paccio- 
nado de relación que siempre ha mantenido el territorio de 
Navarra con el Estado, como manifestación evidente de su 
singularidad foral. 

Lo cierto es que esta situación demuestra que Navarra, 
como Comunidad Foral en la actualidad, carece de la 
fuerza, del poder político inherente a todo interlocutor 
que pretende alcanzar sus demandas a través de la rela- 
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ción bilateral, a través del pacto. Con ello queremos decir 
que está en juego no sólo el tradicional sistema paccio- 
nado de relaciones, sino también el futuro de Navarra 
como Comunidad dotada de plena autonomía política, lo 
que, unido al hecho de que la región en Europa precisa 
una masa crítica y un nivel político adecuado para su de- 
sarrollo, requiere, a nuestro entender, la reconsideración 
de su papel en la estructuración territorial del Estado y de 
Europa, siempre, eso así, desde la libertad de criterio que 
establecen la Constitución y el Estatuto de Gernika para 
el ejercicio, por parte de Navarra, de su propia personali- 
dad. 

Expuesto cuanto antecede, y con el ánimo de no gene- 
rar equívocos y sin renuncia a nuestros planteamientos y 
postulados básicos, que son los que acabamos de exponer, 
anuncio nuestro voto favorable a la propuesta de modifica- 
ción conjunta suscrita por casi todos los grupos políticos 
parlamentarios, excepto el Partido Popular. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortí Bordás): Muchas 
gracias, señor Sanz. 

Tiene la palabra el Senador Ferrer, por el Grupo Parla- 
mentario Catalán en el Senado de Convergencia i Unió. 

El señor FXRRER 1 ROCA: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, intervengo para afirmar que votaremos favo- 
rablemente esta moción y para recordar que la misma, que 
tuvo su iniciativa en el Senador don Estebe Petrizan, pre- 
sentaba fundamentalmente las siguientes características: 
en primer lugar, proponía que se reabriesen negociaciones 
para articular un procedimiento de elección para la Presi- 
dencia de Navarra; en segundo lugar, que este procedi- 
miento fuese ajustado a las necesidades y condiciones so- 
ciopolíticas, y en tercer lugar que se hiciese siguiendo el 
propio ordenamiento jurídico. Como resultado de la nego- 
ciación entre los grupos, se somete ahora a discusión, y 
posteriormente a votación, una moción que nosotros cree- 
mos que recoge todas estas características mencionadas, 
puesto que se ha incorporado la referencia al Gobierno de 
Navarra, que parece absolutamente lógica. Por consi- 
guiente, nos parece que es un texto que, recogiendo di- 
cha iniciativa, la ha mejorado y responde a la cuestión 
planteada. 

Quisiera subrayar, señorías, que hay momentos parla- 
mentarios en esta Cámara en los que se hace más presente 
el hecho de su vocación temtorial. Éste es uno de ellos. Y 

, también quisiera subrayar que el derecho a la autonomía 
política se demuestra una vez más, como se demuestra a 
diario en nuestros debates; y no es sólo un derecho, sino 
que es también una capacidad para actualizarla y perfec- 
cionarla, y éste es un episodio que lo demuestra. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortí Bordás): Muchas 

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra el 
gracias, señor Ferrer. 

señor Cervera. 

El señor CERVERA SOTO: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, tomo posición por parte del Grupo Parlamen- 
tario Popular en esta moción consecuencia de interpela- 
ción. 

Tenemos que recurrir, siquiera dialécticamente, a algu- 
nas de las observaciones que hizo el Senador don Estebe 
Petrizan en su interpelación en el pasado Pleno, y quisiera 
referirme especialmente a una concreta, porque en aquel 
entonces el Senador hablaba presuntamente revestido de 
una especial autoridad que, según sus palabras, emanaba 
del hecho de que era el Senador representante del Parla- 
mento Foral. Si en aquel entonces él quiso tener una espe- 
cial autoridad en esta materia, en este momento y en esta 
Sala está especialmente desautorizado por su ausencia a la 
hora de defender esta moción consecuencia de aquella in- 
terpelación. Esto es volverle su argumento por pasiva y, 
por lo tanto, delatar por parte del Grupo Parlamentario Po- 
pular esa especial desautorización en este tema por la au- 
sencia del Senador Petrizan en estos momentos de esta Cá- 
mara. En cualquier caso, debemos referirnos a la moción 
en sus propios términos e incluso hay que hacerlo más allá 
de su torpe redacción, dado que la moción original, pre- 
sentada por el Grupo Parlamentario Mixto, habla en térmi- 
nos tal vez excesivamente confusos de materias como el 
procedimiento de elección del Presidente de la Comuni- 
dad: . . . se tendrá lugar.. ., con procedimientos quc.. . 

Como digo, más allá de su torpe redacción hay que ha- 
cer referencia a dos aspectos concretos: en primer lugar, la 
Senadora Boneta vuelve a argumentar algo que le fue re- 
batido al Senador Petrizan en el pasado Pleno. La Sena- 
dora Boneta se ha referido textualmente al déficit demo- 
crático que tiene la elección del Presidente de Navarra de 
acuerdo con el acceso al mecanismo de lista más votada. 
Quiero reiterarle a la Senadora Boneta y a quienes quieran 
escucharlo que no pueden confundir el término democrá- 
tico con el término conveniente o funcional, porque el ac- 
ceso a la Presidencia del Gobierno de Navarra por ese me- 
canismo de ser lista más votada es democrático puesto que 
es legítimo y está incorporado a nuestro ordenamiento Fo- 
ral a través de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejo- 
ramiento del Fuero de Navarra; es decir, en todo caso es 
democrático. Otra cosa es que sea conveniente o funcional 
para la construcción de las sucesivas mayorías presupues- 
tarias o de legislación sucesiva en el Parlamento Foral. 

Pero debo referirme también a los propios términos de 
esta moción, así como a la alternativa presentada por el 
resto de los grupos parlamentarios -excepto el Grupo Par- 
lamentario Popular-, diciendo que, en primer lugar, hay 
que negar la mayor. Esta moción insta al Gobierno del Es- 
tado a reabrir negociaciones -bien es cierto que matizado 
en la alternativa que se presenta por parte de los grupos di- 
ciendo que «previa iniciativa del Gobierno de Navarra»- 
cuando el problema no es, en ningún caso, que se puedan o 
no establecer negociaciones entre las dos partes, sino que 
esas negociaciones produzcan al final algún tipo de 
acuerdo. Es más, desde esta tribuna y representando al 
Grupo Parlamentario que represento, tengo que decir que 
ha habido un trato exquisito por parte de la Administración 
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del Estado, más en concreto por parte del Ministerio para 
las Administraciones Públicas, puesto que siempre que se 
ha demandado negociación en estas materias por parte de 
la representación de la Comunidad Foraí, el Ministerio ha 
acudido raudo a la mesa negociadora haciendo una buena 
práctica política de desarrollo institucional y de relación 
entre las dos partes, la Comunidad Foral de Navarra y la 
Administración Central del Estado. 

Por lo tanto, señorías, es incongruente que a través de 
una moción se pida al Gobierno --a una de las partes- 
que entable o inicie inmediatas negociaciones cuando el 
problema no es si esas negociaciones se llevan o no a cabo, 
sino si esas negociaciones son capaces o no de producir al 
final un acuerdo. Y aquí hay que decir, tanto al Grupo 
«mocionante» como a los que han firmado la enmienda al- 
ternativa, que lo que hubiera sido realmente valiente a la 
hora de incorporar esta iniciativa a la actividad de esta Cá- 
mara hubiera sido que los grupos se posicionaran respecto 
del argumento pri-ncipal que separaba a los representantes 
de Navarra de la representación de la Administración Cen- 
tral del Estado en cuanto al procedimiento de modificación 
de ese texto legal. 

En definitiva, el hecho es si desde esta tribuna, desde 
esta Cámara, queremos hablar sobre si nos parece correcto 
o no, pertinente o no, que exista, de acuerdo con nuestra 
opinión, un trato diferencial evidente de Navarra respecto 
a otras Comunidades Autónomas sobre la pervivencia del 
Parlamento en funciones durante cuatro años, y no cerce- 
nando su capacidad temporal de funcionamiento de 
acuerdo con las pretensiones del Ministerio. Por lo tanto, 
lo que sí hubiera podido justificar este debate no es si se 
entablan o no negociaciones, pues, como digo, la puerta 
siempre está abierta, sino si esas negociaciones se hacen 
dentro o no de unas coordenadas de no acudir a tratos dife- 
renciales de Navarra respecto de otras Comunidades como 
era actitud del Ministerio, que separaba la posibilidad del 
acuerdo. Por consiguiente, en este sentido nuestra votación 
va a ser de abstención puesto que no creemos que este 
texto venga a solucionar nada. 

El texto alternativo que se presenta es un completo 
pleonasmo; hubiera bastado reproducir el artículo 71 de la 
Ley de Reintegración y Amejoraniiento Foral de Navarra y 
añadir simplemente la coletilla de que ese mismo artículo 
se desarrollara para modificar el sistema de elección del 
Presidente, con lo que hubiéramos evitado cualquier otro 
tipo de redacción. 

Quiero hacer una referencia especial al Senador Sanz 
Cebrián respecto de una de las afirmaciones que ha hecho 
en su anterior intervención. Hablaba el Senador del fracaso 
de las relaciones bilaterales entre la representación de Na- 
varra y el Estado y también del fracaso de ese modelo pac- 
tista. Yo, señor Sanz Cebirán, no voy a entrar en otro tipo 
de respuestas a otros argumentos, como el de la llamada 
por ustedes «masa crítica necesaria para incorporarse, en 
pie de igualdad al resto de regiones europeas», ni si Nava- 
rra la tiene o no; pero sí quiero decirle que consideramos 
incongruente que usted denuncie este fracaso en este mo- 
delo pactista de relaciones entre Navarra y el Estado y 
firme una propuesta que desde esta Cámara, desde el Se- 

. 

nado, inste justamente a una de las partes, en concreto al 
Gobierno, que es de lo que se trata, a reabrir esas negocia- 
ciones. Si usted creyera realmente en el argumento que ha 
traído escrito, posiblemente no hubiera tenido la incon- 
gruencia de firmar esta moción que, como digo, va dirigida 
justamente a una de las partes y con términos perfecta- 
mente claros. (Aplausos en los escaños del Grupo Parla- 
mentario Populaz) 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortí Bordás): Muchas 

Tiene la palabra el señor Ardaiz. 
gracias, señor Cervera. 

El señor ARDAIZ EGÜÉS: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Senador Cebrián, preguntaba su señoría dónde queda la 
capacidad de autoorganización de la Comunidad Foral de 
Navarra. ¿En qué basa usted el fracaso de las relaciones bi- 
laterales sobre un tema que, como ha dicho, afecta exclusi- 
vamente a Navarra? Eso es incierto, Senador Cebrián. Lo ~ 

que ha dicho su señoría es absolutamente incierto. El tema 
no afecta exclusivamente a Navarra. El artículo 71 de la 
Ley de Amejoramiento, que habla del procedimiento de 
reforma, dice que ésta afecta a las dos partes que están en 
el pacto: al Gobierno de la nación y al Gobierno de Nava- 
rra. Por lo tanto, no es un problema que afecte exclusiva- 
mente a Navarra. Afecta, repito, a las dos partes que fir- 
maron el pacto de Reintegración y Amejoramiento. Lo que 
probablemente quería decir usted es que el artículo 49 de la 
Ley de Amejoramiento dice que Navarra tiene competen- 
cia exclusiva para regular las instituciones forales, así 
como la elección de sus miembros. Ciertamente, y lo tiene, 
y supongo que, aunque se modifique el artículo 29, lo se- 
guirá teniendo. 

Por tanto, la capacidad autonormativa de Navarra, la 
capacidad para regular sus instituciones es la que el marco 
constitucional y la Ley de Amejoramiento le conceden. 
Por cierto, ya que ha hablado usted del Estatuto de Eus- 
kadi, el mismo que el Estatuto de Euskadi, lo que el bloque 
de constitucionalidad le concede, o le da, o le respeta, se- 
gún los casos, hablando de derechos históricos o de nuevos 
derechos. 

El Senador Cervera, portavoz del Grupo Parlamentario 
Popular, nos ha reconvenido acerca de la poca valentía que 
hemos tenido los grupos firmantes de la propuesta de mo- 
dificación. Senador Cervera, no es un problema de valen- 
tía o no valentía, en absoluto según nuestro criterio es un 
problema de no interferir en un pacto que está establecido 
entre el Gobierno de la nación y el Gobierno de Navarra, y, 
aunque este Senado está legitimado -así lo creo real- 
mente- para hacer casi cualquier cosa, creo que no añade 
nada que, como nos proponía usted aquí, los grupos políti- 
cos se pronunciaran acerca de lo que a las dos partes hizo 
que no llegaran a un acuerdo. 

Muchas gracias, señor Presidente. (El señor FrcsiUaite 
ocupa la Presidencia.) (El señor Sanz Cebrián pide la pa- 
labra.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
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Senador Sanz, ¿por qué solicita la palabra? 

El señor SANZ CEBRIÁN: Señor Presidente, pido la 
palabra por el artículo 87 y, asimismo, por alusiones por- 
que he sido aludido personalmente en dos ocasiones, tanto 
por el Senador Cervera como por el Senador Ardaiz. 

El señor PRESIDENTE: Confío en la capacidad de sín- 
tesis de su señoría para que en un minuto responda a am- 
bos conceptos. 

El señor SANZ CEBRIÁN: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente, me va a sobrar con un minuto. 

En relación a lo manifestado por el Senador Cervera 
respecto a que no entiende la incongruencia que según él 
se produce con nuestro apoyo a la propuesta de modifica- 
ción, tengo que decirle que la política se adapta a lo posi- 
ble, que nosotros somos posibilistas y que, desde luego, es- 
tamos en presencia de una resolución mendicante, de una 
auténtica tautología, pero lo hacemos así por docencia, por 
pedagogía, por ser entendidos una vez más. Creo que usted 
nos entiende perfectamente. 

El Senador Ardaiz ha aludido al fracaso de las relacio- 
nes bilaterales como algo que no es evidente. La evidencia 
en este caso, no cabe negarla, es que en esta Cámara esta- 
mos instando a las partes para que se pongan de acuerdo 
ante el hecho de que durante la pasada legislatura no lo han 
hecho así. 

i‘or otra parte, el Senador Ardaiz dice que ese tema 
afecta no sólo a Navarra, sino también al Estado; afecta, 
fundamentalmente, a la capacidad de autoorganización de 
Navarra, como es la elección de su propio Presidente. 

No queremos decir nada más porque creo que nuestras 
palabras han sido lo suficientemente explicativas. 

Muchas gracias, señor Presidente. (La señora Boneta 
Piedra pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: La Senadora Boneta tiene la 
palabra, supongo que por el mismo turno. 

La señora BONETA PIEDRA: Muchas graclas, señor 
Presidente. 

En primer lugar, es necesario que yo aquí conteste a las 
alusiones, a mi juicio no de muy bien gusto, puesto que el 
señor Petrizan no está aquí, no por su voluntad, sino por ra- 
zones que hacen imposible su presencia. En todo caso, no 
me parece que pueda desautorizarse la pretensión o el plan- 
teamiento expuesto por el señor Petrizan que, efectiva- 
mente, hacía mención en su intervención a que era un tema 
que, como Senador en representación de la Comunidad de 
Navarra, le atañía en mayor grado. Pero debo decirle, señor 
Cervera, que, siendo Senadora por la Comunidad Autónoma 
del País Vasco y ieniendo en cuenta que desde mi punto de 
vista, Euskalem’a realmente existe, no me siento legitimada 
para hacer esta defensa y para representar al Senador Petri- 
zan en este momento en el que no puede estar. Por lo tanto, 
vuelvo a insistir en que me parece de mal gusto su alusión. 

El señor Cervera ha dicho que he insistido en algo que 
el Senador Petrizan manifestaba en la interpelación, 

cuando he aludido al déficit democrático, y he hecho una 
especie de digresión en relación a lo que es conveniente, 
funcional y democrático. Naturalmente que no estoy plan- 
teando que sea un sistema ilegal, puesto que la Ley de 
Amejoramiento, mientras no se cambie, que a mi juicio ha- 
bría que cambiarla en ese punto -por eso hemos presen- 
tado esta moción-, prevé el procedimiento automático de 
elección de la presidencia, por lo que tanto, no es ilegal. 
Pero, de alguna manera, el Presidente navarro, que accede 
por el procedimiento automático, no tiene esa legitimidad 
que le da el apoyo de la mayoría absoluta o simple, que le 
da el apoyo de los grupos parlamentarios de la Cámara. 

El señor PRESIDENTE: Senadora Boneta, su interven- 
ción ya excede del turno y le ruego que concluya. 

La señora BONETA PIEDRA: Sí, señor Presidente, ter- 
mino. 

En todo caso, creo que el planteamiento de la moción es 
oportuno, no es ningún pleonasmo, puesto que si no se ha 
conseguido un acuerdo es bueno instar a la negociación y 
al acuerdo. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Hemos concluido el debate. 
(El señor Ardaiz Egüés pide la palabra.) 

Senador Ardaiz, he declarado concluido el debate. Lo 
siento, señoría, en otra ocasión. (El señor Ardaiz Egüés 
vuelve a pedir la palabra.) 

Le ruego a su señoría que sea lo más condescendiente 
con la presidencia. 

El señor ARDAIZ EGÜÉS: Muchas gracias, señor Re- 
sidente, le aseguro que no se va a arrepentir de haberme 
dado la palabra por la brevedad con la que la voy a utilizar. 

Para que no quede la discusión y la réplica que ha hecho 
el portavoz del Grupo Parlamentario de Senadores Nacio- 
nalistas Vascos entre un «digo yo» y un «dices tú», sola- 
mente quiero hacer referencia a lo que dice el artículo 71 
de la Ley de Amejoramiento referente a si es un tema que 
afecta a dos partes o afecta solamente a Navarra. Dice: 
«Dada la naturaleza del amejoramiento, es inmodificable 
uni1ateralmente.n 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Vamos a someter a votación la propuesta de modifica- 

ción que, suscrita por los Grupos Parlamentarios Socia- 
lista, Nacionalistas Vascos, Convergencia i Unió, Coali- 
ción Canaria y Mixto, está pendiente de votación en rela- 
ción con la moción original del Grupo Parlamentario 
Mixto que ha sido objeto de debate. Reitero, lo que se so- 
mete a votación es la propuesta de modificación que, en 
relación con la moción original del Grupo Parlamentario 
Mixto, fue suscrita en su momento por los Grupos Parla- 
mentarios Socialista, Nacionalistas Vascos, Convergen- 
cia i Unió, Coalición Canaria y Grupo Parlamentario 
Mixto. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 219; a favor, 127; abstenciones, 92. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada dicha moción 
en los términos en que ha sido suscrita por los Cinco grupos 
parlamentarios citados. 

MOCIONES : 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA 
POR LA QUE SE INSTA AL, GOBIERNO Y A LAS 

QUE, EN EL ÁMBITO DE SUS COMPETENCIAS Y 

BLEZCAN LOS CRITERIOS QUE SIRVAN PARA 

DEMÁS ADMINISTRACIOXES P~BLICAS PARA 

PREVIOS LOS ESTUDIOS OPORTUNOS, ESTA- 

REGULAR LA NORMALIZACI~N Y HOMOLO- 
GACIÓN DE LOS EQUIPA.MIENTOS DEPORTI- 
VOS FIJOS Y MÓVILES, CON EL FIN DE ELIMI- 

LES INADECUADOS ENTRAÑA. (662/000149.) 
NAR LOS RIESGOS QUE E:L USO DE MATERIA- 

El señor PRESIDENTE: Séptimo punto del orden del día: 
moción del Grupo Parlamentario Socialista por la que se 
insta al Gobierno y a las demás Administraciones públicas 
para que, en el ámbito de sus competencias y previos los es- 
tudios oportunos, establezcan los criterios que sirvan para re- 
gular la normalización y homologación de los equipamientos 
deportivos fijos y móviles, con el fin de eliminar los riesgos 
que el uso de materiales inadecuados entraña. (Rumores.) 

A esta moción también se presentó, con el apoyo de to- 
dos los Grupos, otra de modificacjón, consentida por el au- 
tor. Por lo tanto, en primer lugar, tendrá la palabra un re- 
presentante del Grupo Socialista, el Senador Iglesias Mar- 
celo, quien procurará hacerse oíI, si la Cámara presta un 
poco de atención. 

Tiene la palabra su señoría. 

El señor IGLESIAS MARCELO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente, lo intentaré. 

Voy a exponer, con mucha brevedad, las razones que 
justifican la presentación de la moción, su defensa y, a 
nuestro juicio, la votación favorable por parte de la Cámara. 
En primer lugar voy a exponer los hechos, en segundo lugar 
los valores que hay que preservar, alguna consideración de 
análisis comparativo y el contenido de la moción, que es 
muy breve y creo que bastante razonable. (Rumores.) 

En primer lugar, los hechos. Líi extensión de la práctica 
de la educación física y del deporte de manera generali- 
zada, prácticamente a todos los centros escolares y a una 
parte muy importante de la sociedad, ha hecho que las ins- 
talaciones deportivas, los edificios, etcétera, se hayan ex- 
tendido prácticamente por todo el territorio del Estado es- 
pañol: hay gimnasios, pabellones, clubes, canchas, etcé- 
tera, por todas partes; se utilizan materiales deportivos en 
todos los sitios.. . 

El señor PRESIDENTE: Perdone su señoría un mo- 
mento. Estamos debatiendo una moción y rogaría a la Cá- 
mara el silencio correspondiente. 

Muchas gracias. 
Tiene su señoría la palabra. 

El señor IGLESIAS MARCELO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

En ese marco general de práctica universalizada del de- 
porte y de la actividad física, tanto en el sistema educativo 
como fuera del sistema educativo, por parte de todos los 
ciudadanos, hemos podido constatar que se han producido 
en los Últimos años algunos accidentes con consecuencias 
terribles para escolares o para deportistas; no muchos, 
ciertamente escasos, pero de suma gravedad. Se ha produ- 
cido la muerte de algunos niños, niñas y jóvenes en la prác- 
tica del deporte y se han producido accidentes con secue- 
las muy importantes para estos escolares o deportistas. En 
Valdemoro hubo un accidente en el año 1992; en el año 
1994 se produjeron dos accidentes con consecuencia de 
muerte en la Comunidad Autónoma de Navarra; reciente- 
mente se ha producido un accidente en un centro escolar de 
Sevilla y otro accidente también, con consecuencias im- 
portantes, en Manresa, en una instalación deportiva de tipo 
municipal. Hay una base común en todos esos accidentes, 
y es el uso de material deportivo móvil, que no se fija ade- 
cuadamente y cuya práctica puede entrañar algún riesgo 
para sus usuarios. Y eso que, evidentemente, reclama res- 
ponsabilidades de carácter civil y, en ocasiones, a lo mejor 
de carácter penal -responsabilidades en las que no entra- 
mos y que, naturalmente, están ejercidas en algunos de los 
casos que estamos contemplando-, sin embargo no nos 
exime de la obligación de tomar algún tipo de decisión 
para que el uso de esas instalaciones deportivas y de ese 
material fijo reúna todas las condiciones y todas las garan- 
tías necesarias para los escolares y para los deportistas. 
Hay que proteger la salud, hay que proteger la vida, la in- 
tegridad física de los escolares y de los deportistas, y hay 
que proteger las condiciones en las que la actividad física 
y deportiva se realiza en los centros escolares y como una 
parte importante de la vida de los ciudadanos. Y esos valo- 
res de la salud, de la integridad física y del «cum’culum» 
escolar, que están contenidos en la educación física y el de- 
porte, merecen una decidida protección por nuestra parte. 

En algunos Estados miembros de la Unión Europea se 
han adoptado decisiones que no han sido todavía asumidas 
por directivas de la Comunidad o de la Unión Europea, 
pero en algunos Estados miembros se han establecido di- 
rectivas o normas que, o bien prohíen el uso de material 
móvil en los centros escolares y en los gimnasios, o bien 
exigen condiciones rigurosas de uso en esas instalaciones 
deportivas, o bien contemplan las exigencias de una revi- 
sión continuada y constante de las condiciones de uso de 
ese material. 

Por lo tanto, parece razonable que nosotros pidamos 
que se adopten las medidas oportunas para garantizar la se- 
guridad del uso de las instalaciones deportivas en centros 
escolares y en otros centros, a los efectos de impedir en lo 
posible que sucedan hechos de este tipo. Hay, natural- 
mente, diversas competencias en juego. El Gobierno 
puede decidir, respecto de su propio territorio de compe- 
tencia educativa, las condiciones en que se usa ese tipo de 
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materiales en los centros educativos de su propia compe- 
tencia; las Comunidades Autónomas con competencias 
educativas tienen la capacidad de asumir ese tipo de direc- 
tivas y de normas respecto de los centros educativos que 
son de su competencia. Las transferencias en deportes 
prácticamente son universales pues todas las Comunidades 
Autónomas tienen competencia en cuestiones deportivas, 
y, además, existen responsabilidades de otras Administra- 
ciones públicas, ayuntamientos, diputaciones y cabildos 
que, siendo propietarios de instalaciones deportivas abier- 
tas al uso público, también deberán adoptar algún tipo de 
medida para garantizar la integridad física de los usuarios. 

Por esa razón es por lo que proponemos y aceptamos, 
naturalmente, la propuesta de modificación, que matiza 
convenientemente el texto original de la moción, por lo 
que proponemos que el Senado adopte la resolución de 
instar al Gobierno y de recomendar a las Administraciones 
públicas competentes que se adopten las medidas cautela- 
res necesarias para que el uso de determinados equipa- 
mientos deportivos de carácter fijo o de carácter móvil no 
entrañe riesgo de ninguna clase para sus usuarios. Ésta es 
la razón por laque solicito de la Cámara el apoyo a la pro- 
puesta de modificación firmada por todos los grupos parla- 
mentarios. 

Muchas gracias, señorías; muchas gracias, señor Presi- 
dente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Se- 

¿Turno en contra? (Pausa.) 
En turno de portavoces tiene la palabra, en primer lugar, 

nador. 

el Senador Zubía. 

El señor ZUBÍA ATXAERANDIO: Muchas gracias, 
señor Presidente. 

Señorías, el Grupo Parlamentario de Senadores Nacio- 
nalistas Vascos comparte y participa plenamente de la pre- 
ocupación que ha llevado al Grupo Parlamentario Socia- 
lista a presentar una moción ante esta Cámara con el fin ú1- 
timo y encomiable de evitar o eliminar, en la medida de lo 
posible, el riesgo de accidentes derivados de la no ade- 
cuada utilización de equipos deportivos móviles, ya sean 
porterías, tableros, canastas o redes en polideportivos o 
instalaciones deportivas de cualquier clase, incluso de cen- 
tros escolares. Tanto comparte mi Grupo la idea y filosofía 
que se plasma en la moción, que estábamos en la creencia, 
tras las conversaciones habidas con algún portavoz del 
Grupo Parlamentario Socialista, de que se iba a llegar a 
proponer una iniciativa conjunta en esta Cámara. No ha 
sido así, y mi Grupo lo lamenta dada la pretensión final de 
una iniciativa de esa naturaleza y la dimensión humana y 
emocional que encierran unos hechos tan desgraciados 
como desgarradores y que en definitiva están en el origen 
y son la razón de ser de este debate de hoy. 

En todo caso, señorías, quede claro y con toda rotundi- 
dad que en una cuestión como la presente el fondo debe 
prevalecer, y prevalece, desde luego, en nuestro caso, so- 
bre cualquier problema de forma que no deja de ser inci- 
dental. Señor Presidente, señorías, es bien cierto que en los 

últimos años han sido varios los accidentes acaecidos a lo 
largo y ancho de la geografía estatal y que han tenido como 
denominador común o causa la utilización no correcta de 
ese material deportivo móvil al que antes me refería, y, la- 
mentablemente, y lo que es peor, en no pocas ocasiones 
esos accidentes se han saldado con el doloroso e irrepara- 
ble resultado de muerte. 

Me viene inmediatamente a la memoria, por su proxi- 
midad geográfica y temporal, el caso de un joven fallecido 
en la localidad vizcaína de Sopelana no hará más de un par 
de años y la todavía reciente muerte de una niña de ocho 
años en el frontón municipal de un pueblo navarro, que es 
San Martín de Unx. En ambos casos, creo recordar, fue la 
caída de una portería de futbito o de balonmano, en todo 
caso no fija, la causante o detonante de tan triste accidente. 

Hechos como los indicados no pueden, evidentemente, 
seguir sucediendo sin que la Administración competente 

montaje, revisión, homologación, o, llegado el caso, hasta 
de prohibición de ese material o equipo deportivo móvil. 
La Administración no puede, no debe ser insensible ni per- 
manecer impasible ante sucesos tan graves y dolorosos 
como los recordados y otros similares. 

La Comunidad Autónoma a la que pertenece este Sena- 
dor, la Comunidad Autónoma vasca, con motivo del acci- 
dente acaecido en su ámbito competencial, el accidente del 
municipio vizcaíno antes referido, ya tomó determinadas 
medidas, y la autoridad competente del Gobierno vasco re- 
mitió en su día, incluso, una comunicación a todos los cen- 
tros e instalaciones deportivas vetando una marca determi- 
nada de porterías móviles por no reunir los requisitos sufi- 
cientes de seguridad, seguridad que es lo menos, señorías, 
que se puede pedir a la hora de practicar cualquier activi- 
dad física o deportiva, ya que, como dice la moción, su 
contribución a la educación, la salud, el bienestar y el ocio 
del ciudadano, merece que se contemple con riguroso cui- 
dado tanto su organización como las condiciones en que se 
realiza. 

En definitiva, señoras y señores Senadores, para no ex- 
tenderme innecesariamente en una iniciativa que no pre- 
cisa de mayores explicaciones ni justificaciones y sí huir 
de toda demagogia, quiero señalar que mi Grupo Parla- 
mentario va a votar a favor de la moción que nos ocupa por 
razones de estricto respeto al papel que corresponde a cada 
institución en el reparto competencial que opera en el Es- 
tado. Y por respeto y consecuencia con la legalidad vi- 
gente hemos suscrito y presentado una propuesta de modi- 
ficación a fin y de suerte que el Senado inste únicamente al 
Gobierno al establecimiento de esos criterios que sirvan 
para regular la normalización y homologación de los equi- 
pamientos deportivos que la moción pretende, y reco- 
miende ese mismo establecimiento a las demás Adminis- 
traciones públicas. Lo hemos hecho por entender que es 
esta fórmula de instar y recomendar más conforme y res- 
petuosa con los distintos y respectivos ámbitos y repartos 
competenciales. 

Mi agradecimiento y el de mi Grupo Parlamentario a 
todos los demás grupos de la Cámara que han entendido 
perfectamente el sentido último y único de esta propuesta 

tome las pertinentes y rigurosas medidas sobre protección, . 
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de modificación y la han suscrito igualmente con su firma, 
haciendo así posible una aprobación que entiendo lo será 
por unanimidad y posiblemente por asentimiento. . 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, Senador Zubía. 
Tiene la palabra el señor Cambra. 

El señor CAMBRA 1 SÁNCHEZ: Intervengo muy bre- 
vemente para fijar la posición (de nuestro Grupo sobre esta 
moción, a la cual, naturalmente, vamos a votar favorable- 
mente, ya que todo esfuerzo que se realice para evitar que 
se produzcan nuevamente accidentes del tipo que se han 
citado debe merecer, lógicamente, el apoyo de todos los 
grupos, y esperamos que así será en la votación de esta 
moción. También nos adherimos a la modificación que se 
ha propuesto, ya que entendemos que la redacción res- 
ponde mejor a lo que se pretende. 

Como ejemplo de coherencia de lo que aquí se está ci- 
tando, está la actuación de la Ilirecció General des Esport 
de Cataluña, que en sus fichas técnicas ya establece para 
todas las instalaciones subveiicionadas la obligación de 
instalar anclajes en el pavimento para fijar material depor- 
tivo móvil; en cambio no hay normativa específica que 
obligue a las instalaciones deportivas en general. En este 
caso, por tanto, se encuentran las no subvencionadas. 
Creemos que éste es motivo suficiente para que se actúe en 
este tipo de disposiciones y de normativas. 

En cuanto a las instalaciones deportivas escolares, la 
normativa general se hace extensiva a ellas por lo que en 
este momento es importante actuar para todas aquellas ins- 
talaciones no subvencionadas y que de esta forma se fijen 
debidamente y se recomienden cuáles son los equipamien- 
tos deportivos más convenientes. 

Por lo que hace referencia a la homologación, entende- 
mos que ésta es de competencia exclusiva,comunitaria por 
su repercusión comercial en el Mercado Unico. Por tanto, 
lo que aquí se puede hacer es más bien dar una recomen- 
dación, pero difícilmente se puede entrar en una homolo- 
gación de equipos deportivos. Por tanto, consideramos que 
la mclción tiene sobre todo su razón de ser en la normaliza- 
ción de las instalaciones más que lo que hace referencia es- 
pecíficamente a la homologación. 

Por tanto, reitero nuestro apoyo y nuestro voto favora- 
ble a la moción y a la modificación propuesta. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señoría. 
Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra el 

señor Hernández. 

El señor HERNÁNDEZ ESCORIAL: Gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, la Ley 10/1990, del 15 de octubre, del De- 
porte, no se plantea las condiciones que han de tener los 
equipos móviles de las instalaciones deportivas polivalen- 
tes y analiza estas instalaciones en el ámbito docente en 
sus artículos 3 . O . 3  y 4.", que indican que «Todos los centros 
docentes, públicos o privados, deberán disponer de instala- 

ciones deportivas para atender la educación física y la 
práctica del deporte en las condiciones que se determinen 
reglamentariamente.» 

«A tal fin deberán tenerse en cuenta las necesidades de 
accesibilidad y adaptación de los recintos para personas 
con movilidad reducida.» «4. Las instalaciones deportivas 
de los centros docentes se proyectarán de forma que se fa- 
vorezca su utilización deportiva polivalente.. .» 

Hasta la fecha, como ha venido denunciando el Grupo 
Parlamentario Popular, el desarrollo de la Ley del Deporte 
está siendo muy lento, y en este aspecto no se han dictado 
las condiciones de que deben disponer las instalaciones de- 
portivas que, además de ser polivalentes, conllevan la trá- 
gica posibilidad de que en el traslado puedan suceder acci- 
dentes mortales, como ya han sucedido. 

El retraso en el plan de construcciones deportivas y la 
aplicación del mismo en el que, una vez construidas las 
pistas deportivas, son los profesores de educación física o 
los directores de los centros de Primaria, Secundaria, Ba- 
chillerato o Formación Profesional los que deciden, sin un 
marco legal establecido por el Ministerio de Educación y 
Ciencia, en qué condiciones van a quedar instaladas las 
pistas polideportivas y polivalentes, e impiden, en primer 
lugar, una fijación de los materiales deportivos que, en 
muchos casos, durante las mismas clases deben de trasla- 
dar los propios alumnos para realizar su práctica depor- 
tiva. 

En segundo lugar, el resto de las instalaciones deporti- 
vas en un modelo de distribución de competencias entre el 
Estado y las Comunidades Autónomas corresponden en 
gran parte a estas últimas. El Estado debe desempeñar, no 
obstante, un papel significativo en la planificación de los 
equipamientos deportivos. 

El Título X de la Ley del Deporte se refiere a esta cues- 
tión fundando la actuación del Estado en tres puntos bási- 
cos. Primero, las instalaciones deben de ser polivalentes, 
lo que entraña no sólo su máxima disponibilidad por los 
ciudadanos, sino también que tengan acceso a las mismas 
personas con minusvalías físicas y con edad avanzada (ar- 
tículo 70). Segundo, las instalaciones deben de estar de 
acuerdo con los convenios internacionales suscritos con 
España para evitar la violencia del deporte (artículo 71). 
Tercero, dado que dada vez existe mayor proliferación de 
instalaciones deportivas al servicio del ciudadano, la ley 
obliga a establecer un sistema de información sobre las ca- 
racterísticas de las instalaciones y los servicios que prestan 
en la misma (artículo 72). 

Estos principios son de aplicación general en todo el te- 
rritorio nacional y, en concreto, tendrán eficacia en tanto 
no exista regulación específica de las Comunidades Autó- 
nomas. 

Por lo tanto, nos encontramos con un marco legal insu- 
ficiente, ya que la mencionada Ley del Deporte no anali- 
zaba las características de los equipos móviles que se han 
de utilizar en unas instalaciones deportivas, desoyendo una 
recomendación de la Comunidad Económica Europea. En 
segundo lugar, no se ha desarrollado la normativa legal 
que podría haber permitido reducir los riesgos que siempre 
supone el traslado de equipos o materiales móviles. 
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Ante este problema, el 13 de enero de 1994 y como 
consecuencia de un accidente desgraciadamente mortal 
por la situación de estos equipos móviles, el Gobierno 
foral de Navarra, gobernado por el Partido Popular, re- 
mitió a través del Departamento de Educación y Ciencia 
una notificación a todos los centros educativos navarros, 
tanto en la red pública como en la privada, en la que se 
instaba a tomar todas las precauciones posibles para evi- 
tar cualquier riesgo de accidentes provocados por el 
equipamiento deportivo no anclado en el 'suelo, como 
porterías de balonmano, voleibol, canastas de balon- 
cesto, etcétera. Esta notificación tuvo su origen en una 
comunicación hecha al Gobierno foral el 10 de septiem- 
bre del pasado año por la Comisión de las Comunidades 
Europeas que recogía la normativa vigente en Francia 
que prohíbe la utilización de equipos deportivos no fijos. 
Esta notificación no tenía ningún imperativo legal ya 
que en España no existe esta normativa, porque el Go- 
bierno central desde la comunicación de la Unión Euro- 
pea sigue estudiando este asunto sin llegar a ninguna re- 
glamentación. Lo que se pretende es que se aporten las 
medidas necesarias de carácter informativo, preventivo, 
cautelar o normativo y se realicen revisiones continuas 
en el mobiliario deportivo móvil para evitar posibles 
riesgos y accidentes. 

En conclusión: primero, hay un marco legal insufi- 
ciente; segundo, hay un escaso desarrollo de la ley exis- 
tente; tercero, hay una incapacidad de regular por parte del 
Gobierno socialista sobre este aspecto, cuando en Comuni- 
dades Autónomas gobernadas por el Partido Popular se 
llega hasta el límite de lo que establece la legislación vi- 
gente. 

Por lo tanto, el Grupo Popular va a votar a favor de esta 
moción, aunque destacando que el Gobierno socialista de- 
bería haber desarrollado la normativa de esta ley. Nos ad- 
herimos a la modificación de la moción. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, Senador Her- 
nández Escorial. 

¿El Grupo Parlamentario Socialista quiere intervenir? 
(Pausa.) 

¿Hay inconveniente en que la moción se apruebe por 
asentimiento o algún miembro de la Cámara presente o en 
espíritu se opone a que la aprobemos por asentimiento? 
(Pausa.) 

Entonces, el Presidente entiende que puede ser apro- 
bada la propuesta modificada por los grupos antes cita- 
dos, original del Grupo Parlamentario Socialista por la 
que se insta al Gobierno y a las demás Administraciones 
públicas para que, en el ámbito de sus competencias y 
previos los estudios oportunos, establezcan los criterios 
que sirvan para regular la normalización y homologa- 
ción de los equipamientos deportivos fijos y móviles, 
con el fin de eliminar los riesgos que el uso de materia- 
les inadecuados entraña. Queda aprobada por asenti- 
miento. 

Culminm'amos el orden del día sometiendo a debate y 
votación, salvo que haya oposición a este criterio, la última 

moción del Grupo Parlamentario Popular. ¿Hay inconve- 
niente en que se debata ahora, o la debatimos a las 4 de la 
tarde? (Pausa.) Muy bien, la debatimos ahora. 

- DEL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR EN 
EL SENADO POR LA QUE SE INSTA AL GO- 
BIERNO DE LA NACIÓN A QUE ADOPTE LAS 
MEDIDAS DE ÍNDOLE NORMATIVO NECESA- 
RIAS EN EL MARCO DE LA REGULACI~N DEL 
uso Y CONTRATACI~N DE LA PUBLICIDAD 

P~BLICAS Y ORGANISMOS AUT~NOMOS EN 
PROCEDENTE DE LAS ADMINISTRACIONES 

ORDEN A LOGRAR QUE EL FIN FUNDAMEN- 
TAL DE ESTA PUBLICIDAD SE ADECUE A LOS 
PRINCIPIOS DE LIBRE CONCURRENCIA, NO 
DISCRIMINACIÓN Y CARÁCTER OBJETIVO DE 
LOS CRITERIOS APLICABLES A SU USO Y AD- 
JUDICACI~N, TODO ELLO ORIENTADO A OB- 
TENER LA MAYOR RACIONALIDAD DE COS- 
TES PARA LA ADMINISTRACIÓN. (662/000148.) 

El señor PRESIDENTE: Moción del Grupo Parlamen- 
tario Popular en el Senado por la que se insta al Gobierno 
de la Nación a que adopte las medidas de índole normativo 
necesarias en el marco de la regulación del uso y contrata- 
ción de la publicidad procedente de las Administraciones 
públicas y organismos autónomos en orden a lograr que el 
fin fundamental de esta publicidad se adecue a los princi- 
pios de libre concurrencia, no discriminación y carácter 
objetivo de los criterios aplicables a su uso y adjudicación, 
todo ello orientado a obtener la mayor racionalidad de cos- 
tes para la Administración. 

El Senador Fernández Aguilar tiene la palabra en repre- 
sentación de su Grupo para su defensa. 

El señor FERNÁNDEZ AGUILAR: Muchas gracias, 
señor Presidente. 

Señorías, la Ley General de Publicidad, de 11 de no- 
viembre de 1988, define en su artículo 2." qué debe enten- 
derse por publicidad; en este sentido publicidad es toda 
forma de comunicación realizada por una persona física o 
jurídica, pública o privada, en el ejercicio de una actividad 
comercial, industrial o profesional con el fin de promover 
de forma directa o indirecta la contratación de bienes, ser- 
vicios, derechos y obligaciones. 

Por otra parte, en su artículo 3." manifiesta que la publi- 
cidad que vulnere los valores o derechos reconocidos en la 
Constitución, así como la publicidad desleal, tiene la con- 
sideración de supuestos de publicidad ilícita. Es bien sa- 
bido que la publicidad actualmente constituye uno de los 
mayores medios de influencia en la sociedad, así como uno 
de los más importantes instrumentos en la financiación de 
los medios de comunicación, entendidos éstos en sentido 
amplio. No obstante, es preciso diferenciar claramente la 
publicidad en el ámbito de lo privado de la publicidad en el 
ámbito de lo público, así como distinguir entre la publici- 
dad o comunicación tendente a promover la venta de pro- 
ductos o la información al público de la publicidad dirigida 
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a la conciencia de los ciudadanos o al elogio de las Admi- 
nistraciones públicas. 

Conviene recordar que, si bien en este caso con un en- 
foque y planteamiento distinto, niiestro Grupo Parlamenta- 
rio ha presentado con anterioridad iniciativas similares en 
el Congreso de los Diputados, concretamente dos proposi- 
ciones de ley, y una aquí en el Senado; ambas fueron re- 
chazadas. Estas iniciativas pretendían cubrir un vacío nor- 
mativo en esta materia que de hecho fue puesto de mani- 
fiesto en la conocida sentencia de la Sala de lo Conten- 
cioso-administrativo del Tribunal Supremo, de 8 de julio 
de 1987, ofreciendo una regulación específica sobre lo que 
debía entenderse por publicidad del sector público, el régi- 
men de los diferentes contratos de publicidad y de la com- 
petencia ilícita en esta materia, entre otros aspectos. 

El fundamento de estas iniciativas presentadas por mi 
Grupo no era otro que el establecimiento de las medidas 
necesarias para limitar desde el poder público los aspectos 
negativos de la publicidad procedlentes del sector público y 
de ésta como fuente de financiación de los medios de co- 
municación que informan la opinión pública. 

No se puede desconocer, señorías, como hemos dicho 
anteriormente, que la publicidad es fuente básica de finan- 
ciación de los medios de comunicación y que el mercado 
publicitario español, el peso de la publicidad financiada 
por las Administraciones públicas puede inclinar la ba- 
lanza de la opinión pública en determinadas ocasiones, de- 
rivando de todo ello un uso discriminatorio de esta publi- 
cidad y tergiversando las leyes di: la competencia. 

En la memoria de todos están los casos de la Junta de 
Andalucía y del Ayuntamiento de Sevilla en relación con 
el periódico ABC al que se le negó la publicidad por ser un 
medio que mantenía una línea muy crítica con tales Admi- 
nistraciones. La negativa de ordenar publicidad al perió- 
dico «El Mundo» por parte de la Presidenta de Renfe y la 
polémica y multitudinaria camp<iiia de Telefónica contra- 
tada por la revista «Times», en la que, lejos de informar a 
los ciudadanos sobre el uso de los teléfonos, se decía, en- 
tre otras cosas, que el Gobierno de Felipe González carecía 
de oposición nacional efectiva. 

El Gobierno, lejos de ofrecer una solución a este con- 
flicto, se ha escudado siempre eri que no era necesaria una 
legislación específica al respecto, ya que los principios 
instados desde el Grupo Parlamentario Popular para garan- 
tizar la libre concurrencia, la Competencia y la igualdad en 
la contratación de la publicidad del sector público estaban 
ya garantizados en la antigua Ley de Contratos del Estado. 
Por otra parte, en la vigente Ley de Contratos de las Admi- 
nistraciones Públicas, de 18 de mayo de 1995, cuando se 
encontraba en fase de anteproyecto, se iban a reforzar las 
garantías de estos principios, Ley que, por cierto, quedó 
prometida en febrero de 1992 con la finalidad, entre otras 
cosas, de dar respuesta a esta situación y que tardó tres 
años más en llegar al Parlamento. 

Con independencia de la cobertura legal que ha su- 
puesto esta nueva Ley de Contratos de las Administracio- 
nes Públicas, hay que decir que no sólo nuestro Grupo, 
sino también otros grupos parlamentarios defendieron la 
necesidad de elaborar una ley específica en la materia con 

el fin de establecer unos principios m’nimos que garantiza- 
ran la pluralidad política, social e ideológica, así como 
unos mecanismos técnicos de carácter institucional para 
lograr que todas las Administraciones públicas garantiza- 
ran no sólo la información a los ciudadanos, sino también 
el respeto a sus derechos constitucionales. 

El hecho de que la llamada publicidad institucional ga- 
rantice el respeto a los principios que informan la Consti- 
tución española, los Estatutos de Autonomía y los dere- 
chos y las libertades que se reconocen, como el derecho de 
los ciudadanos a una comunicación veraz y objetiva por 
parte de las instituciones, la obligación de éstas a una in- 
formación transparente de su gestión y de sus servicios, el 
respeto a la libertad de expresión, el respeto y la atención a 
la juventud y a la infancia y el respeto al pluralismo demo- 
crático, entre otros, no sólo requieren su reconocimiento 
expreso en nuestro Ordenamiento jurídico, sino la adop- 
ción de las medidas necesarias que hagan posible el cum- 
plimiento de lo así establecido. No obstante, en relación al 
reconocimiento de los principios que desde el Grupo Par- 
lamentario Popular se reclama para la pu.blicidad del sector 
público, se ha avanzado de forma importante en los últi- 
mos años, aunque continúa existiendo un notable vacío en 
esta materia, ya que la eficacia de esta legislación no está 
aún garantizada. 

No sirve de nada plasmar en las leyes, que son princi- 
pios básicos de la contratación publicitaria del sector pú- 
blico, la objetividad y la libre concurrencia cuando se si- 
gue abusando de la contratación directa en un sector que en 
España representa el 2,5 por ciento de su Producto Interior 
Bruto, lo que supone una de las medidas más altas de los 
países de la Comunidad Europea. Recordemos, por ejem- 
plo, que en Alemania sólo se gasta el 0,8 por ciento de su 
PlB, al igual que en Francia, o que en Italia este gasto sólo 
representa el 0,6 por ciento. 

Al amparo de la antigua Ley de Contratos del Estado, a 
pesar de estar garantizados los principios de referencia, no 
se puede negar el uso indiscriminado que se ha venido ha- 
ciendo en materia de contratación de publicidad en el sec- 
tor público. Actualmente, tampoco se puede afirmar que 
con la nueva Ley de Contratos de las Administraciones Pú- 
blicas el uso abusivo de estas prácticas haya quedado to- 
talmente descartado, ya que si bien es cierto que la adjudi- 
cación directa ha pasado a tener un carácter de mayor ex- 
cepcionalidad y se garantiza una mayor difusión de la 
misma, no son medidas que aseguren de forma absoluta la 
eliminación de estas conductas porque esta reforma, lejos 
de introducir mecanismos que prevengan en origen las po- 
sibles corruptelas, va más encaminada a sancionar a aque- 
llas personas que por sus actuaciones anteriores no son 
merecedoras de la confianza de las Administraciones pú- 
blicas. 

La nueva Ley de Contratos citada, presentada por el 
Gobierno socialista como panacea para resolver esta situa- 
ción, si bien constituye un buen instrumento de desarrollo 
constitucional y de acomodación al ordenamiento interno 
de las disposiciones comunitarias europeas, en materia de 
contratación pública en sentido amplio no introduce las de- 
bidas garantías y controles jurídicos que deben de estable- 
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cerse sobre la actividad contractual del sector público en 
materia de publicidad. De esta forma, nuestro Ordena- 
miento jurídico no dispone aún de un instrumento válido y 
eficaz para la regeneración de la vida pública, sino por el 
contrario, continúa abierta la posibilidad del abuso y la ar- 
bitrariedad en este sector de la contratación pública y la au- 
sencia de los necesarios controles preventivos. Al res- 
pecto, desde una institución como el Tribunal Constitucio- 
nal su ex Presidente, Tomás y Valiente, afirmaba hace es- 
caso tiempo que la situación de deterioro y crisis del poder 
era atribuible: entre otras causas, a la supresión de los ne- 
cesarios controles preventivos. 

De esta forha, la legislación vigente contiene una regu- 
lación de los sistemas de selección y adjudicacioón de la 
contratación pública inadecuada. Permite la elección del 
contratista por la Administración sin mayores condiciona- 
mientos que la legislación anterior y establece, de forma 
mínima, las exigencias legales que garanticen la concu- 
rrencia y publicidad que tiene que presidir las actuaciones 
de las Administraciones públicas en su conjunto. 

Quem’a dejar constancia de la posición del portavoz so- 
cialista, señor Sanz Díaz, en el Congreso de los Diputados 
con ocasión del debate de la proposición de ley del Grupo 
Parlamentario Popular, donde admitía que, efectivamente, 
faltaban concreciones con respecto a la contratación de la 
publicidad por parte de las Administraciones públicas. 

De otra parte, finalmente, señor Presidente, la reforma 
efectuada es de carácter muy general y no introduce las 
concreciones necesarias que requiere la regulación de esta 
materia. No se trata de garantizar simplemente los princi- 
pios esenciales de la contratación pública para todas las 
Administraciones, sino que se tratm’a, además, de propor- 
cionar en materia de publicidad las garantías de igualdad, 
libre concurrencia y seguridad jurídica que aseguren a los 
ciudadanos un tratamiento común por parte de las Admi- 
nistraciones públicas. 

Por todo lo expuesto, señorías, consideramos que es ne- 
cesaria la introducción de los mecanismos necesarios, ya 
sean administrativos o de cualquier otro tipo, que garanti- 
cen la efectiva práctica de lo que pretendemos. En este 
sentido, la propuesta de resolución que contiene la moción 
que estoy defendiendo y que presenta el Grupo Parlamen- 
tario Popular ante la Cámara está planteada en términos 
muy amplios, con la finalidad de marcar al Gobierno unas 
pautas que no condicionen excesivamente una regulación 
en esta materia, pero que sí señalen la importancia y la ur- 
gencia de que se adopten las medidas de índole normativo 
necesarias. En tal sentido, señorías, solicito el voto afirma- 
tivo de esta Cámara. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Fer- 

Tiene la palabra el Senador Moreno. 
nández Aguilar. 

El señor MORENO FRANCO: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, con la brevedad que aconsejan las circunstan- 
cias que se dan en el día de hoy, voy a referirme a algunas 
cosas elementales. 

En primer lugar, quiero agradecer al Senador Fernández 
Aguilar el tono, no ya correcto, sino exquisito, que ha uti- 
lizado, aunque, desde el afecto, debería decirle que, siendo 
su tono espléndido, alguna maldad nos ha dicho. 

Señorías, ¿qué se nos plantea básicamente en esta mo- 
ción? Que se proceda por parte del Gobierno de la nación 
-insisto, del Gobierno de la nación- a adoptar las medi- 
das normativas que regulen el uso y contratación de la pu- 
blicidad de las Administraciones públicas. Creo que la pri- 
mera cuestión que hay que subrayar es que, a nuestro en- 
tender, tiene poco sentido jurídico y difícil comprensión 
política el olvidar que si los principios que queremos que 
señalen la contratación de cualquier Administración en 
esta materia están clara y nítidamente recogidos en la re- 
ciente Ley que regula la contratación del Estado para todas 
las materias, desde el respeto al bloque de constitucionali- 
dad no cabría entender la literalidad de la moción; muy al , 

contrario, parecería más respetuoso para con el Estado en 
el que vivimos, afortunadamente, el que -marcado el ca- 
rácter básico de los principios- fuese cada uno de los ele- 
mentos integrantes del Estado de las Autonom’as el que, 
en el ámbito de sus competencias, procediera a desarrollar 
lo que, con carácter básico, hemos legislado hace muy 
poco tiempo. 

Por tanto, la primera cuestión que quiero señalar es, 
precisamente, que me resulta difícil entender el que su se- 
ñoría -su Grupo- pretenda que se produzca esa inva- 
sión, instada por ustedes, de competencias de las Comuni- 
dades Autónomas desde el Gobierno de la nación. 

En segundo lugar, a su señoría le preocupa mucho -a 
mí también- el que sean operativos los principios de ga- 
rantía de la libre concurrencia, de la no discriminación y el 
carácter objetivo de los criterios aplicables a la adjudica- 
ción, en este y en cualquier otro sector. ¿Qué queda por ha- 
cer en el campo normativo en este sentido? Su señoría no 
debe, al mismo tiempo, decirnos que es imprescindible 
afrontar una normativa específica para el sector de la pu- 
blicidad para que resplandezcan los principios, principios 
que deben ser inherentes -como lo son de hecho, en vir- 
tud de la legislación producida por las Cámaras de la na- 
ción- a cualquier tipo de contrato. Por tanto, segundo 
problema: en la aplicación, desde las competencias de 
cada cual, de desarrollo normativo y de práctica política 
desde la acción de gobierno -después le diré algunas co- 
sas al respecto, con todo cariño-, parece que ya queda 
poco por hacer. Los principios están sentados y consagra- 
dos con carácter básico para el conjunto del Estado. A par- 
tir de ese momento, me parece que cada cual debe ir, bien 
desarrollando lo que sea de su competencia, bien ade- 
cuando su comportamiento a esta materia. 

Hay un problema -se lo voy a decir con claridad- 
que me preocupa, que es recurrente en lo que viene plan- 
teando el Grupo Parlamentario Popular al respecto, y en el 
cual usted hoy ha insistido: la consideración de la finan- 
ciación por vía de la publicidad de las Administraciones 
públicas como el maná que viene a garantizar la perviven- 
cia de los medios de comunicación. Me preocupa, porque 
cada uno llega a la conclusión de que un dominical -do- 
mingo sí, domingo no-, sobre las más variopintas mate- 

. 
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rias, ateniéndose, desde luego. estrictamente a una teoría 
que ustedes también han planteado otras veces, que es la 
de café con leche para todo el mundo, se quiera o no, a lo 
mejor, podría condicionar la benevolencia o no de una de- 
terminada línea editorial a la hora de acoger la acción de 
gobierno del Gobierno de la nación o de alguna Comuni- 
dad Autónoma, No es un probíema de principios; es de la 
intensidad de la acción publicitaria, directa o indirecta. 
Creo que se me entiende todo, ¿verdad, señoría? 

Por tanto, ¿de qué seríamos nosotros partidarios? Desde 
la cordialidad -no podría ser de otro modo-, vamos a 
solicitar el voto en contra de la moción. a pesar de las no- 
bles y hermosas artes exhibidas por su defensor. 

Nosotros pensamos que tenemos un marco normativo 
adecuado para regular este sector y cualquier otro, en pri- 
mer lugar, porque los principios no pueden ser dependien- 
tes del sector específico que se considere. A partir de ese 
momento, en el campo de la legislación, a nuestro entender, 
sólo cabe lo que nos parecería razonable: que por el Go- 
bierno de la nación se produjera el desarrollo reglamectario 
en el ámbito estricto de sus competencias de la Ley que 
acabamos de aprobar, y que esto lo hiciera el conjunto de 
las Comunidades Autónomas, precisamente aprovechando 
los aspectos muy positivos de algunos de los elementos 
más difíciles del debate de la propia Ley, como fue el ca- 
rácter básico o no de determinados artículos de la misma. 

Me ha preocupado mucho lo que usted -probable- 
mente llevado por la pasión en defensa de su posición- ha 
insinuado: que en esta materia de la regulación de las vir- 
tudes exigibles a la contratación entre las Administracio- 
nes y los privados, estamos en peor situación que estába- 
mos antes de aprobarse la nueva Ley. Su señoría sabe que 
eso no es así. Creo que ha sido un exceso en el fragor del 
debate. Creo que estaremos todos de acuerdo en que con la 
nueva Ley entramos en una regulación más detallada de 
las causas de prohibición de contratar y determinantes de 
la suspensión de las clasificaciones y sus respectivos efec- 
tos, hemos dado una configuración nueva al Registro de 
contratos, al que se dota expresamente de carácter público 
y que, en consecuencia, p e m t e  que todos los interesados 
tengan un conocimiento exacto de todos los contratos cele- 
brados entre la Administración pública y cualquier em- 
presa. En definitiva, el avance en el terreno de la preocu- 
pación por garantizar la transparencia en este tipo de con- 
tratos entre las Administraciones y los privados no puede 
ser planteado de otro modo que como un avance colectivo, 
de todos, que ha sido lo suficientemente sustancial como 
para que, lejos de decirnos que estamos peor que estába- 
mos, nos felicitáramos todos por el paso que hemos dado. 
Y lo que podría ser más importante: para concluir todos 
que una reducción del gasto 1e:gítimo -también de los tres 
millones al día que ustedes se gastan en alguna Comunidad 
Autónoma en esta materia de la publicidad institucional- 
nos permitiría dedicar esos fondos a otras cuestiones que, 
a lo mejor, merecen mayor atención por parte de los pode- 
res públicos, sin que, por ello, pudiera fragilizarse la de- 
seable estabilidad financiera del conjunto plural de los me- 
dios de comunicación, que es también otro bien que hay 
que preservar. 

En definitiva. señoría. quiero mostrar nuestro agradeci- 
miento por su tono y nuestro reconocimiento, al menos la 
constatación de que se han podido introducir er: el debate 
algunas inexactitudes y ese afán de que busquemos una 
fórmula - e l l o  pasa porque digamos no al texto &e su se- 
ñoría nos plantea- que garantice el respeto al Estado au- 
tonómico en que nos encontramos, a la hora de que cada 
cual desarrolle lo que es su parte de responsabilidad de la 
nueva Ley que, gozosamente, hemos aprobado hace muy 
poco. Lo siento, pero me parece que es nuestra obligación. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. Senador Moreno. 
(Aplausos en Los escaños del Grupo Parlamentario Socia- 
lista.) 

Pasamos al turno de portavoces, 
En primer lugar, tiene la palabra el Senador Sanz Ce- 

brián. 

El señor SANZ CEBRJÁN: Muchas gracias, señor Pre- 

Señorías, voy a intervenir con suma brevedad. 
Debo recordar que hace poco menos de un año debatía- 

mos en esta Cámara la admisión a trámite de una proposi- 
ción de ley reguladora de la publicidad procedente del sec- 
tor público, presentada también por el Grupo Parlamenta- 
rio Popular. Quiero recordar que en aquella ocasión nues- 
tro voto fue contrario a dicha toma en consideración de la 
proposición de ley, si bien reconocíamos su contenido po- 
sitivo por el respeto a los principios de libre competencia y 
de igualdad en el ámbito de los medios de comunicación 
social. 

También en aquel momento expusimos las razones de 
nuestro voto en contra: primero, porque considerábamos 
que la Ley de Contratación de las Administraciones Públi- 
cas podría recoger con suficiencia en su ámbito las mate- 
rias en cuestión. Segundo, porque desde una perspectiva 
competencia1 existía una disposición adicional perturba- 
dora que otorgaba carácter de legislación básica a todos los 
preceptos de la proposición de ley, en detrimento de la ca- 
pacidad normativa de los Parlamentos autonómicos. 

La moción que ahora debatimos, por contra, está, a 
nuestro juicio, bien fundamentada, puesto que la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, si bien evita 
un vacío normativo en la materia, esto es justo recono- 
cerlo. no regula adecuadamente un sector tan importante y 
amplio como es la contratación publicitaria del sector pú- 
blico, incluidas las sociedades de capital público, pero so- 
metidas al régimen privado, y esto lo decimos en conso- 
nancia con la enmienda que planteamos al respecto al pro- 
yecto. entonces, la Ley de Contratación de las Administra- 
ciones Públicas. Creemos que son momentos en los que 
hay que abogas por la claridad y la transparencia en todo el 
sector público. mtendidr, este término en su más amplia 
acepción. 

De otra parte. hemos tenido noticia, y se nos ha confir- 
mado aquí por el Senador interviniente que nos ha prece- 
dido en el uso de la palabra. el señor Moreno, que el Go- 
bierno pretende redactar una xorma de carácter reglamen- 

sidente. 
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tario p&a regular esta materia, lo que, a nuestro entender, 
podría suponer, no digo que esto sea así en la práctica, hur- 
tar al Parlamento, y singularmente a este Senado, la posi- 
bilidad de fiscalizar ese Real Decreto, en el que posible- 
mente se plasmaría la actuación del Gobierno. Porque no 
tenemos, señorías, ninguna garantía de que esa regulación 
reglamentaria que aquí se ha avanzado no diga que tam- 
bién sus preceptos de índole reglamentaria tengan un ca- 
rácter de legislación básica, de desarrollo de algunos de los 
preceptos que‘en la Ley de Contratos de las Administra- 
ciones Públicas tienen ese carácter básico y que son los re- 

’ lativos a los contratos de asistencia y de consultoría en 
cuyo epígrafe 13 está situada la publicidad. 

A mayor abundamiento, la parte dispositiva de la mo- 
ción, a la que expresamente me remito, es impecable y no 
entro en la terminología que se emplea del <<Gobierno de la 
nación». Ésta no es la cuestión, como tampoco lo era 
cuando se debatió el proyecto de ley de incompatibilidad 
de altos cargos. A nosotros, como decía Mao, no nos im- 
porta que sea gato negro o gato blanco, lo importante es 
que se cacen ratones, lo importante es que aquí se resuelva 
un problema de contratación de publicidad por el sector 
público a nivel de principios y pedimos una legislación a 
nivel de principios básicos y no una legislación de desa- 
rrollo o de detalle, y en esto -concluyo ya, señorías- es- 
tamos perfectamente de acuerdo con el contenido de la 
moción, con el contenido de su parte dispositiva y pem’- 
tame que felicite a los dos Senadores que me han prece- 
dido en el uso de la palabra por su claridad expositiva, por 
su tono y por su exquisitez. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el Senador 
Codina. 

El señor CODINA 1 CASTILLO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, quisiera que mis primeras palabras fueran de 
felicitación al proponente de esta moción, al representante 
del Grupo Parlamentario Popular, Senador Fernández 
Aguilar. Le felicito y le agradezco el tono que 1;- utilizado 
en su intervención, sobre una cuestión que no es la primera 
vez que viene a esta Cámara. Hemos tenido oportunidad de 
hablar en otras ocasiones de temas relacionados con la pu- 
blicidad institucional y no siempre se ha producido con el 
tono y en la forma en que se ha hecho hoy, no sólo por 
parte de quien lo ha presentado, sino hasta ahora de cada 
uno de los intervinientes. 

Entrando en el fondo de la cuestión, yo diría que ésta es 
una moción, en su forma escrita, que a simple vista puede 
ser perfectamente asumida por parte de todo el mundo o de 
casi todo el mundo. En un tema como el de la publicidad 
institucional -sobre el que siempre se pueden sacar con- 
secuencias fáciles bien para poder justificar o bien, otras 
veces, para criticar- deberíamos ser capaces de distinguir 
entre lo que es la publicidad y lo que son campañas infor- 
mativas, que todas las instituciones -4 Estado, las Co- 
munidades Autónomas, los Ayuntamientos, etcétera- a 
menudo tienen que realizar en beneficio de la población. 

Deberíamos ser capaces de distinguir lo que son las cam- 
pañas, insisto, informativas de lo que son las campañas pu- 
ramente publicitarias, que a menudo y como consecuencia 
derivan no de la publicidad, sino de la propaganda de 
aquella institución y de aquel partido político que está de- 
trás de ella. 

Dicho esto -y enlazando con la primera parte de mi in- 
tervención, cuando le decía que ésta es una moción con la 
que con su simple lectura podrían estar de acuerdo casi to- 
dos-, debo matizar por qué en este caso el Grupo Parla- 
mentario Catalán en el Senado de Convergencia i Unió no 
puede votar favorablemente. Seguramente, Senador, si yo 
no estuviera en el partido que estoy, en la coalición a la que 
pertenezco, podría personalmente apoyar su moción. Pero 
usted, yo creo que sin darse cuenta, está planteando algo 
que va más allá de lo hoy nos propone y sería un debate 
mucho más amplio, es decir, usted pretende una norma de 
carácter estatal que regule una cuestión que le preocupa a 
usted, a mí y a todos. Usted lo enfoca desde la perspectiva 
del Gobierno de la nación, como ha dicho, y, por tanto, 
tiene que tener una incidencia en el conjunto del territorio. 
Aquí está la única dificultad que tenemos para darle el voto 
favorable, señor Senador. Para nosotros ésta es una cues- 
tión que debe realizarse en el campo autonómico. Los go- 
biernos autonómicos, cada uno de ellos sustentado por un 
Parlamento autonómico, tienen la capacidad no sólo de 
impulsar la acción de Gobierno, sino de controlar. Y en ese 
caso concreto, la preocupación que usted tiene, y que tene- 
mos todos, de controlar la publicidad, de si el tipo de pu- 
blicidad que se hace es conveniente o no, debemos, desde 
nuestro punto de vista, controlarlo, tutelarlo, si se quiere, 
desde las Comunidades Autónomas y no desde normas de 
rango estatal. 

Señor Senador, sepa que ésta es la Única diferencia 
por la que nosotros no podemos estar de acuerdo con el 
planteamiento que usted nos hace hoy de legislar en el 
marco del Estado una ley que permita resolver, garanti- 
zar aquellas preocupaciones que no son sólo suyas, sino 
que son de todos los miembros de esta Cámara. No que- 
remos más normas estatales que aquellas que se deriven 
del marco constitucional. Y ésta es la diferencia -y se 
lo digo con todo respeto, señor Senador-, lo que hace 
que hoy no podamos dar el voto favorable a su pro- 
puesta. 

Señor Presidente, señorías, gracias por su atención. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra el 

señor Fernández Aguilar. 

El señor FERNÁNDEZ AGUILAR: Señor Presidente, 
voy a ser breve. Quiero ratificar cuanto he expuesto en mi 
primera intervención. Agradezco la intervención del por- 
tavoz socialista y las palabras que nos ha dirigido, el 
apoyo del Grupo Parlamentario de Senadores Nacionalis- 
tas Vascos y la exposición del señor Codina, pero nos 
quedamos un poco frustrados, señor Presidente, al com- ’ 

probar que las palabras de aliento no coinciden con el 
apoyo final a lo que aquí proponemos, siendo conscientes 
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de que nos asiste la razón. Lo que pretendemos es plas- 
mar esta mañana en un acuerdo lo que hemos defendido 
de palabra, porque lo que queremos es que se subsane la 
carencia de aspectos específicos no contemplados y dig- 
nos de tener en cuenta, como las reglas de difusión de pu- 
blicidad institucional con carácter previo o durante la ce- 
lebración de elecciones generaies, autonómicas o munici- 
pales. Vean si esto no le corresponde regularlo al Go- 
bierno. 

También queríamos que en esta normativa se recogie- 
ran los criterios objetivos de contratación que eviten la ex- 
clusión de algunos medios de comunicación de carácter 
nacional y que no afectan solamente a una determinada 
Comunidad Autónoma. 

Queremos que se regulen los elementos de valoración 
de la difusión, las cifras de tirada y venta y los baremos de 
estimación de las diferentes tarifas publicitarias según cri- 
terios establecidos. 

Pero, al mismo tiempo, vean sus señorías si no estamos 
hablando de una norma de carácter general, y es que habría 
que remontarse al artículo 20 de nuestra Carta Magna, 
donde es exigible, en un Estado de Derecho preocupado 
por la existencia real de los derechos y libertades que posi- 
bilitan la democracia, que el legislador arbitre los medios 
para evitar toda competencia desleal promovida desde el 
sector público que incida negativamente en el pluralismo 
informativo. 

Señorías, no deseo cansarles más, aunque sí ratificarme 
en nuestra propuesta y en la petición del voto favorable por 
parte de esta Cámara para esta moción presentada por el 
Grupo Popular. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias. 
El Senador Moreno tiene de nuevo la palabra. 

El señor MORENO FRANCO: Señor Presidente, con 
toda brevedad quiero agradecer al conjunto de portavoces, 
con independencia del sentido de su voto, la preocupación 
leal por el tema que hoy nos ocupa y a la vez señalar unas 
cuantas cosas. 

Una de ellas, que me parece tremendamente importante 
y que con gran acierto ha señalado el Senador Codina, está 
en relación con que determinadas cuestiones no son sus- 
ceptibles de ser resueltas por vía normativa. 

Desde lo que supone el control de la Intervención del 
Tribunal de Cuentas, hasta en último extremo el de las Cá- 
maras de Cuentas de cada Cornunidad Autónoma, o bien 
el control parlamentario, a mi entender son una garantía 
en el orden de los principios y efectividad de la misma ex- 
traordinariamente importante para cuestiones que difícil- 
mente se dejarían encajar en una norma del estilo de la 
que nos ocupa. Y es que es verdad que habría que distin- 
guir entre publicar un anuncio que tiene que leer todo el 
mundo para poder enterarse, por ejemplo, de cuál es el 
plazo para la apertura de plicas para la adjudicación de las 
obras de no sé qué, de hasta qué fecha pueden tallarse los 
mozos, etcétera, y publicar un anuncio para que nos ente- 
remos de otros aspectos que implican ya una creatividad y 

que son muy difícilmente susceptibles de evaluabión 
desde el punto de vista del informe técnico y de otras co- 
sas. 

Pero a este respecto le voy a poner un ejemplo que se- 
guramente no le va a ofender. La primera campaña dentro 
del conjunto de las que se vienen desarrollando en relación 
con la prevención de accidentes de tráfico supone una op- 
ción difícil de encajar en un informe técnico, pero una vez 
efectuada esa primera parece que el que haya una segunda 
es razonable. ¿Por qué entonces no ha pasado absoluta- 
mente nada? ¿Por qué no se ha alzado en las Cámaras ni en 
la Comisión correspondiente ninguna voz a este respecto? 
Pues porque todos hemos entendido que era un plantea- 
miento correcto. 

Por tanto, señoría, con carácter general, en un terreno 
en el que no hablamos ya ni de alquitrán ni de farolas ni de 
ventanas, sino que a veces hablamos de la creatividad pro- 
pia del publicista -y es verdad que hay algunos excelen- 
tes y algunos un poco epatantes-, me parece que no de- 
beríamos magnificar ni encorsetar la normativa y sí, por el 
contrario, reforzar mecanismos netamente'democráticos 
que siempre están en estos problemas. 

Pero sí quiero decirle otra cosa. Su señoría empezó ma- 
nifestando, con buen criterio, que había iniciativas ante- 
riores, pero el caso es que no insistió mucho, aunque 
ahora, en su última intervención sí lo ha hecho, y nos vol- 
vemos a encontrar, señoría, con problemas de imposible 
resolución. iQu6 hacemos entonces? Dice usted: Publí- 
quenlo en todos los periódicos. ¿Y cuánto cuesta eso? 
Moraleja: No se publica nada. Hay otra alternativa: Atén- 
gase al informe de OJD. Pero ¿qué ocurre con los medios 
que no quieren estar ahí? (Rumores en los escaños de la 
derecha.) 

Y, señorías, no quiero dejar de poner otro ejemplo. 
Ustedes a veces son muy conservadores, y lo digo en el 
sentido magnífico de la palabra. Yo estoy encantado de 
que ustedes se vayan pareciendo a los conservadores bri- 
tánicos; ése es un avance colectivo de la sociedad espa- 
ñola, incluso es posible que, como colectivo, algo se le 
deba por ello a don Manuel Fraga aunque ahora sea el 
señor Aznar el que venga a recoger los frutos de esa ope- 
ración, si es que llega la cosecha, pero no se me vayan 
ustedes a parecer tanto a los conservadores británicos 
que nos exijan aquí públicas virtudes y luego en casa.. . 
(Rumores y risas en los escaños de la derecha.) ¿De ver- 
dad que ustedes estarían de acuerdo en que antes de las 
elecciones en las Comunidades Autónomas en que uste- 
des gobiernan no se hicieran campañas institucionales? 
Pues bien, si estaban de acuerdo, podrían haberlas he- 
cho, pero no parece que ustedes hayan actuado de ese 
modo. 

Por consiguiente, vayan ustedes un poco más allá. 
Abandonen la moral victoriana e incorpórense a los con- 
servadores de la señora Thatcher. (Risas.) Es un avance co- 
lectivo, pero ya veremos si funciona tanto como ustedes 
esperan. (Risas.) 

En cualquier caso, tómense a broma lo que es broma. 
Muchísimas gracias por su amabilidad. (Fuertes rumo- 

res. ) 



El señor PRESIDENTE: Vamos a someter a votación la 
moción defendida por el Senador Fernández Aguilar, del 
Grupo Popular, por la que se insta al Gobierno a que 
adopte determinadas medidas de índole administrativo en 
relación con la contratación de publicidad que acaba de ser 
debatida. 

Se inicia la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 216; a favol; 96; en contra, 120. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Se levanta la sesión. 

Eran las catorce horas y cuarenta minutos. 
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